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INTRODUCCIÓN

El Programa Socioambiental es una estrategia de acompañamiento integral a comuni-
dades afectadas por proyectos extractivos, con el objetivo de fomentar su comprensión 
de los impactos generados en los territorios y potenciar su capacidad de exigir la garantía 
de sus derechos y la defensa del agua, la vida y el territorio.

En medio de las limitaciones provocadas por la pandemia de la Covid 19, que mpidieron 
un contacto directo con las organizaciones que acompañamos en los departamentos de 
Tolima y Santander, le apostamos a la realización de cursos virtuales, que tuvieron como 
objetivo brindar a las comunidades conceptos y herramientas que pudieran ser aplica-
das en ejercicios prácticos, dándole continuidad a los procesos formativos que venimos 
desarrollando desde el año 2014 en lógica de fortalecer la capacidad de incidencia y la 
formulación de propuestas alternativas desde los territorios.

A pesar de utilizar canales virtuales que hacen de la interacción un reto de estos tiem-
pos, se generaron espacios valiosos de intercambio de conocimientos y construcción de 
diálogos que fortalecieron el tejido organizativo y el nivel de comprensión y argumenta-
ción de todas las partes involucradas en el proceso.

Los cursos fueron diseñados de acuerdo a las particularidades de cada territorio, 
atendiendo a las características diferenciadas en torno a los conflictos que los aquejan y 
las necesidades que los motivan a organizarse.

De esta forma, en el departamento del Tolima, se abordaron temas como la orga-
nización y el territorio, la agroecología, la soberanía alimentaria y los derechos in-
dígenas y campesinos.

Para esta entrega, correspondiente al curso virtual desarrollado en Santander, las 
sesiones giraron en torno a temas como la historia de la explotación de los hidrocar-
buros y los procesos de movilización social en el Magdalena Medio, los impactos de la 
actividad extractiva, el avance del fracking en Colombia y algunos de los mecanismos 
socio jurídicos de defensa territorial.

A través de la presente cartilla de Herramientas para la Defensa del Territorio –San-
tander, se comparte una compilación de las ponencias presentadas en desarrollo 
del curso virtual por los y las talleristas invitadas, que en un lenguaje sencillo hacen 
una exposición de las ideas centrales que fueron abordadas durante la sesión, para 
que sirva como refuerzo e instrumento de consulta por parte de los participantes y la 
comunidad en general.

Programa Socioambiental de la Corporación Podion
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Contratación petrolera en Colombia durante 
los siglos XX y XXI

David Uribe Laverde

V arios historiadores que han realizado estudios acerca de las poblaciones que se 
asientan en la ribera del Magdalena que recorre Santander (lo que corresponde 
a los municipios de Puerto Parra, Puerto Wilches y Barrancabermeja, así como 
los que conforman la parte baja de la Cuenca del Río Sogamoso, como Zapatoca, 

Betulia, San Vicente de Chucurí, Sabana de Torres y Barrancabermeja1) establecen que 
la conformación de estos municipios se dio a partir de un interés fundamental: conectar 
las poblaciones que a finales del siglo XIX tenían el poder político y económico en el 
Estado Soberano de Santander. Municipios como Socorro y años después, Bucara-
manga necesitaban aprovechar mejor el río Magdalena, tener un puerto propio y evitar 
así el comercio por el puerto de Mompox.

En esta región se encuentra el pequeño corregimiento de San Vicente de Chucurí, al 
cual, según lo cuenta el profesor Rafael Velásquez (2013), los españoles denominaron 
Barrancas Bermejas, cuando en el Siglo XVI comenzaron a conquistar estas tierras 
los soldados comandados por Gonzalo Jiménez de Quesada y Diego Hernández de 
Gallegos e iniciaron el despojo, sometimiento y exterminio de comunidades originarias 
asentadas en este territorio, en la ribera del Magdalena —antes llamado Yuma—, desde 
los ríos Carare hasta el Sogamoso y a las faldas de la serranía de los Yariguíes.

Hacia la época republicana, luego de las guerras independentistas, se inicia el proce-
so de exterminio sistemático de las comunidades indígenas Yariguíes, bajo el discurso 

1	 Plata Quezada, William Elvis, Hacia un balance de la historiografía regional santandereana (Colombia): los municipios del área del río Sogamoso 
(1930-2017). León, Daniel Alfonso. “Camino a Barrancabermeja: antecedentes del proceso de colonización en San Vicente de Chucurí, 1864-1900”. 
Anuario de Historia Regional y de las Fronteras 17. 2 (2012): 25. Otero Prada, Diego Fernando. Historia de la Fundación de Barrancabermeja y el papel 
del petróleo. Bucaramanga: Corporación Universitaria de Ciencia y Desarrollo, 2015. Ardila, Reinaldo. San Vicente de Chucurí, 1878-1978: pujanza y 
prosperidad de Santander. Bucaramanga: Gráficas El Valle, 1978.
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civilizatorio europeo, y se da la ya mencio-
nada apertura económica, con la creación 
del puerto y la construcción del ferrocarril.

Para inicios del siglo XX a esta región 
se le denominó Serranía de los Cobardes, 
por los soldados liberales que fueron de-
rrotados en aquel conflicto conocido por 
los historiados como La Guerra de los Mil 
Días. Estos soldados, que se refugiaron 
en la serranía, se asentaron para vivir y 
colonizar sus montañas agrestes en el 
corazón de Santander.

Con la Constitución de 1886 las diná-
micas políticas de Colombia sufren pro-
fundos cambios, pues se inicia una dis-
puta entre varias concepciones teóricas 
y filosóficas sobre el funcionamiento del 
Estado, en la que se termina imponiendo 
el pensamiento conservador. En este mo-
mento, conocido como La Regeneración, 
se establece la naciente República de 

Colombia como un Estado centralista y 
presidencialista, concentrando las deci-
siones y el poder político en Bogotá, en 
contra de las ideas liberales, como aquel 
modelo de los Estados Soberanos, don-
de los diferentes departamentos tenían 
poder político autónomo. La Constitución 
de 1886 se impuso desde Bogotá a dife-
rentes Estados, como Cauca, Antioquia y 
Santander, lo que desató varias guerras 
civiles, entre ellas la ya mencionada 
Guerra de los Mil Días, que tuvo lugar a 
comienzos del siglo XX, un conflicto que 
devastó al país y trajo como consecuen-
cia, en 1903, la separación de Panamá, 
auspiciada por los Estados Unidos de 
Norteamérica. Desde ese entonces, con 
el modelo de Estado Centralista, las deci-
siones que se imparten desde Bogotá se 
imponen sobre los territorios. Decisiones 
muchas veces tomadas a conveniencia de 
los intereses de grandes capitales aliados 
de políticos con poder en el Congreso y 
cercanos al poder ejecutivo.

Mapa Municipios del Magdalena Medio Colombiano.
Fuente: www.opi.org.co

Constitución Política de 1886.
Fuente: enciclopedia.banrepcultural.org
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Es así como en 1905 se establecieron 
normas, decretos y leyes que permitieron 
al Estado colombiano conceder parte del 
territorio nacional para que un particular 
o una empresa pudiera explotarlo con el 
propósito de generar ingresos en forma 
de regalías o impuestos, aun a costa de 
la destrucción de la naturaleza. Y todo 
esto bajo formas contractuales que lo 
permitieron y normalizaron. Dentro de las 
primeras cesiones de territorio otorgadas 
por el estado Colombiano para la explo-
tación de petróleo, se encuentra la región 
del Magdalena Medio, que históricamente 
ha estado marcada por la industria de 
hidrocarburos, en una dinámica que 
ya cumple más de un siglo instalada 
allí, afectando todos los aspectos de la 
vida de las comunidades.

CONTRATO DE CONCESIÓN ARCAICO 
(1886-1974):

Concesión Barco y De Mares

La ausencia de una regulación espe-
cífica en Colombia para la explotación 
petrolera hasta inicios del siglo XX se 
explica por la falta de interés y la inca-
pacidad técnica para explotar y refinar 
los hidrocarburos. La actividad petrolera 
comercial en el país inició propiamente 
cuando la Tropical Oil Company (TROCO) 
logró hacerse al Campo Infantas, ubicado 
en la desembocadura del río Oponcito 
sobre el río La Colorada. Allí estableció, 
en 1918, los pozos Infantas 2 y 3.

Con el potencial de producción de 
hidrocarburos descubierto en el campo 
Infantas y luego en el campo La Cira, se 
decide construir infraestructura asociada 
para el transporte de este petróleo, con 
el fin de incursionar en los mercados 
mundiales. Para ello, se construirá un 
oleoducto desde los campos petroleros 
hasta el puerto de Barrancabermeja y 
posteriormente, hasta Cartagena.

El Campo Infantas hace parte de la 
denominada Concesión de Mares que, 
junto a la Concesión Barco, inauguraron 
el modelo de contrato de concesión en 
Colombia. Ambas concesiones fueron 
otorgadas durante el gobierno del General 
Rafael Reyes, en cuyo mandato se adoptó 
el Decreto Reglamentario 34, registrado 
después como Ley 06 de 1905, que auto-
rizó al presidente a otorgar privilegios para 
la explotación de recursos naturales sin 
necesidad de licitación pública ni aproba-
ción del Congreso. Tal como está escrito, 
el Decreto daba facultades:

“para otorgar privilegios en la construc-
ción de canales, explotación del lecho de 
los ríos y canteras, depósitos de asfalto y 
aceites minerales… los contratos que el 
poder ejecutivo celebre en virtud de las au-
torizaciones que este Decreto le confieren, 

Antigua refinería de la Troco. Barrancabermeja, 1934.
Fuente: http://www.revistacredencial.com/

Barco transportador del oleoducto de la Andian. 1930
Fuente: http://www.revistacredencial.com/
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no necesitan de la formalidad de licitación 
pública ni de posterior aprobación del 
Cuerpo Legislativo”.

Ley 06 de 1905.

Estas concesiones establecieron uno 
de los rasgos característicos de la política 
petrolera colombiana hasta nuestros días: 
La persecución de Renta Absoluta. En 
esta dinámica el Estado no contempla 
la formulación de una política energética 
autónoma, ni la transformación del pe-
tróleo en productos industriales, que le 
permitan generar valor agregado (renta 
diferencial) y apalancar los procesos 
industriales, sino que cumple un papel 
de intermediario entre los recursos 
naturales y las empresas extranjeras, 
persiguiendo obtener ganancias inme-
diatas, fruto de la venta de productos sin 
valor agregado y limitando su actividad “a 
recibir la cuota que le corresponde de los 
campos nuevos para exportar el crudo de 
mejor calidad al mercado internacional” 
(Lopera, 1999, P. 24).

Bajo esa filosofía y con una amplísima 
discrecionalidad, el 16 de octubre y el 28 
de noviembre de 1905 se suscribieron 
contratos de concesión con Virgilio Barco 
M. y Roberto de Mares, respectivamente. 
La Concesión Barco comprendió un área 
de 186.805 hectáreas en la región del 
Catatumbo, zona limítrofe con Venezuela, 
mientras que la Concesión de Mares eng-
lobó 512.000 hectáreas en la actual región 
del Magdalena Medio santandereano, lo 
que hoy serían los municipios de Barran-
cabermeja, la parte baja de San Vicente 
de Chucurí y El Carmen de Chucurí, el 
bajo Simacota, Puerto Parra y Cimitarra.

Cápsula de historia

La Concesión De Mares ve la luz el 7 de 
marzo de 1906, cuando se publica en el 
Diario Oficial con el número 12589; el 14 
de junio de 1916 se firma el Acta de San Vi-
cente de Chucurí, por el cual se da testimo-
nio ante el inspector de Barrancabermeja 
de que se están adelantando los trabajos 
de extracción de hidrocarburos cerca al 
río La Colorada y el 23 de agosto de 1919 

se aprobó el traspaso de la concesión a 
la TROCO, meses después fue comprada 
por la Standar Oil NJ por medio de una 
empresa canadiense, la International 
Petroleum co de Canadá. El área de la con-
cesión de Mares fue de 512 000 hectáreas. 
Hernán Vázquez — La Historia del 
Petróleo en Colombia.

Las cláusulas de ambos contratos evi-
dencian que la concesión fue hecha a la 
medida de los intereses privados, como 
lo demuestra el reducido porcentaje de 
regalías (15% del producto neto de toda 
la producción), el extenso tiempo de la 
concesión (Barco: 50 años, De Mares: 
30 años) y la exención de impuestos de 
importación. Dichos contratos obligaban 
a los concesionarios a comenzar trabajos 
en un tiempo determinado, a destinar ca-
pital a la extracción y refinación del crudo 
y a destinar petróleo al consumo del país 
a un precio competitivo.

Si bien estas concesiones se adjudica-
ron inicialmente a ciudadanos colombia-
nos, fue una práctica recurrente que estos 
posteriormente cedieran sus derechos 
a compañías extranjeras de grandes 
capitales. Para el caso de la Concesión 
de Mares, el 25 de agosto de 1919 se 
aprobó la cesión de derechos a favor 
de la Tropical Oil Company —Troco—, 
adquirida meses después por la Standard 

Tuberías para la construcción del oleoducto 
Barrancabermeja – Cartagena, entre 1923 – 1926.
Fuente: repositorio.utb.edu.co
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Oil de New Jersey, cuyos capitales, archi-
vos e historia reposan hoy en la gigante 
petrolera Exxon Mobil.

Es así como en 1921 ya se habían 
instalado unos alambiques desde Talara2 
para procesar cerca de 1.500 barriles al 
día y obtener 4 subproductos del petróleo. 
La refinería en Barrancabermeja, en su 
momento propiedad de la TROCO, entró 
en operación el 28 de febrero de 1928, 
después de construido el oleoducto entre 
Infantas y Barrancabermeja. La capacidad 
de la refinería pasó de 1.700 barriles por 
día en 1922 a 22.000 por día en 1941.

La Standard Oil NJ requería ahora, ade-
más de la explotación y refinación del cru-
do, el transporte para su exportación. Para 
ello, creó en Canadá una empresa que 
cumpliera esta función, llamada Andian 
National Corporation Ltda.. Esto, con el 
propósito de que el transporte del petróleo 
o sus derivados a través de un oleoducto 
no dependiera de la Tropical, pues esta 
empresa revertiría al Estado colombiano 
en treinta años. De esta forma, de con-
tinuar la actividad comercial y al tratarse 
de una empresa distinta, la explotación 
continuaría en manos de la Standar Oil NJ, 
nos comenta Hernando Vázquez (2012).

La geología de los municipios como Ba-
rrancabermeja, San Vicente de Chucurí, El 
Carmen de Chucurí y los municipios que 
hacían parte de la Concesión de Mares, 
es decir, los campos petroleros como 
La Cira, Infantas, Aguas Blancas, San 
Luis, fue estudiada y dimensionada por 
geólogos e ingenieros estadounidenses 
o canadienses. Esa información aún la 
conservan ellos. Podemos afirmar que los 
pioneros en los estudios del subsuelo del 
Magdalena Medio santandereano fueron 
extranjeros y hoy tienen un conocimiento 
de la realidad y el potencial de hidrocar-
buros que se encuentran en este territorio.

2	 Talara: provincia peruana donde se abrió la primera refinería de 
petróleo de ese país hacia el año de 1917.

Inicios de la regulación petrolera

La Ley 120 de 19193, que derogó el Có-
digo Fiscal de 1887, fue la primera ley que 
definió los hidrocarburos4 y los reguló de 
manera expresa e independiente. Declaró 
bienes fiscales del Estado los yacimien-
tos de petróleo ubicados en terrenos 
baldíos o en terrenos adjudicados con 
posterioridad al 28 de octubre de 1873, 
sin desmedro de los derechos adquiridos 
que, como ya se dijo, es una constante en 
todos los tránsitos normativos.

Dentro de su contenido resalta el Artí-
culo 2°, que dividió el país en tres zonas, 
de acuerdo con su proximidad a las orillas 
del mar, cada una de las cuales pagaba un 
impuesto diferenciado de exportación del 
petróleo; el Artículo 3°, que creó el impues-
to o canon superficiario que gravaba a los 
yacimientos situados en terrenos baldíos; 
y el Artículo 9°, que declaró de utilidad pú-
blica la explotación de hidrocarburos y la 
construcción de oleoductos, favoreciendo 
la constitución de servidumbres.

Esta norma no trae ninguna disposi-
ción relacionada con el medioambiente. 
El único condicionamiento a la explota-
ción figura en el Artículo 26, que la sujeta 
al cumplimiento de los reglamentos que 
expida el Gobierno para “garantizar la 
seguridad pública y privada, la salud y 
vida de los trabajadores empleados en 
ellas, y la debida fiscalización de las ope-
raciones” (Ley 120 de 1919).

Bajo el Gobierno de Olaya Herrera se 
expide la Ley 37 de 1931 o Ley de Petró-
leos, que reafirmó la mayoría de los fun-
damentos de la Ley 120 de 1919, a la cual 
derogó, pero aumentó el nivel de detalle y 
profundidad de la reglamentación. Dicha 
Ley mantuvo la distinción entre predios 
privados, donde se reconocía y respeta-
ban derechos de propiedad privada sobre 
el petróleo y los predios baldíos, cuyos 

3	 “Sobre yacimientos o depósitos de hidrocarburos”.

4	 Artículo. 1. Para los efectos de la presente Ley, bajo la denominación 
de hidrocarburos se comprende todas las formaciones subterráneas 
de aceites minerales, como petróleo de cualquier clase, los gases na-
turales desprendidos de estas mismas formaciones, betunes, asfaltos, 
ceras y resinas fósiles.
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yacimientos se reservaban a la Nación. A 
la declaración de utilidad pública de la 
explotación petrolera se añadió abierta-
mente la expropiación administrativa.

Como novedades, el Artículo 6° de esta 
Ley de Petróleos reglamentó la prefe-
rencia de los trabajadores colombianos 
sobre los extranjeros en la contratación de 
personal; el Artículo 11° obligó a quienes 
emprendieran la exploración o explota-
ción de petróleo a constituir un depósito 
o crédito como garantía financiera para 
el cumplimiento de sus obligaciones; el 
Artículo 18 definió un plazo de exploración 
de 6 años y de explotación de 30 años, 
prorrogable por 10 años más; y el Artículo 
31 reafirmó la regalía como la principal 
contraprestación a favor del Estado, pago 
en especie o en dinero, en un rango del 
2% al 10% del producto bruto explotado.

El diseño contractual de la Ley 37 
de 1931 implicó el arribo al país de las 
principales compañías petroleras a nivel 
mundial. Resalta la Concesión Yondó (An-
tioquia), otorgada en 1938 a la petrolera 
holandesa Shell, en la que se descubre el 
Campo Casabe, que inició la exportación 
de crudo en 1945. A esta misma compa-
ñía le fueron adjudicadas la Concesión 
Cantagallo (Antioquia y Bolívar) en 1943, 
San Pablo y Cristalina (Magdalena Medio) 
en 1950 y Yariguí en 1955. Igualmente, 
en 1944 la compañía Texas Petroleum 
Company (Texaco) se hizo a la Concesión 

Tetuán, ubicada en el municipio de Ortega 
(Tolima), cuyo primer pozo productor se 
perforó en febrero de 19505. Esta última 
concesión pasó a responsabilidad del 
Estado colombiano en 1984 y hoy los 
campos son operados por HOCOL.

El 9 de abril de 1948, con ocasión del 
asesinato de Jorge Eliécer Gaitán, en Ba-
rrancabermeja se constituye un Gobierno 
Popular durante 9 días, conocido como 
la Comuna de Barrancabermeja. A finales 
de ese convulso año, los obreros de la 
TROCO realizaron una huelga exigiendo 
la creación de una empresa colombiana 
que asumiera las actividades que se 
desarrollaban en la refinería de Barranca-
bermeja y en los campos pertenecientes a 
la Concesión de Mares.

El resultado de la huelga fue la pro-
mulgación de la Ley 165 de 1948, cuyo 
Artículo 1° promovió la organización de 
una Empresa Colombiana de Petróleos 
que tomara a su cargo la explotación pe-
trolífera de la Concesión de Mares, lo que 
derivó en el Decreto 030 de 1951, que creó 
a Ecopetrol como empresa estatal, año en 
que se suscribiría el acta de reversión de 
la Concesión de Mares. Para entonces, 
se habían perforado 1386 pozos, de los 
cuales 1036 estaban en producción con 
una capacidad de 37.500 barriles6.

Posteriormente, el Congreso de la Repú-
blica, mediante la Ley 18 de 1952, facultó al 
Gobierno para compilar las disposiciones 

5	 La Historia del Petróleo en Colombia

6	 Ibid., Pág. 104. 

Construcción de la plataforma de instrumentos. Muestra 
sísmica en la concesión Yondó, características típicas de 
la exploración, 1942.
Fuente: http://www.revistacredencial.com/

Obreros petroleros dan comienzo a las primeras huelgas.
Fuente: http://www.revistacredencial.com/
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legales y reglamentarias sobre petróleos, 
con el fin de configurar un Código de 
Petróleos, el cual vería luz a través del 
Decreto Extraordinario 1056 de 1953. Por 
su naturaleza compilatoria, el Código no 
derogó ninguna de las disposiciones que 
incorporó, entre ellas la Ley 37 de 1931.

El Código está dividido en dos partes, 
una con disposiciones legales y otra con 
disposiciones reglamentarias. En los ca-
pítulos III y IV de la primera parte regula 
el denominado “Contrato de Exploración 
y Explotación”, señalando que estas dos 
actividades se pactarán en un mismo 
contrato. La Ley 10 de 1961 modificó el 
Código de Petróleos, aumentando las re-
galías7 y reduciendo el período de explora-
ción y la extensión del área a concesionar:

Abolición del régimen de concesión

El 11 de diciembre de 1969 se promulga 
la Ley 20, con el objetivo de que la Na-
ción recobre la totalidad de su dominio 
sobre las minas y los yacimientos de 
hidrocarburos. A partir de esta fecha todo 
yacimiento no descubierto se entiende 
de propiedad pública.

El Artículo 1° de la Ley condicionó el 
entendimiento de los “derechos adquiri-
dos” por particulares sobre el subsuelo. 
De acuerdo con la interpretación que el 
Consejo de Estado hiciera de la Ley8, el 
derecho sobre el subsuelo de quienes 

7	 El Artículo 13 define que todo concesionario de exploración y explotación 
de petróleos de propiedad nacional deberá pagar al gobierno en especie o 
dinero una participación (regalía) equivalente al 11.5% del producto bruto 
explotado en zonas situadas al este y sureste de la cima de la Cordillera 
Oriental y al 14.5% en el resto del territorio nacional. 

8	 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, Sentencia del 28 de enero de 1971. MP. Alfonso Castilla Saíz. 

ostentaban la propiedad sobre la super-
ficie, incluso con anterioridad a 1873, era 
en realidad una mera expectativa, anulada 
por la Ley 20 de 1969, a menos que dicha 
expectativa se hubiera convertido en “si-
tuaciones jurídicas subjetivas y concretas 
debidamente perfeccionadas y vinculadas 
a yacimientos descubiertos”9, en virtud de 
un título de adjudicación, una sentencia 
definitiva o una declaración administrativa 
conforme al Código de Petróleos.

A su turno, a través del Artículo 12 se 
creó el sistema contractual de asocia-
ción, señalando que el Gobierno “podrá 
declarar de reserva nacional cualquier 
área petrolífera del país y aportarla, sin su-
jeción al régimen ordinario de contratación 
y de licitación, a la Empresa Colombiana 
de Petróleos para que la explore, explote 
y administre directamente o en asociación 
con el capital público o privado nacional 
o extranjero”. Así, a pesar de la creación 
de Ecopetrol en 1951, solo hasta 1969 la 
empresa estatal pudo hacer exploracio-
nes por cuenta propia.

No obstante, el contrato de asociación 
se mantuvo inoperante hasta después 
de la crisis del petróleo de 1973, año en 
que solo se perforaron 19 pozos explo-
ratorios y Colombia pasó de exportar a 
importar crudo10. El incremento de los 
precios afectó seriamente la balanza de 
pagos y la reacción del Gobierno fue la 
promulgación del Decreto Legislativo 
2310 de 197411, según el cual la explora-
ción y explotación de hidrocarburos, con 
excepción de los contratos de concesión 
vigentes, estaría a cargo de Ecopetrol, 
directamente o por medio de asociación, 
operación, de servicios o de cualquier 
otra naturaleza, celebrados con personas 
nacionales o extranjeras.

9	 Ley 20 de 1969, Artículo. 1.

10	 En ocasión a esta referencia histórica se recomienda ver ¿ES 
ATRACTIVA LA CONTRATACIÓN PETROLERA PARA LA INVERSIÓN 
PRIVADA EN COLOMBIA?. 

11	 Por el cual se dictan normas sobre abolición del régimen de concesio-
nes en materia de hidrocarburos y se adiciona el Artículo 58 al Decreto 
2053 de 1974.

Decreto 1056/53 Ley 10/61

Extensión territorial
Desde 5.000 Ha

Hasta 50.000 Ha

Desde 3.000 Ha

Hasta 25.000 Ha 
(100.000 Ha en Llanos 
Orientales)

Tiempo de exploración

Inicial 5 años

Prórroga extraordinaria 
3 años

Prórroga ordinaria 3 años

Inicial 3 años

Prórroga 3 años

(4 y 4 años en Llanos 
Orientales)

Ha: Símbolo de Hectáreas



PROGRAMA SOCIOAMBIENTAL Corporación Podion

14 Herramientas para la Defensa del Territorio - Santander

Esta norma fue reglamentada por el De-
creto 743 de 1975, que estableció que los 
contratos de asociación quedaban some-
tidos al derecho privado, con aprobación 
del Ministerio de Minas.

Naturaleza jurídica del contrato de 
asociación

De acuerdo con Barrios Giraldo (2005), 
el contrato de asociación colombiano “es 
una alianza estratégica (joint venture) 
contractual, en la cual Ecopetrol es socio 
de una compañía petrolera (o un consorcio 
de compañías) para explorar y desarrollar 
yacimientos de hidrocarburos, y distribuir 
la producción después del pago de regalías. 
En términos generales, la compañía aso-
ciada asume el 100% del riesgo explorato-
rio y los costos de exploración, y Ecopetrol 
comparte costos pasados y futuros una vez 
el descubrimiento es declarado comercial. 
El contrato se rige por la legislación pri-
vada, y no tiene ring fence (la compañía 
puede sumar y restar las ganancias en un 
proyecto con las pérdidas en otro)”.

Otros autores como Cardona (2005) 
clasifican la asociación como un Contrato 
de Distribución de la Producción (CDP), 
es decir, un acuerdo en el que la compañía 
petrolera extranjera actúa como contra-
tista del Gobierno o la empresa petrolera 
estatal. Esto significa que del contrato no 
surgen derechos reales o de propiedad 
sobre el área contratada (a diferencia del 
contrato de concesión), sino derechos 
personales, siendo el principal recibir 
cierta parte de la producción como pago 
en especie por los riesgos exploratorios 
asumidos y los servicios prestados si hay 
un descubrimiento comerciable. En este 
sentido, el contratista tiene un derecho 
contractual pero no de propiedad sobre 
el petróleo extraído.

En el CDP la gerencia del proyecto recae 
sobre la empresa estatal, a diferencia de 
la concesión, donde es el concesionario 
quien tiene pleno control de la operación, 
y el contratista, “al ser el exclusivo ejecutor 
de las operaciones, es responsable ante 
esta [empresa estatal] de dicha ejecución 
con su propio capital, tecnología, equipos 

y mano de obra a su propio riesgo y el cos-
to será reembolsado con la producción”. 
La parte de crudo que se usa para el 
reembolso de esos costos se denomina 
“petróleo de costo” y su método de 
cálculo en Colombia ha sido modificado 
en cuatro ocasiones.

CONTRATACIÓN MODERNA 
(2003-Actualidad)

Retroceso al viejo contrato de 
concesión

En 1999 el Gobierno anunció la “Nueva 
Política Petrolera”, que buscaba “mejorar 
el rango de competitividad internacional 
y atraer la esquiva inversión privada de 
riesgo para el desarrollo futuro del sector 
de petróleos”12. Esta orientación llevó a ex-
pedir el Decreto 1760 de 2003, que creó 
la Agencia Nacional de Hidrocarburos 
(ANH), a la cual le fueron asignadas las 
labores de administración y regulación 
de las reservas de hidrocarburos, rele-
gando a Ecopetrol las responsabilidades 
empresariales bajo la figura de Empresa 
Comercial del Estado, compitiendo en 
igualdad de condiciones con las demás 
compañías del sector13. En este escena-
rio, a cargo de Ecopetrol quedan todas 
las áreas que tenía bajo operación directa 
y los contratos de asociación firmados 
hasta diciembre 31 de 2003. Entre tanto, 
la ANH desempeñará el papel de adminis-
trador del subsuelo colombiano.

El Artículo 5.3 del Decreto 1760 otorga a 
la ANH la función de “diseñar, promover, 
negociar, celebrar, hacer seguimiento y 
administrar los nuevos contratos de explo-
ración y explotación de hidrocarburos”, en 
armonía con el Artículo 76 de la Ley 80 de 
1993, según el cual este tipo de contratos 
no se rigen por el estatuto de contratación 
general sino por la legislación especial 
que les es aplicable.

12	 Ecopetrol. Citado en CONSIDERACIONES EN TORNO A LA 
NATURALEZA JURÍDICA DEL NUEVO CONTRATO PARA EXPLORAR Y 
EXPLOTAR PETRÓLEO EN COLOMBIA – ORIGEN Y ANTECEDENTES.

13	 Ecopetrol mantuvo todas las áreas que tenía bajo operación directa y 
los contratos de asociación firmados hasta 31 de diciembre de 2003.
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Así, a partir del año 2004, el Estado 
colombiano implementa dos modelos de 
contratación para la concesión de los ya-
cimientos de hidrocarburos; uno principal, 
el Contrato de Exploración y Producción 
(E&P), y otro accesorio, el Contrato de 
Evaluación Técnica —TEA—, actualmente 
regulados por el Acuerdo 04 de 2012 y el 
Anexo del Acuerdo 02 de 2017.

Contrato de Exploración y 
Producción E&P

Este modelo aplica para los contratos que 
se suscriben como resultado de un proceso 
de asignación directa. En los casos de los 
procesos competitivos, el contrato que se 
suscribe es el que se publica y hace parte 
de los Términos de Referencia.

Mediante el contrato de E&P se otorga al 
contratista el derecho a explorar el área 
contratada y a producir los hidrocar-
buros convencionales de propiedad del 
Estado que se descubran dentro de dicha 
área. El contratista tendrá derecho a la 
parte de la producción de los Hidrocar-
buros que le correspondan, provenientes 
del área contratada.

Contrato de Evaluación Técnica (TEA)

Aplica para áreas libres y áreas especiales, 
en algunos casos, cuando así se disponga 
en los Términos de Referencia, para pro-
cesos competitivos o contratación directa.

Su objetivo principal es evaluar el poten-
cial hidrocarburífero de un área e identi-
ficar prospectos para celebrar un eventual 
contrato de E&P sobre una porción o la 
totalidad del área contratada.

Otro cambio fundamental en esta nor-
mativa fue la adopción del nuevo contrato 
de regalías, impuestos y derechos, que 
reemplazó el contrato de asociación. Este 
modelo contempla tres (3) etapas diferen-
tes y separadas: exploración, evaluación y 
explotación, cuya duración está alineada 
con los estándares internacionales y 
genera una participación para el Estado 
entre el 50% y 60% según la ANH.

El nuevo modelo de contratación es más 
bien un retroceso, repite el antiguo con-
trato de concesión, claramente favorable 
a los intereses de poderes económicos 
extranjeros en detrimento del Estado y el 
territorio. Basta recordar las palabras de 
Armando Zamora, primer director de la 
ANH y coordinador de dicha estrategia: “el 
Estado no debe realizar inversión alguna, 
debe ser un recaudador de la regalía y los 
impuestos, debe hacer seguimiento de la 
ejecución del contrato y debe tener una mí-
nima participación en la producción, para 
efectos de sostenimiento de la Agencia”14,

14	 Ibíd. 
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Contratos para explotación petrolera ente 1905 - 2020

15	 http://www.eiticolombia.gov.co/es/informes-eiti/informe-2077/participacion-estatal-ecopetrol/contratos-vigentes/

Tipo de Contrato Nombre del Bloque o contrato y año Lugar (municipio y departamento)

Concesión
(1905-1969):

Concesión de Mares

Concesiones Casabe, en lo que hoy es Yondó 
en Antioquia, sobre 1936, a la petrolera holan-
desa Shell.

Cantagallo sobre 1943

San Pablo y Cristalina en 1950 y

Campo Provincia Yariguí sobre 1955.

TEXACO en 1944 obtuvo la concesión Tetuán 
en Ortega Tolima,

Barrancabermeja, San Vicente de Chucurí, El 
Carmen de Chucurí y Simacota en Santander 

Yondó, Antioquia.

Cantagallo, Bolívar.

San Pablo, Bolívar.

Sabana de Torres, Santander.

Sabana de Torres, Santander.

Ortega, Tolima.

Asociación
(1969 -2003)

49 contratos de asociación vigentes tiene 
Ecopetrol en el 202015

Entre ellos: Asociación Teca, Nare y Cocorná, 
Caño Limón, Cusiana

Concesión Moderna desde 2003

Contrato de Exploración y Producción E&P

VMM 37 (Ronda 2010)

VMM9 (Ronda 2014)

VMM3 (Mini Ronda 2008)

VMM2 (Mini ronda 2008)

La Loma (contratación directa 12/11/2004)

Puerto Wilches, Santander

Cimitarra, Santander

San Alberto y San Martín, Cesar, y Puerto 
Wilches, Santander.

San Alberto y San Martín, Cesar, y Puerto 
Wilches, Santander.

La Jagua de Ibirico y Chiriguana en el Cesar

Contrato de Evaluación Técnica (TEA)

Fuente: https://www.larepublica.co/economia/los-hitos-de-los-100-anos-de-extraccion-de-petroleo-en-colombia-2717278
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LA INDUSTRIA PETROLERA EN COLOMBIA

1903
Primeras reglamentaciones en 
materia petrolera en el gobierno 
de Rafael Reyes

1983
Caño Limón se constituye en el 
principal descubrimiento de crudo, 
bajo el contrato de asociación. Fue 
realizado por la OXY

2006
Se expide la Ley 1118 que da vía 
libre al proceso de capitalización 
de Ecopetrol

2007
Se hacen las primeras rondas de 
emisión de acciones

2008
Ecopetrol ingresa a la Bolsa de 
Valores de Nueva York

2009
La demanda global de petróleo 
crudo alcanzó 84 millones de 
barriles de petróleo diarios

2011
Se constituye el Sistema general 
de Regalías

2013
Colombia alcanza una producción 
de un millón de barriles de 
petróleo diarios

2014
Los precios internacionales del 
petróleo caen en más del 50%

2015
El petróleo alcanza su valor más 
bajo desde 2009

2016
Producción del petróleo en el país 
cayó 12%

2017
Los precios internacionales de 
petróleo superan los US$60

2018
Ecopetrol inicia nueva etapa de 
crecimiento de reservas de 
producción

1985
Colombia reinicia las 
exportaciones de petróleo

1987
Reforma Tributaria amplía regalías 
a 20%

1989
Se descubre el campo Cussiana,
en Casanare

1994
El CIIP cambia su nombre por 
Asociación Colombiana del 
Petróleo (ACP)

1905
Promulgación del Decreto No. 34, 
que facilitó al poder ejecutivo para 
otorgar concesiones petroleras

1918
Hallazgo de crudo en el pozo 
Infantas 2

1931
Se expidió la Ley 37 o ‘Ley del 
petróleo’ durante el gobierno de 
Enrique Olaya Herrera.

1965
Nace el CIIP (Centro de Información 
de la Industria Petrolera)

1969
Gobierno promulga Ley 20/69 
donde reitera la propiedad del 
Estado sobre el subsuelo

Se inaugura el Oleoducto 
Transandino

2003
Se divide Ecopetrol (Decreto 1760) 
y nace la Agencia Nacional de 
Hidrocarburos (ANH)

El promedio de precio del crudo 
llegó a US$33,51

2005
El crudo alcanza el precio más alto 
de su historia: US$145,29

1973
Se inician las importaciones de 
petróleo en el país.

Opep sube el precio del petróleo 
de US$5,09 a US$11,65

1986
Derrumbe del precio del barril
de petróleo

Se inicia la operación el Oleoducto 
Caño Limón - Coveñas

1992
Inicia operaciónes el Oleoducto
de Colombia

Descubrimiento del campo 
Cupiagua, en el piedemonte 
llanero

1997
Empieza la operación del 
Oleoducto Central OCENSA

Reservas llegan a los 2.650 
millones de barriles

1974
Se expide el Decreto de ley 2310 
de 1974, que creó las bases del 
contrato de asociación

Ecopetrol inicia su plan de 
expansión adquiriendo los campos 
de Shell Cóndor y la Refinería 
Cartegena

1975
Shell entrega su explotación en el 
campo de Casabe, Anquioquia

Auge de la exploración en los 
Llanos orientales

Colpet vende a Ecopetrol el 49% 
de sus acciones pertenecientes a 
Texas. En 1971 había adquirido las 
de Mobil

Fuente:https://www.larepublica.co/economia/los-hitos-de-los-100-anos-de-extraccion-de-petroleo-en-colombia-2717278
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Manuel Vega Vargas

Explotación petrolera y movilización social 
en el Magdalena Medio: Lecciones sobre la 

necesidad de unirnos

E l siglo XX trajo consigo el predominio de un nuevo recurso energético, el pe-
tróleo, el cual en los años siguientes movería barcos, aviones y automóviles, 
dándole mayor alcance y velocidad a una economía global que se expandió, con 
todas sus consecuencias, a todo el planeta. Este recurso no solo aceleró la vida 

de las sociedades, sino que, debido a su extracción, transformación, comercialización y 
consumo, produjo dinámicas económicas, cambios territoriales, conflictos sociales, 
guerras y daños ambientales sin precedentes en toda la historia del planeta y de la 
humanidad. La importancia que tuvo este recurso para el desarrollo del capitalismo, 
así como la rentabilidad que producía para las economías nacionales, llevó a que los 
Estados priorizaran su extracción en beneficio de empresas, imperios y dinámicas de la 
economía internacional, dejando de lado las necesidades, derechos y expectativas de 
las personas que habitan el territorio a nivel local y regional en los países productores.

Lo interesante es que, ante todas estas situaciones, las sociedades no se quedaron 
quietas ni pasivas. En distintos lugares del mundo donde tenía lugar la economía del 
petróleo los trabajadores, los campesinos, las poblaciones de los grupos étnicos y la 
sociedad en general se organizó y movilizó para tratar de evitar o mitigar los daños 
que producía la actividad extractiva, así como para reclamar acciones a las empresas y 
Estados frente a los perjuicios ocasionados por el petróleo.

Colombia no fue la excepción. A lo largo del siglo XX y hasta hoy, las comunidades 
que habitan en los territorios donde hay explotación petrolera, así como los trabajadores 
del sector, se han organizado y movilizado para hacer frente a los problemas que están 
asociados a esta actividad. Esos procesos sociales de organización y lucha no fueron 
sencillos y aunque a veces pareciera que las empresas, los ejércitos y los estados son 
invencibles, en varios momentos de nuestra historia y en distintos lugares de nuestra 
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geografía, las comunidades han logrado 
victorias, unas más grandes y otras más 
pequeñas, pero todas importantes. Se 
trata de casos de éxito, que han signifi-
cado para muchos su posibilidad de per-
vivencia en el territorio, la protección del 
medioambiente, la reparación por afecta-
ciones socioeconómicas, la reivindicación 
de derechos laborales y de trabajo digno, 
la detención de nuevos proyectos y pozos, 
la compensación por afectaciones, o 
bien, acciones de reparación por hechos 
de violencia ligados al extractivismo y 
ocurridos en el pasado.

Uno podría mirar esas luchas y victorias 
del pasado con nostalgia, usando la frase 
“todo tiempo pasado fue mejor” y sabiendo 
que el presente y el futuro hoy no son muy 
esperanzadores, pero eso no tiene mucho 
sentido. Es más útil si recordamos las lu-
chas y movilizaciones del pasado con el 
propósito de encontrarles utilidad en el 
presente. Por ejemplo, podemos recordar 
las luchas obreras y sindicales de los años 
veinte y treinta del siglo XX como fuente 
de inspiración y motivación para entender 
que hoy, como en el pasado, solamente 
juntos, organizados y articulados, pode-
mos ganar algunas batallas. También po-
demos echar una mirada al pasado para 

entender que fueron hombres y mujeres, 
campesinos y trabajadores, personas 
comunes y corrientes, humanas, con 
imperfecciones y defectos, quienes 
lograron transformaciones de distinto ni-
vel ante las realidades problemáticas de la 
actividad petrolera; pero — ¡ojo! — siem-
pre trabajando en colectivo. O también 
podemos ir al pasado para no repetir los 
errores de nuestros antepasados, corre-
girlos y avanzar creativamente en nuevas 
formas de enfrentar estos problemas hoy.

El propósito de este documento es, pre-
cisamente, invitarlos a explorar el pasado 
de la movilización social y las luchas del 
pueblo en la región del Magdalena Medio 
para tratar de recuperar el legado de los 
que lucharon antes y reconocer la impor-
tancia de organizarnos y actuar colecti-
vamente. Al ver lo que otros han vivido, 
podremos entender que en los procesos 
sociales todas las personas somos im-
portantes y todas podemos contribuir.

Con este propósito general se abordarán 
en este documento los siguientes temas:

1.	 El contexto histórico de la movilización 
social en el Magdalena Medio.

2.	 Las primeras formas de organiza-
ción y movilización social frente a la 
actividad petrolera.

3.	 El desarrollo del movimiento social en 
la región durante los siglos XX y XXI.

4.	 Un balance de la historia del movi-
miento social en el Magdalena Medio.

5.	 El contexto histórico de la movilización 
social en el Magdalena Medio.

1. El contexto histórico de la movilización 
social en el Magdalena Medio.

Comenzando el siglo XX el mundo se 
enfrentó a dos guerras mundiales (Prime-
ra: 1914-1919 y Segunda: 1939-1945) y a 
una terrible crisis económica en medio 
de estos dos conflictos, la gran crisis 
mundial de 1929. El motor de las guerras 
fue la competencia imperial, industrial y 
comercial de las potencias europeas y 

Movilización de campesinos en la década de los 70.
Fuente: http://www.anuc.co/
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de Estados Unidos por imponerse como 
dominantes. Precisamente, en algunos 
de estos países se forjaron las principa-
les empresas petroleras como actores 
centrales en la economía del petróleo que 
comenzaba a predominar en el mundo.

Estados Unidos, que desde el siglo XIX 
había mostrado su intención de dominar 
la región de América Central, del Sur y el 
Caribe, logró en 1903 apropiarse indirec-
tamente del Canal de Panamá, al facilitar 
la independencia de ese territorio, que 
había pertenecido a Colombia. En efecto, 
la firma de un tratado les permitiría a sus 
tropas hacer presencia en el nuevo país 
centroamericano durante 100 años. Pero 
el Coloso del Norte no solo quería la zona 
estratégica de Panamá, también tenía 
la intención de sacar fruto de nuestros 
recursos naturales y economía, de modo 
que, sin invadirnos, empresas estadou-
nidenses, como la United Fruit Company 
(UFC), la Tropical Oil Company (TROCO) 
o la misma Bogotá Rail Company, ingre-
saron al país para establecer el negocio 
de la producción bananera, la extracción 
petrolera y la provisión de servicios de 
transporte, respectivamente. Su ingreso 
se vio beneficiado por los gobiernos con-
servadores que mantuvieron una postura 
de servilismo y sumisión al gobierno esta-
dounidense desde el llamado Quinquenio 
del presidente Rafael Reyes (1904-1909) 
hasta 1929, cuando terminó el tristemente 

recordado gobierno de Miguel Abadía 
Méndez, pues bajo su mandato tuvo lugar 
la Masacre de las Bananeras (1928).

El auge de la extracción de petróleo y el 
conocimiento que se tenía desde la colo-
nia sobre la presencia de ese recurso en 
el territorio nacional, hicieron que el Presi-
dente colombiano Rafael Reyes emitiera el 
Decreto 34 de 1905, que le daba faculta-
des al Presidente para otorgar privilegios 
en la construcción de canales, explotación 
del lecho de los ríos y canteras, depósitos 
de asfalto y aceites minerales, con lo que 
entregó en concesión, y sin aprobación 
del Congreso, varios territorios del país a 
empresas particulares. "Es así como el 16 
de octubre de 1905 se otorga al general 
Virgilio Barco, la concesión que lleva su 
nombre; y a Roberto de Mares, de quien 
Reyes era padrino de matrimonio, otra en 
la zona media del río Magdalena cercana 
a Barrancabermeja, el 5 de diciembre del 
mismo año, con lo que se inicia formal-
mente la industria petrolera".16

16	 Tapias Cote, Carlos Guillermo, De la concesión de mares y la tronco hasta 
Ecopetrol, Revista Credecial Historia Nº 266, febrero de 2012. Consultado 
en: https://www.banrepcultural.org/biblioteca-virtual/credencial-historia/
numero-266/de-la-concesion-de-mares-y-la-tronco-hasta-ecopetrol

Fuente: Ecopetrol Primer pozo productor de petróleo del 
país: Pozo Infantas − 1918

Roberto de Mares
Fuente: Historia Naciente Petrolera, Álvaro Serrano Flores

Virgilio Barco (Quien sería el abuelo del presidente 
Virgilio Barco Vargas)
Fuente: enciclopedia.banrepcultural.org
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Ante el reclamo de Estados Unidos, 
que ya le había echado el ojo a los 
yacimientos de petróleo en el país, 
la presidencia del conservador José 
Vicente Concha (1914-1918) accedió a 
la restitución de la concesión De Mares, 
con el fin de alentar entre los senadores 
y petroleros estadounidenses que el 
gobierno norteamericano ratificara el 
tratado Urrutia-Thompson suscrito en el 
gobierno anterior de Carlos E. Restrepo, 
en el cual los Estados Unidos ofrecía una 
compensación de US$25’000.000 como 
reparación material para Colombia por la 
separación de Panamá. En ese momento 
se concedió un plazo de hasta 18 meses 
para llevar a cabo la explotación.

El 15 de junio de 1916 se levantó el acta 
de San Vicente de Chucurí, provincia de 
Zapatoca, Santander, en el sitio deno-
minado “Las Infantas”, en la confluencia 
de los ríos La Colorada y Oponcito. Allí 
“fue practicada una diligencia con el 
fin de declarar solemnemente iniciados 
los trabajos de explotación”. De Mares, 
a pesar de la simulación anterior sobre 
la explotación de petróleo, se ve preci-
sado a ceder la concesión y vendérsela 
a los norteamericanos interesados en 
su adquisición, sacando del camino al 
verdadero descubridor del petróleo, 
José Joaquín Bohórquez.

Al finalizar la Primera Guerra Mundial, 
en 1919, cuando el gobierno de Estados 

Unidos ya tenía claro que su poder en el 
mundo dependía del dominio o control de 
las fuentes del petróleo, estableció con-
tactos con petroleros de Pittsburgh, fun-
dadores de la Tropical Oil Company, filial 
de la Standard Oil de New Jersey de John 
Rockefeller. La parte norteamericana se 
comprometió a lograr el traspaso de la 
concesión De Mares a su nombre y la 
aprobación por el gobierno, adelantando 
100.000 dólares de los 250.000 ofrecidos 
a De Mares, que sería la única suma 
adelantada en realidad, porque el resto 
se pagó con la producción. La Tropical Oil 
emitió un millón de acciones que, confor-
me a lo estipulado en el contrato, 25.000 
fueron para De Mares y sus intermediarios.

Así, en la Notaria Tercera de Bogotá, fue 
firmada el 25 de agosto de 1919 la escritura 
por parte del Ministro de Obras Públicas, 
Camelo Arango, en representación del 
gobierno; Roberto de Mares, en su propio 
nombre y como apoderado de Justo de 
la Espriella y compañía (en liquidación), y 
Marcelino Uribe Arango, como abogado de 
la Tropical Oil Company, otorgándole para 
entregar en Concesión nuestro valioso 
recurso petrolero a la empresa gringa, 
bajo la promesa, como pasa hoy, de que 
con la extracción del petróleo que hiciera 
vendrían ganancias y beneficios para los 
pobladores del Magdalena Medio y de 
todo el país. Pero ello no ocurrió. Solo en 
1922 la Tropical Oil Company − (TROCO) 

José Joaquín Bohórquez (a la izquierda) y Roberto de Mares.
Fuente: Ecopetrol

Así era el medio de transporte para los trabajadores de la 
Tropical Oil Company en Barrancabermeja.
Fuente: Ecopetrol
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inició la producción en el marco de la Con-
cesión de Mares en el Magdalena Medio y 
las primeras consecuencias negativas no 
se hicieron esperar.

2. Primeras formas de organización 
y movilización social frente a la 
actividad petrolera.

Con la llegada de la TROCO a la región 
en 1917 y 1921 hubo algunos intentos de 
huelga de los primeros trabajadores, de-
bido a lo que ya se veía como explotación 
laboral. Pero la falta de coordinación los 
frustró. Sin embargo, apenas inició en 
pleno la actividad petrolera en la región, 
por parte de la TROCO, se produjeron 
las primeras movilizaciones lideradas por 
Raúl Eduardo Mahecha. En el periódico 
El Luchador desde el 11 de mayo de 
1922 se resaltaban los siguientes puntos 
sobre la salud de los obreros, que fueron 
especificados por la ley y resaltando el ab-
soluto abandono que sufrían los mismos 
dentro de la compañía:

“Artículo. 1° No hay habitaciones para 
obreros y las que empiezan a construir son 
para los “yumeicas”17.

Artículo. 2° La alimentación en los campa-
mentos es en general mala.

Artículo. 3° Hay más de 3.000 obreros y 
no existen sino dos médicos. La ley exige 
uno por cada 400. Los medicamentos se 
suministran sin previo examen, especial-
mente en los trabajadores de Infantas, 
Opón y San Luis. ¡Para toda enfermedad 
se suministra quinina, aspirina y yodo, 
salga donde saliere!

Artículo. 4° Este artículo lo cumplen de 
una manera muy curiosa: al trabajador 
que empieza a enfermarse lo despiden 
antes de que se le declare la enfermedad 
para así́  no tener que asistirlo, como la ley 
ordena, ni pagarle las dos mensualidades. 
Los echan sin recursos de ninguna cla-
se, como a los perros.

Artículo. 5° Los médicos inspectores de que 
habla este artículo, no han aparecido”

(citado por Torres Giraldo, 1978, pp. 723-727).

Ante la desatención del gobierno, el 12 
de febrero de 1923, en la clandestinidad, 
se creó la “Unión Obrera” de Barranca-
bermeja. La misma eligió como su primer 
presidente a E. Sánchez Sanmiguel y 
como su primer Secretario General a 
Raúl E. Mahecha, su real constructor, su 
líder indiscutible y poco después, el más 
prestigioso caudillo en las petroleras y 
en toda la extensión del río Magdalena 
(Torres Giraldo, 1978, pp. 723-727). Entre 
los reclamos de los obreros estaban el 
mal estado de los campamentos en donde 
habitaban, la falta de servicios médicos, 
la pésima alimentación que recibían y 
las extenuantes jornadas laborales a las 
que estaban sometidos.

Sin embargo, siguiendo las orientacio-
nes de los gobiernos conservadores de 
aquellos años, la respuesta a la organiza-
ción y movilización de los trabajadores por 

17	 Afrodescendientes de la clase social obrera de Jamaica, traídos para 
remplazar a los obreros colombianos en el trabajo de explotación 
petrolera

Raúl Eduardo Mahecha, líder sindical, fundador del Partido 
Socialista Revolucionario.
Fuente: www.elcronista.co
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parte de la empresa y las autoridades lo-
cales fue la represión y la persecución de 
cualquier intento de protesta en la región. 
Entre tanto, a la compañía extranjera se le 
entregó amplio territorio donde había uno 
o más recursos naturales, los cuales se-
rían explotados sin beneficios para el resto 
de los sectores económicos, pero sí con 
efectos nocivos como la destrucción de 
ecosistemas, la contaminación de fuentes 
hídricas, el aumento de la desigualdad y la 
pérdida de identidad cultural anterior a la 
implantación del enclave petrolero.

El conflicto laboral fue tan agudo que 
desembocó en la huelga de 1924, la 
primera en la historia de la explotación 
petrolera en Colombia a cargo de la re-
cién creada Unión Sindical Obrera (USO). 
Esta tuvo origen en los constantes incum-
plimientos por parte de la TROCO de los 
pactos para poner en práctica medidas 
correctivas a favor de los trabajadores. 
La huelga comenzó con manifestaciones 
en las calles de Barrancabermeja que 
fueron vistas como subversivas e into-
lerables ante los ojos de la compañía y 
del gobierno nacional.

La respuesta a las peticiones de los 
trabajadores fue el uso de la fuerza y a una 
serie de disposiciones lesivas contra los 
obreros, por ejemplo, el despido masivo 
de quienes participaron en la huelga, así 
como su expulsión de la región. Entre los 
desterrados se encontraba Raúl Eduardo 
Mahecha, uno de los más destacados di-
rigentes de la huelga y que por esta razón 
estaría varios meses en prisión. Con la 
Huelga de 1924 quedó claro que el Esta-
do colombiano estaba a favor de la com-
pañía extranjera y daba la espalda a los 
trabajadores nacionales que allí laboraban.

3. El desarrollo del movimiento social 
en la región durante los siglos XX y XXI.

En 1926 el movimiento obrero del sector 
petrolero llevó a cabo nuevas movilizacio-
nes, que incluso se ganaron el apoyo de 
María Cano, la primera mujer líder política 
en Colombia, y encontraron solidaridad 
en varias marchas realizadas en la Plaza 
de Bolívar en Bogotá. Pero la represión 
estatal no se hizo esperar. Más adelante, 
en 1935, se dio un nuevo ascenso de la 
movilización social y el 3 de diciembre el 
Ministro de Industrias, Gerardo Martínez 
Pérez, mandó una comisión a negociar 
con los trabajadores en Barrancabermeja 
para evitar la huelga, pero esta fue inevi-
table. Los 15 puntos de peticiones a la 
empresa incluían temas como el aumento 
del sueldo, atención en salud adecuada, 
mercados públicos, pagos semanales y 
vacaciones, entre otros. La respuesta de 
la Empresa fue acatar los puntos pro-
puestos, conquista que fue una de las 
primeras victorias del movimiento social 
y sindical en el país.

Sin embargo, en 1938 un nuevo movi-
miento social, que exigía el cumplimiento 
de varios puntos conquistados los años 
anteriores, fue reprimido ahora por los 
gobiernos de la República Liberal que 
gobernaron en Colombia entre 1930 y 
1946. Aunque estos gobiernos parecían 
más conciliadores que los conservadores, 
como ocurrió con Alfonso López y su idea 
de promover una Revolución en Marcha, 
su respuesta fue también la bala y la Trabajadores petroleros en huelga.

Fuente: tomado de rebelion.org

Huelga petrolera en Barrancabermeja,
primera mitad del siglo XX.
Tomado de: http://reflexionescolombianas.blogspot.com/
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represión. Así, los años treinta quedaron 
marcados por una victoria en 1936 y 
una derrota en 1938.

Ecopetrol: fruto de la movilización de 
los trabajadores

Al finalizar la segunda Guerra Mundial 
la TROCO venía impulsando dos políticas 
destinadas a obtener los mayores rendi-
mientos de la concesión: la explotación 
antitécnica y la prórroga de la concesión. 
La meta de la compañía era concentrar sus 
esfuerzos en la producción y reducirlos en 
la explotación y perforación de nuevos 

campos, lo que de hecho significaba el 
despido de los trabajadores. Ante la gra-
vedad de los acontecimientos, los trabaja-
dores declararon nuevas huelgas en 1946 
y en 1948, respectivamente, rechazando 
los despidos y exigiendo la nacionaliza-
ción (Almario Salazar, 1984, pp. 127-130; 
Vega, Núñez y Pereira, 2009, pp. 244-246).

Las huelgas eran cada vez más co-
lectivas y coordinadas, por lo que su 
impacto fue mayor. El 7 de octubre de 
1946 comenzó un movimiento huelguístico 
de los obreros de todas las empresas del 
petróleo que, con algunas interrupciones, 
se mantuvo durante más de un mes. Los 
obreros de la USO (Sindicato de la Tro-
pical Oil) aceptaron el procedimiento de 
arbitraje. El 12 de octubre, sin embargo, 
restablecieron la huelga por un día. El 28 
de octubre la huelga comenzó de nuevo 
y se generalizó a todas las compañías: 
12.000 obreros del petróleo estaban en 
huelga. El 9 de noviembre, Diego Montaña 
aceptó un proyecto de acuerdo, que 
fue desautorizado por la asamblea de 
los trabajadores. El 14 de noviembre los 
obreros de la USO en la TROCO levanta-
ron la huelga. Sin embargo, volvió a res-
tablecerse el 22 de noviembre con el fin 
de apoyar a los obreros de la Colombian 
Petroleum, en huelga desde 22 días atrás. 
El 26 de noviembre los obreros de la Shell 
entraron también de nuevo en la huelga. 
El movimiento terminó poco después con 
la firma de acuerdo entre la empresa y los 
trabajadores (Pécaut, 1988, págs 501-502; 
Vega, Núñez y Pereira, 2009, pp. 260-289).

Los procesos de colonización campesi-
na y desplazamiento a causa de la violen-
cia bipartidista de mediados de siglo de 
los años 40 y 50 dieron lugar a procesos 
organizativos campesinos fundamentados 
sobre todo en las Juntas de Acción Comu-
nal (JAC). En 1948, de nuevo durante los 
gobiernos conservadores, vino una nueva 
huelga, la más importante para la región 
y para el país, podríamos decir. Una sola 
huelga de importancia tuvo lugar antes del 
9 de abril: la de los trabajadores de la Tro-
pical Oil Company, que fue rápidamente 
rodeada de un aura de leyenda. Al cabo 

María Cano, quien confrontó al gobierno nacional, a 
compañías norteamericanas bananeras y petroleras y a 
compañías británicas mineras.
Fuente: enciclopedia.banrepcultural.org.

Inicios de Ecopetrol en Barrancabermeja.
Fuente: Ecopetrol
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de 49 días, los “petroleros” obtuvieron 
que la filial de la Standard Oil renunciara 
a la reducción de sus actividades, en 
previsión de la próxima expiración de la 
concesión. Al hacerlo, consideraron que 
habían logrado hacer triunfar la causa 
nacional, puesto que el gobierno decidió 
crear, poco después, para reemplazar a 
la compañía estadounidense, Ecopetrol. 
Esta decisión fue tomada como un triunfo 
sindical (Villegas Arango, 1985 [1971], p. 
88). Desde la huelga de 1948 se volvió 
una bandera del movimiento obrero la 
reversión de la Concesión de Mares y la 
nacionalización del petróleo. La reversión 
finalmente tuvo lugar en 1951.

Podría decirse entonces que fue la Unión 
Sindical Obrera la madre y partera de Eco-
petrol, aunque durante los años siguientes 
tampoco cesó la persecución contra el 
sindicato al que le debe su nacimiento. 
La llegada en los años sesenta de los 
cultivos de marihuana generó complejas 
dinámicas de violencia y competencia en-
tre las actividades agrícolas, pesqueras, 
madereras y mineras de la región, desen-
cadenando conflictos que trascenderán 
en el tiempo y que van a implicar cambios 
en la organización del territorio.

En 1977 se producirá un nuevo conflic-
to petrolero en Barrancabermeja como 
producto de la violación a la convención 
colectiva vigente por parte de Ecopetrol. 
Los trabajadores sostuvieron la protesta 
en medio de la represión militar y enfren-
taron la represión ejercida por el Estado a 
través de las fuerzas armadas en Barran-
cabermeja, destacando que allí operó de 

manera implacable la lógica de considerar 
el conflicto laboral como un asunto de 
orden público y no como una cuestión de 
tipo social. Pese a la represión, los trabaja-
dores obtuvieron conquistas invaluables.

En otros lugares del Magdalena Medio 
también se consolidó la organización 
social en un contexto de despojo, gue-
rra y paramilitarismo. Luego de la casi 
extinción de la Asociación Nacional de 
Usuarios Campesinos (ANUC) en Yondó 
y del movimiento de mineros artesanales 
de Remedios y Segovia, que resistieron 
a las imposiciones de la Frontino Gold 
Mines en la década de 1970, se organizó 
a mediados de los 80 la Cooperativa 
de Medianos Agricultores de Antioquia 
—COOPEMANTIOQUIA— para facilitar 
la comercialización de productos agrí-
colas, evitar el abuso de los especulado-
res, permitir a los colonos contar con una 
instancia para la solución de sus conflictos 
y tramitar sus reclamos ante el Estado. 
Junto a la Cooperativa, surgieron otras 
dinámicas organizativas que dieron origen 
a la Coordinadora Campesina del Magda-
lena Medio. Allí convergieron muchos po-
bladores recogiendo las demandas de las 
comunidades campesinas afectadas por 
los operativos militares y paramilitares.

En el contexto de estas nuevas formas 
de organización, en 1982 se realizó una 
marcha campesina a Barrancabermeja, 
que logró establecer una comisión de 
veeduría para el seguimiento de los acuer-
dos establecidos con la administración 
municipal; su posterior incumplimiento 
llevó a la Coordinadora a realizar una 
nueva movilización desde San Pablo has-
ta Cartagena, marcha que recorrió el río 
Magdalena durante 40 días. 

En los años siguientes la organización 
y movilización social no se limitó a los 
trabajadores y surgió la Coordinadora 
Popular en 1983, que estaba formada por 
organizaciones barriales, campesinas, la 
Organización Femenina Popular (OFP), la 
USO y otros sindicatos que tenían como 
objetivo defender la vida, mejorar las con-
diciones de existencia de los habitantes 

Huelga del sindicalismo petrolero en Colombia.
Fuente: Crudo transparente
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de la región y denunciar la violencia esta-
tal. Por este motivo, desde su nacimiento, 
la Coordinadora sufrió ataques por parte 
de grupos paramilitares, que asesinaron 
a varios líderes y obligaron al destierro a 
otros más. Para Álvaro Manzano, dirigente 
de la Asociación Campesina del Valle del 
Río Cimitarra, esta experiencia de orga-
nización fue aniquilada por el conflicto 
y cooptada por los partidos políticos 
tradicionales, igual que sucedió con la 
Asociación de Juntas Comunales, las 
cuales también sirvieron como plataforma 
organizativa para los pobladores.

Para 1985 y 1986 se inició una moviliza-
ción de campesinos y mineros a Cartage-
na (8.000 agro mineros) exigiendo tanto la 
protección de la vida, debido al ataque del 
paramilitarismo, como condiciones eco-
nómicas, sociales y de desarrollo para la 
región. Ante las dificultades de la movili-
zación y la represión sufrida, en 1988 las 
movilizaciones se limitaron al interior del 
departamento y se proyectaron de nuevo 
a Cartagena en 1992, pretendiendo la visi-
bilización del movimiento en la capital. En 
el marco de estas movilizaciones surgió 
entre 1993 y 1996 la organización denomi-
nada AGROMISBOL, como respuesta de 
la sociedad a los conflictos mineros y de 
legalización surgidos en el Sur de Bolívar.

Ya en los años noventa, en medio de la 
ofensiva paramilitar contra la Unión Pa-
triótica (UP) y los campesinos de la región, 
algunas comunidades del municipio de 
Yondó articularon sus demandas en torno 
a las juntas de acción comunal y surgió 
así ASOCOMUNAL como instancia de 
interlocución con las autoridades locales. 
Gracias a esta asociación se adquirieron 
créditos y maquinaria para el cultivo 
comunitario de yuca y en la cabecera mu-
nicipal de Yondó se construyó una sede 
para el trabajo comunitario.

En los años siguientes el agravamiento 
de la situación de derechos humanos, 
el avance de las políticas neoliberales 
en materia extractiva, de tierras y agrí-
cola, así como los incumplimientos de los 
compromisos firmados por el gobierno en 
las movilizaciones anteriores impulsaron 
una nueva marcha a Cartagena en 1997, 
pero las amenazas al movimiento social 
forzaron en 1998 un éxodo campesino 
que condujo a muchos dirigentes a 
Bogotá, obteniendo acuerdos con el 
gobierno que, no obstante, fueron nue-
vamente incumplidos. Tras el regreso 
de los campesinos a su región, vino una 
arremetida paramilitar peor a la vivida en 
los años anteriores. Pese a las muertes 
y desapariciones, el movimiento social no 
se detuvo y en 2001 se creó Fedeagromis-
bol y desde 2005 a hoy se desarrollaron 
diversos procesos como el Tribunal 

Periódico de 1987. A la izquierda: Álvaro Beltrán Pinzón; en 
el centro: Antonio Yepes Parra; a la derecha: Ramón del 
Castillo; gobernadores de Antioquia, Bolívar y Santander 
buscan programas de rehabilitación social y económica 
para los campesinos, principales víctimas de la violencia.
Fuente: Tomado de: http://historias.plataformaupb.com/

1987. Los titulares de ese año reflejaban la difícil situación 
en Barrancabermeja: asesinatos, atentados, anuncios de 
paro, amenazas de muerte a políticos y religiosos.
Fuente: Tomado de: http://historias.plataformaupb.com/.
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Permanente por los Pueblos (TPP), foros 
regionales y caravanas por la defensa de 
la vida y el territorio.

Pero Fedeagromisbol no fue la única 
organización que surgió en la región 
durante los años noventa. Entre sep-
tiembre y octubre de 1996 se realizó la 
denominada “Marcha de los Parques” 
hacia la ciudad de Barrancabermeja y el 
municipio de San Pablo (Sur de Bolívar). 
Esta movilización campesina tiene para 
la ACVC (Asociación Campesina del Valle 
del río Cimitarra) un significado particular, 
pues las comunidades van a plantear, 
además de un conjunto de demandas, su 
intencionalidad expresa de proponer un 
modelo alternativo de desarrollo para la 
región y sus habitantes, así en medio de 
este proceso los líderes campesinos del 
valle del río Cimitarra proponen a las co-
munidades la conformación de una nueva 
organización: la ACVC.

Una experiencia de unidad muy impor-
tante en la región fue la creación de la 
Mesa Regional, integrada por la ACVC y 
la Federación Agrominera del Sur de Bo-
lívar (Fedeagromisbol). Sin embargo, años 
más tarde la Mesa Regional dejaría de 
funcionar, pero quedó una ganancia de la 
ACVC en su negociación con el gobierno. 
Se trató de la conformación de una Zona 

de Reserva Campesina en la región, 
acuerdo que en lo sucesivo concentraría 
los esfuerzos de la ACVC.

Finalmente, entre 1995 y 2010, hubo un 
gran repertorio de luchas y movilizaciones 
adelantadas por los campesinos, los 
obreros y las mujeres. Entre ellas se en-
cuentran las experiencias de la Asociación 
Campesina del Valle del río Cimitarra, la 
Asociación de Trabajadores Campesinos 
del Carare, la Unión Sindical Obrera y 
la Organización Femenina Popular. En 
síntesis, entre 1990 y 2001 tuvieron lugar 
123 paros y huelgas en la región, de ellos 
solamente 24 (un 19.5 por ciento) se origi-
naron en pliegos de peticiones, mientras 
que 69 (56.1 por ciento) correspondieron 
a protestas políticas y teniendo como eje 
principal la lucha por el derecho a la vida.

4. Un balance de la historia del movimiento 
social en el Magdalena Medio.

Las lecciones que nos deja el movi-
miento social del Magdalena Medio son 
muchas, aquí solo destacaremos algunas. 
En primer lugar, hay que destacar cómo 
el movimiento social avanzó desde las 
reivindicaciones laborales y agrarias a 
la defensa de los derechos humanos o 
de la nacionalización del petróleo para 
pasar luego al plan de desarrollo y los 
planes de vida en una cualificación muy 
notable de sus objetivos, formas de orga-
nización, movilización y perspectivas de 
construcción territorial y de país a futuro.

En segundo lugar, la respuesta de los 
gobiernos, unidos a las empresas transna-
cionales, al movimiento y la organización 
social estuvo siempre entre la represión y 
la negociación. No obstante, en la mayoría 
de los casos, las negociaciones termina-
ron en incumplimientos que generaron 
nuevas movilizaciones. En esa dinámica, 
el movimiento fue consolidándose, pero 
también sufrió golpes, obtuvo algunas 
victorias significativas, como la de la USO 
en 1935 o la de la creación de Ecopetrol 
en 1951, y también derrotas.

En tercer lugar, el gran reto en las dé-
cadas anteriores fue la Unidad. Pese a 

“Nosotros y nosotras ya estábamos cansados de ser 
desplazados de otras regiones del país. La necesidad fue 
la que nos obligó a buscar herramientas para que el Valle 
del Río Cimitarra fuera una región de convivencia, paz y 
armonía, en donde concretamente se pudiera implementar 
un plan de desarrollo importante para el beneficio social de 
las comunidades”, Óscar Duque, líder de la organización 
Asociación Campesina del Valle del río Cimitarra (ACVC) 



PROGRAMA SOCIOAMBIENTALCorporación Podion

29Herramientas para la Defensa del Territorio - Santander

que la Mesa regional ayudó a la Unidad, 
su disolución posterior ha imposibilitado 
construir esfuerzos conjuntos en la defen-
sa y construcción del territorio.

En cuarto lugar, la adecuada gestión 
y administración de los proyectos pro-
ductivos ha sido una gran deficiencia del 
movimiento social, lo que ha impedido 
consolidar formas de autonomía terri-
torial y alimentaria.

La región del Magdalena Medio ha co-
nocido, como ninguna otra en el país, los 
efectos del extractivismo en la sociedad y 
la naturaleza. Los daños ambientales, los 
conflictos sociales, la explotación de los 
trabajadores y el malestar productivo y 
cultural que producen estas actividades 
los movieron desde muy temprano a de-
sarrollar formas de organización y mo-
vilización colectivas que algunas veces 
les entregaron conquistas sociales muy 
significativas, otras les dejaron muertes y 
profundos dolores. Mantener muchas de 
esas conquistas en la actualidad y honrar 
la vida de tantos hombres y mujeres caí-
dos debe ser un aliciente para continuar 
con los procesos organizativos para hacer 
frente hoy al fracking, las nuevas modali-
dades de contratación, la minería y otras 
formas de explotación del territorio y sus 
recursos. Estos ejemplos del pasado de-
ben permitirnos avanzar, sin repetir erro-
res, acudiendo a la creatividad y a nuevas 
formas de acción colectiva, y sobre todo, 
sin perder la alegría de la lucha social y 
sus objetivos: la vida, el territorio, la natu-
raleza y el bienestar de las comunidades.
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Movilización social de la USO contra el fracking.
Fuente: Extraída de: lanotapositiva.com
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Licenciamiento ambiental en Colombia
Luis Enrique Orduz

L a primera ley en Colombia en trazar criterios y procedimientos para establecer 
un seguimiento del impacto ambiental data de 1974, con el Decreto Ley 2811, 
donde se crea la Declaración de Efecto Ambiental, mediante la cual se obligaba 
a cualquier persona natural o jurídica interesada en desarrollar cualquier obra o 

actividad susceptible de generar un deterioro ambiental a declarar el “peligro presumi-
ble” derivado de la misma actividad así como un estudio ecológico y ambiental y la 
obtención de una licencia18.

Esa normativa, así mismo, estableció 
el requisito de licencia previa19 para la 
importación, producción, transporte, 
almacenamiento y empleo de gases, sin 
especificar a qué tipo de gases se refie-
re. Incorpora también la posibilidad de 
establecer condiciones y requisitos adi-
cionales a las actividades de exploración 
y explotación de recursos naturales, entre 
los que se encuentra:

•	El uso de agua para la actividad 
petrolera, con el fin de prevenir 
la contaminación del suelo y de 
las aguas subterráneas.

18	Artículos 27 y 28.

19	Artículo 40.

Campo La Cira Infantas, pozo petrolero más antiguo 
de Colombia, ubicado en Barrancabermeja. Pozo 
otorgado por concesión que pasaría con las décadas 
a manos de ECOPETROL.
Fuente: vanguardia.com
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•	 Las aguas utilizadas para la recupe-
ración secundaria de yacimientos de 
hidrocarburos o gases naturales.

•	 Las instalaciones que deban cons-
truirse para tales fines20.

Sin embargo, estas normativas distan mu-
cho de lo que hoy se conoce como licencia 
ambiental, por lo menos, por tres razones:

1.	 La ambigüedad del concepto presumi-
ble, que genera una indeterminación 
de los impactos que se produci-
rán al medioambiente.

2.	 La Ley 99 de 1993 crea un procedimien-
to que luego será desarrollado por las 
normas que lo reglamentan e introduce 
aspectos fundamentales como el Es-
tudio de Impacto Ambiental y el Plan 
de Manejo Ambiental.

3.	 En el Decreto 2811 no aparece conju-
gada en ninguna parte la expresión ‘li-
cencia ambiental’, sino que se limita a 
hablar de licencia previa o declaración 
de efectos ambientales.

Definiciones importantes sobre 
licenciamiento ambiental

Licencia ambiental

Una licencia ambiental es la autoriza-
ción que otorga la autoridad ambiental 

20	 Artículo 39.

competente para la ejecución de una obra 
o actividad, sujeta al cumplimiento por el 
beneficiario de la licencia de los requisi-
tos que la misma establezca en relación 
con la prevención, mitigación, corrección, 
compensación y manejo de los efectos am-
bientales de la obra o actividad autorizada.

La licencia ambiental se crea y se define 
en el Artículo 49 de la Ley 99 de 1993, que 
establece que cualquier proyecto, obra o 
actividad que pueda producir deterioro 
grave a los recursos naturales renovables 
o al medioambiente o transformar de ma-
nera considerable al paisaje requerirá de 
una licencia ambiental.

El término de la licencia ambiental 
será el mismo de la duración del proyec-
to, obra o actividad.

La entidad competente para otorgar o 
negar una licencia ambiental se definirá 
según la escala o magnitud del proyecto. 
Para el sector hidrocarburos siempre será 
competencia de la Autoridad Nacional de 
Licencias Ambientales (ANLA) o la entidad 
encargada de esta función.

Licencia ambiental global

En virtud de ella se autorizan todas las 
obras o actividades relacionadas con la 
explotación de campos petroleros y de gas.

Para el desarrollo de cada una de las 
obras o actividades definidas en la etapa 
de explotación será necesario presentar 

Campo Yariguí – Cantagallo, a cargo de Ecopetrol. Ubicado en 
el Magdalena Medio, entre los municipios de Puerto Wilches y 
el Cantagallo. Funciona hace más de 50 años.
Fuente: vanguardia.com

Campo Quifa. Pozo petrolero ubicado en Puerto Gaitán 
(Meta) operado por la compañía Pacific E&P.
Fuente: eltiempo.com
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un Plan de Manejo Ambiental conforme a 
los términos, condiciones y obligaciones 
establecidos en la Licencia.

Dicho Plan de Manejo Ambiental no 
estará sujeto a evaluación previa por parte 
de la autoridad ambiental competente. Por 
lo tanto, el interesado, una vez presentado 
este Plan de Manejo Ambiental, iniciará 
la ejecución de las obras y actividades, 
las cuales serán objeto de control y 
seguimiento ambiental. (Parágrafo 2 Artí-
culo 52 Ley 99/93 y Artículo 5 numeral 3 
Decreto 1753 de 1994)

Estudio de Impacto Ambiental

Se entiende por Estudio de Impacto 
Ambiental el conjunto de la información 
que deberá presentar ante la autoridad 
ambiental competente quien solicite 
la licencia ambiental.

Contenido de un Estudio 
de Impacto Ambiental

1.	 Información del proyecto relacionada 
con la localización, infraestructura, 
actividades del proyecto y demás infor-
mación que se considere pertinente.

2.	 Caracterización del área de influencia 
del proyecto para los medios abiótico, 
biótico y socioeconómico.

3.	 Demanda de recursos naturales por 
parte del proyecto. Se presenta la infor-
mación requerida para la solicitud de 
permisos relacionados con la captación 
de aguas superficiales, vertimientos, 
ocupación de cauces, aprovechamiento 
de materiales de construcción, apro-
vechamiento forestal, recolección de 
especímenes de la diversidad biológica 
con fines no comerciales, emisiones 
atmosféricas, gestión de residuos 
sólidos, exploración y explotación 
de aguas subterráneas.

4.	 Información relacionada con la eva-
luación de impactos ambientales y 
análisis de riesgos.

5.	 Zonificación de manejo ambiental 
definida para el proyecto, obra o 
actividad para la cual se identifican 

las áreas de exclusión, las áreas de 
intervención con restricciones y las 
áreas de intervención.

6.	 Evaluación económica de los impactos 
positivos y negativos del proyecto.

7.	 Plan de Manejo Ambiental del 
proyecto, expresado en términos de 
programa de manejo, cada uno de 
ellos diferenciado en proyectos y sus 
costos de implementación.

8.	 Programa de seguimiento y monitoreo 
para cada uno de los medios abiótico, 
biótico y socioeconómico.

9.	 Plan de contingencias para la cons-
trucción y operación del proyecto, que 
incluya la actuación para derrames, in-
cendios, fugas, emisiones y/o vertimien-
tos por fuera de los límites permitidos.

10.	 Plan de desmantelamiento y abandono 
en el que se define el uso final del 
suelo, las principales medidas de 
manejo, restauración y recon-
formación morfológica.

11.	 Plan de inversión del 1 %, en el cual se 
incluyen los elementos y costos consi-
derados para estimar la inversión y la 
propuesta de proyectos de inversión, 
de conformidad con lo dispuesto en el 
Decreto 1900 de 2006 o la norma que lo 
modifique, sustituya o derogue.

12.	 Plan de compensación por pérdida de 
biodiversidad de acuerdo con lo esta-
blecido en la Resolución 1517 del 31 de 
agosto de 2012 o la que la modifique, 
sustituya o derogue.

El Estudio de Impacto Ambiental para las 
actividades de perforación exploratoria de 
hidrocarburos deberá adelantarse sobre 
el área de interés geológico específico 
que se declare, siendo necesario incorpo-
rar en su alcance, entre otros aspectos, un 
análisis de la sensibilidad ambiental del 
área de interés, los corredores de las vías 
de acceso, instalaciones de superficie 
de pozos tipo, pruebas de producción y 
el transporte en carrotanques y/o líneas 
de conducción de los fluidos generados.
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Plan de Manejo Ambiental

Es el documento que, producto de 
una evaluación ambiental, establece de 
manera detallada las acciones que se 
implementarán para prevenir, mitigar, 
corregir o compensar los impactos y 
efectos ambientales negativos que se 
causen por el desarrollo de un proyecto, 
obra o actividad. Incluye los planes de 
seguimiento, monitoreo, contingencia y 
abandono según la naturaleza del proyec-
to, obra o actividad.

El Plan de Manejo Ambiental podrá ha-
cer parte del Estudio de Impacto Ambien-
tal o podrá utilizarse como instrumento de 
manejo y control para proyectos, obras o 
actividades que se encuentran amparados 
por un régimen de transición. (Artículo 1 
Decreto 2041 de2014)

Diagnóstico Ambiental de Alternativas

En los proyectos que requieran licencia 
ambiental, el interesado deberá solicitar, 
en la etapa de factibilidad, a la autoridad 
ambiental competente que se pronuncie 
sobre la necesidad de presentar o no un 
Diagnóstico Ambiental de Alternativas. 
Con base en la información suministrada, 
la autoridad ambiental decidirá sobre la 
necesidad o no del mismo y definirá sus 
términos de referencia.

El Diagnóstico Ambiental de Alternativas 
incluirá información sobre la localización 
y características del entorno geográfico, 
ambiental y social de las alternativas del 
proyecto, además de un análisis compa-
rativo de los efectos y riesgos inherentes 
a la obra o actividad y de las posibles 
soluciones y medidas de control y miti-
gación para cada una de las alternativas 
(Artículo 56 Ley 99 de 1993).

El Diagnóstico Ambiental de Alternati-
vas tendrá como objetivo suministrar la 
información para evaluar y comparar las 
diferentes opciones que presente el soli-
citante, bajo las cuales sea posible desa-
rrollar un proyecto, obra o actividad, todo 
esto con el fin de optimizar y racionalizar el 
uso de los recursos ambientales y evitar o 
minimizar los riesgos, efectos e impactos 
negativos que puedan provocarse.

El Diagnóstico Ambiental de Alternati-
vas solo se podrá exigir para evaluar las 
Alternativas de diseño de los siguientes 
proyectos, obras o actividades:

1.	 Aquellas que son competencia del Mi-
nisterio del Medio Ambiente, excepto 
la importación de las sustancias, los 
materiales o los productos de que trata 
el numeral 8 del Artículo 52 de la Ley 
99 de 1993 y lo que trata el Numeral 12, 
además de la actividad exploratoria de 
la minería y de los hidrocarburos.

2.	 Construcción de presas, represas o 
embalses con capacidad de entre 
quinientos mil [500.000] y doscientos 
millones [200.000.000] de metros 
cúbicos y construcción de centrales 

Campo Moriche. Ubicado en Puerto Boyacá (Boyacá). 
Foto 1. Incendio en 2018 por explosión de válvula 
obligó a cerrarse la vía. 

Foto 2. Derramamiento de petróleo afectando las aguas 
de la región (2020).
Fuente: brayancamargonoticias.com
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generadoras de energía eléctrica de 
entre cincuenta mil [50.000] y cien 
mil [100.000] kw de capacidad ins-
talada, además del tendido de líneas 
de transmisión o conducción en el 
área de jurisdicción de la respectiva 
Corporación Autónoma Regional, no 
pertenecientes al sistema nacional 
de interconexión eléctrica, excepto 
las redes eléctricas urbanas de 
baja y mediana tensión.

3.	 La construcción de vías que no per-
tenezcan al Sistema Nacional de Vías.

4.	 Construcción de distritos de riego 
y drenaje para áreas superiores 
a 1.518 hectáreas e inferio-
res a 20.000 hectáreas.

Términos de referencia

Son aquellas condiciones mínimas y 
enfoques exigidos a la hora de presentar 
un proyecto o solicitar la autorización 
para su ejecución. El Ministerio del Medio 
Ambiente, en consulta con el Consejo 
Técnico Asesor de Política y Normatividad 
Ambientales, establecerá los términos de 
referencia para cada sector, con su res-
pectivo instructivo. La autoridad ambiental 
competente podrá adaptar estos términos 
de referencia a las particularidades del 
área de su jurisdicción.

Los términos de referencia podrán 
incluir las escalas, variables e indicadores 
a ser utilizados en el Diagnóstico Am-
biental de Alternativas. El solicitante de 
la licencia ambiental deberá utilizar los 
términos de referencia de acuerdo con 
las condiciones específicas del proyecto, 
obra o actividad que pretende desarrollar. 
(Artículo 56 y 57 Ley 99/93 y Artículo 14 
Decreto 2041 de 2014)

Participación ciudadana

Es obligatorio informar a las comuni-
dades el alcance del proyecto, haciendo 
énfasis en los impactos y las medidas 
de manejo propuestas en la solicitud 
de licencia y valorar e incorporar en el 
estudio de impacto ambiental, cuando 

se consideren pertinentes, los aportes 
recibidos por parte de la población afec-
tada por el proyecto.

En los casos en que se requiera, de-
berá darse cumplimiento a lo dispuesto 
en el Artículo 76 de la Ley 99 de 1993 en 
materia de consulta previa con comuni-
dades indígenas y negras tradicionales, 
de conformidad con lo dispuesto en las 
normas que regulen la materia. Artículo 15 
Decreto 2041 de 2014.

La participación ciudadana se puede 
dar mediante estos mecanismos:

Audiencia pública ambiental

La pueden solicitar el Procurador 
General de la Nación o el Delegado 
para Asuntos Ambientales, el Defen-
sor del Pueblo, el Ministro del Medio 
Ambiente, las demás autoridades 
ambientales, los gobernadores, los 
alcaldes o por lo menos cien (l00) per-
sonas o tres (3) entidades sin ánimo 
de lucro (Artículo. 72 Ley 99 de 1993 y 
Decreto 330 de 2007).

Tercero Interviniente

Toda persona, natural o jurídica, 
sin necesidad de demostrar interés 
directo, podrá solicitar a la autoridad 
ambiental competente ser vinculado 
como tercero interviniente en un 

Campo Casabe, ubicado en Yondó (Antioquia), en la región 
del Magdalena Medio. Manejado por Ecopetrol, opera 
hace más de medio siglo.
Fuente: laprensa7dias.com. 



PROGRAMA SOCIOAMBIENTALCorporación Podion

35Herramientas para la Defensa del Territorio - Santander

proceso que otorgue, modifique o 
cancele una licencia ambiental. (Artí-
culo 68 Ley 99 de 1993).

Régimen de transición

Los proyectos, obras o actividades que 
se iniciaron antes de la expedición de 
la Ley 99 de 1993 no requerirán licencia 
ambiental, pero la autoridad ambiental 
competente podrá exigirles la presenta-
ción de planes de manejo, recuperación o 
restauración ambiental

La industria de hidrocarburos ofrece a las comunidades 
beneficios aparentes como empleo, precios bajos de 
combustible, entre otros, mientras sacrifica los recursos 
naturales de los territorios.
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CENSAT-Agua Viva

Necesitamos una transición ambiental para la 
reproducción de la vida

Introducción

A nte la intensificación de la crisis ecológica, ¡no hemos dejado de actuar! 
Nos juntamos para hacer, proponer, construir, sanar, reorganizar. Con el 
conocimiento que da la cercanía con la tierra, las propuestas de pueblos y 
organizaciones ambientales son claras, contundentes y efectivas: luchas por 

dejar los hidrocarburos en el subsuelo, enfoques culturales regenerativos que se oponen 
al extractivismo, agricultura campesina para enfriar el planeta, perspectivas donde la 
energía se entiende como un bien común al servicio de la construcción de proyectos de 
vida. Una a una, estas visiones se enfrentan a las causas reales de la crisis al resolver 
desde las bases el antagonismo inherente entre la reproducción de la vida y el modelo 
económico capitalista de la muerte que nos ha traído al lugar en el que estamos hoy. Son 
ya varias décadas en las que organizaciones sociales y ambientalistas de todo el planeta 
denunciamos de manera insistente los efectos directos que sobre la naturaleza impone 
un sistema económico que desprecia la vida… ¡Y lo vamos a seguir haciendo!

La intensificación del capitalismo en su 
fase neoliberal a escala planetaria coincide 
en el tiempo con la crisis ecológica (desde 
el protocolo de Kioto las emisiones de GEI 
han aumentado en más de un 50%). El ca-
lentamiento global es un hecho conocido 
en detalle por la ciencia y por lo menos 
tres situaciones han sido ampliamente 
documentadas: i) la temperatura media de 
la tierra se incrementa a gran velocidad, 

Impacto ambiental del petróleo en los mares.
Tomado de: twitter.com
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sin ningún tipo de asociación a fenómenos 
naturales; ii) la emisión de gases de efecto 
invernadero es la causa del calentamiento, 
debido a la quema de combustibles fósiles; 
iii) los modelos predecían los cambios ex-
tremos en las condiciones climáticas que 
ya hoy presenciamos: desde epidemias 
de magnitud global, extinción masiva de 
especies, alteraciones de los patrones 
de temperatura y cambios drásticos en 
los regímenes de lluvia y sequía, hasta 
huracanes, incendios, aumentos del ni-
vel del mar sin precedentes y el colapso 
del sistema alimentario. Mientras tanto, 
en los escenarios políticos internacionales 
se plantean soluciones a la medida del 
sistema económico, las obligaciones 
se postergan, los tiempos se dilatan; se 
acorta todo margen posible de maniobra. 
Los únicos que se benefician del actual 
estado de cosas son la misma absurda 
minoría de corporaciones e individuos 
responsables del problema.

Por eso proponemos extender el 
concepto de aquello que se nombra 
como cambio climático y cuestionar los 
discursos que nos impone el marco nor-
mativo de la negociación internacional, 
la “Convención Marco de las Naciones 
Unidas sobre el Cambio Climático” 
(CMNUCC, UNFCCC son sus siglas en 
inglés), y las de los países del Anexo 1 
(Potencias coloniales responsables de la 
crisis), como las Contribuciones Previstas 
y Determinadas Nacionalmente (NDC son 
sus siglas en inglés) y los mecanismos 
de mercado. Pretender resolver un 
problema de escala planetaria con una 
herramienta numérica como el conteo 
de emisiones, es solo una jugada arti-
ficiosa de la democracia liberal y de los 
mecanismos a través de los cuales los 
Estados involucran —o no involucran— a 
las sociedades en su conjunto. Lo anterior 
contrasta con lo que evidenciamos a nivel 
popular: múltiples acciones, procesos y 
transformaciones que se adelantan en 
diversidad de territorios, comunidades, 
organizaciones y lugares, que demuestran 
que una transición ambiental como la 

que nos exige la actual situación está en 
marcha por fuera de las lógicas de los 
acuerdos y sus mecanismos de mercado.

También queremos llamar la atención 
sobre aquello que estamos nombrando 
transición energética. Si bien el debate 
sobre cambio climático se ha centrado 
en las emisiones de gases de efecto in-
vernadero, particularmente en el dióxido 
de carbono, no se ha abordado el pro-
blema del modelo energético basado en 
los combustibles fósiles. Tenemos claro 
que el reemplazo de estas fuentes por 
energías renovables no convencionales 
como el sol o el viento, en la misma es-
cala y en esta misma lógica centralizada, 
concentrada y de mercado privatizado, 
no va a facilitar una verdadera transición 
ambiental; más bien se convertirá en una 
reconversión tecnológica que habilita 
nuevos mercados de consumo y deja 
intacto el modelo de depredación de la 
naturaleza (Mies, 2018) y de desigualdad 
social que nos tiene al borde de la extin-
ción masiva. A esta transición capitalista 
la denominamos transición extractivista, 
una falsa propuesta que implica agresi-
vas prácticas de extracción, a escalas 
inmensas, buscando ahora metales como 
el cobre, el litio, el cobalto, el oro, la plata 
y las tierras raras; un aumento del poder 
corporativo en los territorios, con respaldo 
de los Estados y a costa de los derechos 
y autonomía de nuestras comunidades. 
En Colombia, desde el 2012 se han 
declarado 21 metales como estratégicos 
y se están creando las condiciones para 

Convención de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático
Fuente: Agencia de Noticias sobre Desarrollo 
Sostenible. Iberoamérica
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su extracción, resonando fuertemente el 
caso del cobre en Quebradona, mina que 
la Anglo Gold Ashanti pretende abrir en 
los municipios de Jericó y Támesis en el 
suroeste antioqueño.

Es imprescindible afirmar hoy, nueva-
mente, la necesidad de intensificar nues-
tro actuar desde las bases populares para 
proteger el planeta, de sostener nuestras 
luchas por preservar territorios para la 
vida; hoy, con mayor ahínco, cuando ve-
mos claramente que los espacios políticos 
globales de discusión sobre el clima no 
avanzan en dar soluciones acordes a la 
magnitud de la problemática y han sido 
tomados por los intereses económicos de 
los mismos causantes de la devastación.

No es el clima, es la vida

Bajo el término general de crisis cli-
mática estamos nombrando muchos 
más asuntos, además del aumento de 
la temperatura global del planeta, que 
es tan solo el síntoma de la enfermedad. 
Estamos hablando de problemas que se 
manifiestan de maneras distintas en dife-
rentes territorios y contextos: pandemias 
de origen zoonótico asociadas a la des-
trucción de ecosistemas, extinción masiva 
de especies, ruptura de ciclos naturales y 
desaparición de cuerpos de agua, crisis 
alimentaria, huracanes de nivel 4 y 5, 
inundaciones, olas de calor que sobrepa-
san los 50 grados centígrados, deshielos 
masivos en la Antártida, sequías de más 
de un año, incendios, desplazamientos 
humanos masivos, hambrunas, prolifera-
ción de plagas y propagación de dengue 
y malaria. No es el clima, no es solo un 
asunto de aumento de la temperatura. 
Son una serie de factores que han sido 
alterados por la imposición de un modelo 
económico y político y que no caben en 
el concepto de “clima”. Hablamos de la 
ruptura de las condiciones básicas para 
la subsistencia de la vida humana y no 
humana; del debilitamiento de las mane-
ras de reproducción de las dimensiones 
sociales: del acceso a los alimentos, al 
agua, la posibilidad de que las viviendas 
cumplan su función protectora, que las 

personas, hombres y mujeres de carne y 
hueso, puedan permanecer en sus territo-
rios, en sus municipios, en sus ciudades, 
trabajando, estudiando y viviendo.

¡Estamos hablando de la vida misma y 
de las muchas facetas que se pueden per-
der de vista en medio de la contabilidad de 
emisiones de carbono! Estamos hablando 
de selvas, aire y agua que se vuelven ins-
trumentos de mercado intercambiables y 
que sostienen industrias tóxicas en países 
del norte global para seguir enrique-
ciendo a unos pocos a costa de la vida 
de la mayoría. La “geoingeniería”, que a 
partir de la manipulación de la naturaleza 
con técnicas cada vez más peligrosas e 
intensivas en el mismo uso de carbono 
que dice querer anular, propone continuar 
con la extracción de energía fósil para 
alimentar la riqueza de unos pocos. Estas 
son falsas soluciones que el sistema pro-
mociona mientras esconde la realidad: la 
mitad más pobre de la población mundial 
genera alrededor del 10% del total de las 
emisiones totales y vive mayoritariamente 
en los países más vulnerables a la crisis 
climática. En cambio, aproximadamente el 
50% de las emisiones puede atribuirse al 
10% más rico de la población mundial. La 
huella de carbono media del 1% más rico 
podría multiplicar por 175 veces a la del 
10% más pobre (OXFAM, 2019). 

Selva Amazónica. Más de 72 mil incendios forestales 
ocurrieron durante el 2019.
Fuente: www.france24.com
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No queremos más capitalismo verde: 
el Acuerdo de París y los mecanismos 
de mercado

Se afirma desde la institucionalidad que 
el principal instrumento para enfrentar el 
calentamiento global es el “Acuerdo de 
París”, un convenio dentro de la “Conven-
ción Marco de las Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático”, que se firmó en 2015 
y que pretende establecer caminos para 
la reducción de las emisiones de gases 
de efecto invernadero a través de estra-
tegias de mitigación y adaptación que 
comenzarían a aplicarse en el año 2020, al 
finalizar la vigencia del Protocolo de Kioto. 
Dice el Acuerdo en su Artículo 2 que su 
objetivo es “reforzar la respuesta mundial 
a la amenaza del cambio climático, en el 
contexto del desarrollo sostenible y de 
los esfuerzos por erradicar la pobreza” 
(CMNUCC, 2019). Aunque 194 países ra-
tificaron el acuerdo, la crisis se exacerba. 
No se concretan todavía perspectivas 
reales de justicia climática y de acción 
directa contra la causa raíz de la crisis, 
en línea con los hallazgos científicos.

Con el “Protocolo de Kioto” y hasta con 
el “Acuerdo de París” se trató de imple-
mentar una división de países que se ubi-
can en el Anexo 1 (los industrializados que 
han producido históricamente la mayoría 
de las emisiones) y en el Anexo 2 (aquellos 
mal llamados “en vía de desarrollo”), donde 

los menores aportantes a la crisis exigen 
compensaciones que necesariamente se 
relacionan con legados históricos que las 
antiguas potencias coloniales y contami-
nadoras se niegan a aceptar. Asimismo, 
desde las primeras negociaciones se 
construyeron los perversos “mecanismos 
de flexibilidad”, cuyo único objetivo es 
continuar con la doctrina del crecimiento 
económico y dejar la “solución” a la mano 
invisible del mercado, ignorando las 
advertencias científicas y de la sociedad 
civil (Rátiva, 2013).

Las negociaciones climáticas no se 
hacen alrededor de las decisiones y ac-
ciones necesarias, sino más bien sobre 
aquellas que no interfieran con el desarro-
llo de las actividades económicas a escala 
global. Desde esta perspectiva, “pagar 
por contaminar” es la base genética de 
los mecanismos de mercado que aplican 
la lógica de comprar y pagar por la con-
taminación producida, abriendo el camino 
a la economía verde, la cual vende conta-
minación evitada. Dicho de otra manera, 
es simplemente poner precio a las activi-
dades no contaminantes para contabilizar 
la contaminación que es susceptible de 
ser comprada. Mientras cualquier intento 

El Acuerdo de París, celebrado en 2015, plantea toda una 
línea estratégica a seguir por los países suscritos para la 
reducción de gases de efecto invernadero. Sin embargo, 
en lo referente a un cambio de modelo energético o 
económico no se pronuncia de manera categórica.
Fuente: lasexta.com

El modelo de bonos de Carbono, básicamente, consiste en 
retribuir con dinero la contaminación generada. Este dinero 
se invertiría en acciones que mitigan dicha contaminación.
Fuente: earthgonomic.com 
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de solución de la crisis debe pasar nece-
sariamente por la abolición de un sistema 
dependiente de las energías fósiles, los 
mecanismos de mercado (por ejemplo, 
los “Bonos de carbono”) hacen que la dis-
cusión sobre la crisis ecológica se haga 
abstracta e inentendible y, por tanto, útil a 
los mismos intereses contaminadores.

La contamibidad de emisiones, otro 
gran engaño.

Otro punto oscuro del “Acuerdo de 
París” son las llamadas “Contribuciones 
Determinadas Nacionalmente”. Se trata 
de que cada país firmante trace una 
contribución en disminución de emisio-
nes en un intervalo de tiempo que, en 
general, ayude a lograr el objetivo de 
“mantener el aumento de la temperatura 
media global muy por debajo de 2 grados 
centígrados con respecto a los niveles 
preindustriales” (CMNUCC, 2019). Aunque 
el Acuerdo solicita e invita a que estas 
contribuciones sean “ambiciosas”, estas 
son decisiones autónomas en cada país, 
no son obligatorias bajo el orden jurídico 
internacional, ni están asociadas a algún 
tipo de mecanismo que fuerce a estable-
cer acciones inmediatas o que acarree 
algún tipo de sanción si la contribución 
establecida no se lleva a cabo.

Ningún Estado está en capacidad de 
comprometer reducciones de emisiones 
realmente ambiciosas, ya que las corpo-
raciones no están dispuestas a dejar de 
contaminar y las amenazas de pérdida 
de empleos o de recesión económica 
son su chantaje habitual a sociedades 
y gobernantes de turno. El mercado de 
carbono y de pago por servicios ambien-
tales les ha evitado la tarea real de reducir 
sus emisiones para dejar intacto su depre-
dador modelo de negocio. La turbiedad 
de este sistema hace que hayan cifras 
opacas, abstractas y difíciles de compro-
bar, lo que se conjuga con las prácticas 
de ocultamiento, corrupción y lobby que 
caracterizan a los grandes grupos corpo-
rativos. Ninguna confianza se puede tener 

en el sector financiero e industrial que 
ocasionó la crisis del 2008, que aún hoy 
pagamos de nuestros impuestos.

El caso de Colombia nos ilustra sobre 
la manera en que las “Contribuciones” 
apuntan a cambios marginales, muchos 
de ellos solo en el papel, que dejan inalte-
radas las causas estructurales generado-
ras de la crisis. Según datos del IDEAM en 
2010, Colombia es responsable del 0.46% 
de las emisiones de gases de efecto inver-
nadero a nivel global y al mismo tiempo, 
según se lee en los mismos documentos 
oficiales, “al tener una geografía diversa 
y una economía con gran dependencia 
del clima y del uso y aprovechamiento 
de los recursos naturales, Colombia es 
un país altamente expuesto y sensible 
a los impactos del Cambio Climático” 
(Ministerio de Ambiente, 2015). Contrastan 
con la información los datos de la orga-
nización Climate Accountability Institute 
(2017), que muestran que las emisiones 
asociadas solamente a los hidrocarburos 
extraídos por Ecopetrol desde 1965 hasta 
2017 corresponden a 2.578 millones de 
toneladas (Mton) de CO2 equivalente 
(CO2 eq), que lo ubican en el puesto 54 
de las 100 empresas responsables del 
71% de las emisiones globales totales. 
La estimación de las emisiones del país 
no tiene en cuenta las cifras correspon-
dientes a las emisiones contenidas ni en 
los hidrocarburos ni en el carbón extraído 
que se lleva a mercados internacionales, 
como si no tuviéramos responsabilidad en 
el juego global de la extracción de fósiles, 
y si detenerlo no fuera urgente.

A pesar del compromiso asumido por Colombia a reducir 
emisiones de gases de efecto invernadero, la política 
energética de los gobiernos aún no se muestra coherente 
con ese compromiso y hoy en día se adelantan proyectos 
piloto para fracturamiento hidráulico.
Fuente: www.cancilleria.gov.co
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La meta “unilateral e incondicionada” 
de contribución del país es “reducir sus 
emisiones de gases de efecto invernadero 
en un 20% con respecto a las emisiones 
proyectadas para el año 2030”. Para 
lograrla, se proponen:

“elementos de mitigación (que le permitan 
reducir sus emisiones de gases de efecto 
invernadero) adaptación (que le permitan 
disminuir su vulnerabilidad al cambio cli-
mático) y medios de implementación (para 
realizar las acciones en ambos frentes). 
Para el país la consolidación de su NDC 
constituye una oportunidad para catalizar 
esfuerzos a escala nacional y sub-nacio-
nal, a través de la planificación de una 
economía innovadora y competitiva, y a su 
vez, resiliente y baja en carbono” (Ministe-
rio de Ambiente, 2015).

De nuevo, palabras vacías y objetivos 
difusos. Es evidente que el Estado ha 
mantenido una posición complaciente con 
los mecanismos de mercado, buscando 
capturar inversiones en proyectos de este 
tipo que dinamicen la economía verde y 
disimulen la grave crisis social y ambiental 
por la que atravesamos. Si miramos el 
caso de la deforestación, de la cantidad 
de emisiones de las que Colombia es 
responsable, el 39% son generadas por 
dichos procesos que, en su mayoría, 
buscan la apropiación de tierras para su 
acumulación. Cuando sabemos que la 
preservación de nuestros ecosistemas es 
una condición esencial para sobrevivir en 
un país “altamente expuesto y sensible 
a los impactos del Cambio Climático”, 
el “Plan de Desarrollo” del gobierno de 
Iván Duque (2018-2022) plantea reducir 
la deforestación en un 30% a partir de 
las proyecciones del IDEAM, lo que sig-
nificaría que para 2022 ¡tienen previsto 
que se deforesten más de 1 millón de 
hectáreas! Adicionalmente, pretende 
también la explotación tanto de yaci-
mientos no convencionales ( fracking en 
lutitas y gas en mantos de carbón) como 
el desarrollo de proyectos costa afuera 
en aguas ultra-profundas y de carbón 
térmico (Departamento Nacional de Pla-
neación, 2019). Mientras comunidades, 

organizaciones ambientalistas y amplios 
sectores de la sociedad exigimos dejar 
las energías fósiles en el subsuelo, el Es-
tado colombiano propone incorporar una 
cantidad de reservas cercanas a los 9.000 
millones de barriles y 10 trillones de pies 
cúbicos de gas por medio de “ fracking”, 
que corresponderían, aproximadamente, 
a 3.870 millones de toneladas de CO2, 
cifra que hace ver ridículas las “Contri-
buciones Nacionales Determinadas”, que 
pretenden bajar de 330 a 270 millones de 
toneladas de CO2 en 2030. Además, el 
país se encuentra en mora de determinar 
la contribución de las grandes hidroeléc-
tricas al cambio climático por la vía de 
generación de metano en los embalses y 
la deforestación asociada a la “limpieza” 
de las zonas a inundar y obras conexas, 
como apertura de vías y construcción 
de campamentos, entre otras. La meta 
de Colombia en el sector energético es 
explotar al máximo posible el potencial 
hidroenergético, que con las represas 
construidas hasta ahora no supera el 15% 
de dicho potencial. ¡Qué hipocresía!

Ampliemos el Anexo Cero: los 
pueblos ya estamos cambiando el 
sistema

Como respuesta al Acuerdo de París en 
el 2015, a la Conferencia de las Partes y a 
todo el andamiaje de las Convención Mar-
co de Naciones Unidas para el Cambio 
Climático -financiada y negociada con los 
sectores corporativos petroleros, auto-
motrices, de agroindustria, farmacéuticos 

El metano (CH4) es el hidrocarburo más pequeño y 
el principal componente del Gas Natural. Cuando se 
encuentra en concentraciones moderadas y altas, como 
en las instalaciones del Sector Hidrocarburos, genera 
riesgo ambiental al ser emitido a la atmósfera y fuertes 
impactos a la salud.
Fuente: www.cancilleria.gov.co
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y por supuesto, financieros-, planteamos 
la ampliación del concepto de Anexo 
Cero, una propuesta original de Oi-
lwatch en el 2015 para destacar las 
luchas que pretendían dejar el crudo en 
el subsuelo. En esta ampliación del Anexo 
Cero nos encontramos:

•	 Quienes practicamos la agricultura ecoló-
gica campesina y la reforestación.

•	 Quienes mantenemos los bosques y las 
selvas sin necesidad de ponerles re-
jas, ejércitos o drones.

•	 Quienes consumimos y cuidamos el agua 
sin represarla, sin contaminarla

•	 Quienes hacemos uso del transporte públi-
co, de la bicicleta, los que caminamos.

•	 Las comunidades y organizaciones que 
procesamos y comercializamos alimentos 
a escala humana en nuestras aldeas, pue-
blos, comarcas y departamentos.

•	 Quienes hemos implementado solu-
ciones tecnológicas a nivel local para 
acceder a la energía eléctrica, a la cul-
tura, al conocimiento.

•	 Los custodios de semillas que protege-
mos la biodiversidad.

•	 Los que en las ciudades defendemos 
la agricultura urbana y tenemos ini-
ciativas de compostaje.

•	 Los gestores comunitarios del agua.

•	 Quienes luchamos por la pervivencia de 
los pueblos indígenas, afrocolombianos 
y campesinos que nos enseñan los ca-
minos del buen vivir.

•	 Quienes buscamos una construcción de 
formas de institucionalidad popular con ca-
rácter colectivo basadas en la autonomía.

•	 Quienes practicamos la economía solidaria.

•	 ¡Los que optamos por sostener la vida!

El Anexo Cero Ampliado podría ser asu-
mido como la base material para detener 
la crisis climática, ambiental y social que 
hoy experimentamos desde nuestro en-
cierro. Podría reemplazar los mecanismos 
financieros que pretenden contabilizar 

las emisiones producidas y reducidas sin 
generar ningún efecto perdurable. Podría 
ser una ruta de trabajo entre los Estados 
y la sociedad civil que desestructure el 
esquema consumista, productivista y des-
echador. El Anexo Cero Ampliado podría 
ser un punto de partida para la educación 
y concientización de grandes segmentos 
de la sociedad que aún no perciben la 
gravedad de la situación planetaria.

Los cambios no se van a dar si espe-
ramos la buena voluntad de las corpo-
raciones o de los Estados. Los cambios 
vendrán con las prácticas regenerativas, 
que se oponen a las extractivas, las que 
surgen desde las organizaciones comuni-
tarias y populares, desde las ciudadanías 
diversas; son acciones, rebeliones, pro-
puestas y alternativas que se enfrentan a 
la crisis desde abajo. Ya desde la misma 
década de los 90 el pueblo Ogoni, en 
Nigeria, se opone a Shell; en Colombia el 
pueblo U´wa nos enseña que el petróleo 
es la sangre de la tierra; aparece también 
la iniciativa del Yasuní en Ecuador. Luego, 
en Alemania movimientos como “Ende 
Gelände” detienen proyectos de minas de 
lignito y gracias a la resistencia no violenta 
se para la construcción del oleoducto 
Keystone XL y el paso de un oleoducto 
por las tierras sagradas de los Sioux en 
Standingrock. Ya en Colombia, en el ar-
chipiélago de San Andrés y Providencia, 
comunidades raizales logran detener la 
explotación de petróleo costa-afuera. Hoy, 
comunidades y organizaciones articula-
das a la Alianza Colombia Libre de Frac-
king luchamos en contra de la explotación 
de hidrocarburos no convencionales para 
mantener enterrados millones de barriles 
de petróleo. Diferentes organizaciones 
nos oponemos a la minería de carbón y de 
metales; rechazamos la construcción de 
grandes represas, que además de inun-
dar inmensas extensiones de bosques y 
generar pérdida de biodiversidad, emiten 
metano. A orillas del río Sinú, Asprocig, 
una organización de pescadores-cam-
pesinos-indígenas restaura kilómetros de 
bosques de galería donde resurge la vida. 
Donde trabaja el Colectivo de Reservas 
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Campesinas de Santander, los montes 
hoy profundizan sus raíces en territorios 
sobre-explotados. Las comunidades 
agroecológicas se expanden por todo el 
país renunciando a los tóxicos para rege-
nerar suelos, para dar al alimento el lugar 
de mayor preponderancia.

Una transición ambiental con justicia 
ambiental

La evidencia de que la energía fósil está 
llegando a su límite de extracción y que 
su explotación exacerba la crisis ha impul-
sado y acelerado las discusiones sobre la 
transición. Una vez más, la economía nos 
ha impuesto su agenda de discusión, de la 
que nos debemos liberar:

“si el capitalismo fósil ha definido lo que 
designamos por energía, entonces, cuanto 
más dominante se haga el concepto, más 
desigualdad habrá. Interpretar las revuel-
tas populares por la energía como si tan 
solo intentan lograr un reparto equitativo 
supone dejar fuera la mayor parte de lo im-
portante de la política actual. Simplemente 
utilizar el término sin sentido crítico supo-
ne encubrir algunas de las cuestiones más 
importantes que hacen falta debatir. Esta 
es una de las razones por las que en lugar 
de hacer preguntas del tipo ¿cómo pode-
mos financiar una transición energética? 
Podría ser más estratégico preguntarse 
primero ¿Es el mundo que está definido (en 
parte) por la energía el lugar por el que 
estamos luchando?” (Lohman, 2016). 

La construcción de sociedades post-pe-
tróleo de baja demanda de energía es una 
necesidad urgente y solo podrá llevarse 
a cabo a partir de cambios radicales en 
nuestra manera de habitar y relacionarnos 
con la tierra; a través de profundizar en 
consensos de equidad y de buen vivir: 
vida digna o buena vida. Muchas perso-
nas y organizaciones pensamos que el 
cambio no se hará por voluntad de los 
poderosos, que es nuestra tarea conse-
guirlo y construirlo y que involucra tantas 
dimensiones que es necesario avanzar 
hacia ellas. Transitar. Debemos cambiar el 
sistema y para eso, nuestras tareas deben 
permitirnos soñar un nuevo mundo donde 

la creatividad, el arte, la solidaridad, la 
cooperación, las economías de liberación, 
el afecto, la salud y la vida misma estén en 
el centro sin importar los costos ¿O es que 
acaso la vida tiene precio? Desde hace 
muchas generaciones buscamos una vida 
digna, un buen vivir, un vivir sabroso, una 
vida que valga la pena ser vivida. Necesita-
mos desenvolver nuestras palabras, pen-
sar cómo construir espacios y formas de 
emancipación. Formas de transformación.

La transición ambiental requiere 
fundamentalmente que:

•	 Entendamos que no es el planeta el que 
está en crisis: es el modelo de habitar, el 
sistema político y económico que tiene en 
riesgo la vida humana y no humana.

•	 Apreciemos la energía como un bien común 
producto de las condiciones ecológicas y el 
trabajo humano, no como una mercancía.

•	 Observemos cómo la energía se relaciona 
íntimamente con los entornos ecológicos 
en los que fluye, tanto por su genera-
ción, como en su consumo.

•	 Concibamos la energía como un elemento 
básico para la construcción de proyectos 
de vida regenerativos.

•	 Que el acceso a la energía sea controlado 
por las mismas comunidades en sistemas 
descentralizados de producción a través de 
proyectos democráticos y/o comunitarios 
que respeten los derechos de la naturaleza.

•	 La construyamos alrededor de un profundo 
cambio cultural que reduzca el consumo, a 
mucha distancia del discurso que nos habla 
de un mero cambio tecnológico.

•	 La soberanía energética, la soberanía ali-
mentaria, la justicia climática y la justicia 
hídrica son articulaciones básicas.

•	 Es necesario cambiar las estructuras 
de dominación por instancias partici-
pativas, antipatriarcales, asamblearias 
y deliberativas, que sienten formas de 
convivencia y de reproducción de la vida a 
escalas sustentables.

•	 Acordemos que la perspectiva de la energía 
como bien común tiene implícito el respeto 
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a los derechos territoriales, a los derechos 
de la naturaleza, a los derechos humanos 
con énfasis en las mujeres y los niños, 
al respeto por todas las formas de vida 
(Roa-Avendaño, Soler, & Aristizábal, 2018).

El sistema económico dominado por 
las transnacionales de las energías fó-
siles podrá respirar tranquilo mientras 
las propuestas que se planteen sean los 
“Bonos de carbono”, los “combustibles 
puente para la transición” (léase gas de 
“ fracking”) y la geoingeniería; cuando, 
además, los directivos de sus corporacio-
nes son invitados de honor, que participan 
de manera deliberativa en las cumbres 
(para citar el último caso, en la COP 25 
de Madrid, que entre su lista de patroci-
nadores tenía a las españolas Endesa e 
Iberdrola, que produjeron más del 10% de 
las emisiones totales del estado español 
en 2018.). Al final serán las mismas razo-
nes vacuas, como “la falta de ambición, 
de voluntad política, de compromiso”, 
las que, según ellos, impiden el cambio y 
determinan nuestro destino. Año tras año 
la atención de los gobiernos se centra en 
discusiones estériles mientras la vida de 
los ecosistemas de los que dependemos 
todos se extingue. Por eso reiteramos 
nuestro compromiso hoy en medio de esta 
pandemia, como ha sido siempre, con la 
vida diversa en la tierra, con la construc-
ción de procesos comunitarios regenera-
tivos que se opongan a las lógicas de un 
sistema económico que ha destruido todo 
a su paso. Seguiremos luchando por dejar 
los hidrocarburos en el subsuelo mientras 
armonizamos nuestro deseo con los lími-
tes justos que nos muestran los flujos de 
energía en el planeta. Señalaremos al sis-
tema económico capitalista y su destruc-
tivo metabolismo como el único causante 
de esta catástrofe. Seguiremos buscando 
construir relaciones donde quepamos 
todos y todas refundando nuestras prác-
ticas cotidianas, desde la manera en 
que nos alimentamos hasta la forma 
en que nos desplazamos, deseamos, y 
planificamos el futuro. Lucharemos para 
construir un nuevo mundo en el que, con 
prácticas regenerativas, recuperemos la 

razón y el corazón, en lo que tanto insisten 
nuestros “hermanos mayores”: entender-
nos como iguales a los demás seres que 
habitamos la tierra.
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Contaminación ambiental por la extracción 
de hidrocarburos: impactos sobre el agua, el 

aire y la tierra
Jenny Grillo

Introducción

L a explotación de hidrocarburos en el Valle del Magdalena Medio cumple más de 
100 años, desde que el 7 de marzo de 1906 se publicara en el Diario Oficial la 
Concesión de Mares, con el propósito de extraer petróleo. Este fue un período 
de tiempo en el cual la debilidad normativa institucional, de seguimiento y con-

trol ambiental de las autoridades, sumado a la irresponsabilidad empresarial y falta de 
aplicación de tecnologías de mínimo impacto, generaron contaminación en cuerpos de 
agua, y del aire con gases, material particulado y ruido. Se propició, además, la pérdida 
de cobertura vegetal y conectividad de ecosistemas como las ciénagas, así como im-
pactos socioeconómicos y culturales derivados de la relación de las comunidades con 
los recursos naturales. Todo esto desencadenó conflictos con la industria petrolera, así 
como dependencia a esta actividad en términos económicos y laborales.

La presente sesión tiene como fin abordar reflexiones acerca de la contaminación 
ambiental por la actividad extractiva de hidrocarburos, aclarando conceptos como 
medioambiente y efecto-impacto ambiental, describiendo impactos por etapas y ac-
tividades puntuales de la explotación petrolera y finalmente, realizando un contexto 
territorial en el Valle del Magdalena Medio que permita contrastar la infraestructura 
petrolera aquí instalada y sus pasivos ambientales versus áreas protegidas y oferta 
ambiental de la región.

Conceptos clave:

Las definiciones relacionadas con medioambiente no son estáticas, han ido cambian-
do con el pasar de los años y con los acuerdos internacionales acerca de desarrollo 
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sostenible y cambio climático. Incluso no 
son definiciones preestablecidas, pues 
dependen de diferentes concepciones 
humanas, algunas proteccionistas, otras 
utilitaristas, otras indigenistas, siendo es-
tas últimas visiones las que plantean una 
conservación total de la naturaleza con 
intervención humana, visiones mítico-reli-
giosas del medioambiente, o visiones de 
medioambiente al servicio de la civilización 
humana, donde todos los impactos deri-
vados pueden subsanarse con tecnología.

El deber del Estado en este caso es con-
ciliar estas visiones y definir criterios para 
evaluar el daño que algún tipo de actividad 
pueda ocasionar en la naturaleza y hacer 
seguimiento a las responsabilidades de 
las empresas, públicas y privadas, toman-
do medidas en caso de incumplimientos.

Según el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, el ambiente es 
una “fracción del globo terráqueo que 
comprende los elementos naturales, tanto 
físicos como biológicos, los elementos 
artificiales, sociales y culturales y las 
interacciones de éstos entre sí”. Induda-
blemente, el medioambiente no se limita 
a los elementos naturales presentes en la 
biósfera, sino que abarca también la rela-
ción que las personas tienen con lo que los 
rodea. Estas personas están supeditadas 
por la época en la que vivieron y dónde 
habitaron, es decir, que la concepción y 
manejo del medioambiente depende de 
factores temporales y espaciales.

Algunos estudiosos llevan la discusión 
del medioambiente hasta la teoría de sis-
temas y la teoría de la complejidad, donde 
prácticamente todos los elementos de 
la vida humana y de los ecosistemas 
están conectados de alguna manera y 
“desde esta postura (el medioambiente), 
ya no es más una sumatoria de elementos 
naturales, es un complejo sistema de de-
pendencias, (…) permite percibirlo como 
una red de fenómenos interconectados 
e interdependientes, reconociéndose el 
valor intrínseco de todos los componentes 
de los sistemas, donde el hombre es uno 
más21” Respecto a las definiciones de 
impacto ambiental, varias instituciones 
se han pronunciado: la ONU (1994) dice 
que “son los efectos causados por una 
actividad propuesta en el medioambiente, 
incluidos la salud y la seguridad de los 
seres humanos, la flora, la fauna, el suelo, 
la atmósfera, el agua, el clima, el paisaje y 
los monumentos históricos u otras estruc-
turas materiales (…); incluye así mismo las 
repercusiones sobre el patrimonio cultural 
o las condiciones socioeconómicas que 
se deriven de las alteraciones de esos 
factores” (ONU, 1994, p 2-3).

Por su parte, para el Ministerio de Me-
dio Ambiente y Desarrollo Sostenible es 
“cualquier alteración del ambiente, que 
sea adversa o beneficiosa, total o parcial, 
que pueda ser atribuida al desarrollo de 
un proyecto, obra o actividad22”

Para Wathern (1998, p.7), un estudioso de 
temas ambientales, un impacto ambiental 
“es el cambio de un parámetro ambien-
tal en un periodo de tiempo específico 
y sobre un área definida como resultado 
de una actividad [antrópica] particular.”  
Ésta última definición puede aportar más 
elementos para evaluar objetivamente los 
cambios que pueden ocurrir en el paso 
de un escenario sin proyecto a uno con 
proyecto e incluso, yendo un poco más 

21	 CAPRA, F. Op. Cit. p. 29.

22	 Adaptado de: COLOMBIA. MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO 
SOSTENIBLE –Minambiente. Decreto 1076 “Por medio del cual se ex-
pide el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo 
Sostenible”. Bogotá: Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
2015.

Ciénaga de Chucurí.
Fuente: sostenibilidadsemana.com
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lejos, a un escenario donde ese proyecto 
se desmanteló y abandonó y pudo dejar 
impactos residuales. También hay que 
evaluar que muchos proyectos petroleros 
se instalan en sitios donde ya se están 
desarrollando actividades extractivas, 
industriales y agroindustriales que gene-
ran impactos, por lo que la tendencia del 
territorio es de impactos acumulativos.

Impactos ambientales de la industria 
petrolera

En lo concreto, los impactos ambienta-
les son cualquier cambio que el humano 
pueda producir en el medioambiente, 
positivos o negativos. Incluso, al respirar 
generamos un cambio negativo en la 
atmósfera, porque emitimos dióxido de 
carbono (un gas de efecto invernadero), 
contrario a lo que hacen las plantas, que 
lo capturan y liberan oxígeno.

El problema con los impactos ambienta-
les es que, a escala masiva, van haciendo 

cambios cada vez más grandes. Esto 
se ve más marcado con las actividades 
extractivas, porque las empresas con-
sumen mucha más agua y más recursos 
naturales que no se renuevan (como es el 
caso de la minería, la tala y la explotación 
de hidrocarburos) y generan residuos 
líquidos y sólidos más complejos, que son 
difíciles de asimilar por el agua y el suelo.

Para facilitar el análisis de los impactos 
ambientales, hay varias metodologías 
existentes, que consisten en identificar 
impactos ambientales por cada una de las 
etapas y actividades que componen un 
proyecto. Posteriormente, se asigna una 
calificación con base en rangos y paráme-
tros preestablecidos, tales como carácter, 
magnitud, extensión y probabilidad de 
ocurrencia, que a pesar de basarse en 
parámetros y rangos cuantitativos, su 
calificación es, en últimas, cualitativa, de-
jando una ventana de evaluación subjetiva 
por parte del evaluador.

Particularmente, para el caso de los 
hidrocarburos se hace el seguimiento al 
desarrollo de una cadena productiva (ver 
Figura 3), es decir, un paso a paso, donde 
a lo largo de cada etapa va variando el 
nivel de intervención en el territorio, la 
cantidad de infraestructura instalada y la 
magnitud de los impactos generados.

El primer eslabón de esta cadena es la 
exploración sísmica, que es “un método 
que se utiliza para conocer las capas de 
rocas que se encuentran debajo de la 
tierra, el cual consiste en emitir ondas de 
sonido a través de generadores de energía 

Impactos ambientales actividades extractivas, 2020.
Fuente: Presentación Yenny Grillo

Figura 3. Cadena productiva de los hidrocarburos.
Fuente: ANH, 2008.
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(sismigel), que viajan por medio de las ca-
pas de rocas y son registradas por unos 
instrumentos llamados geófonos” (ANH, 
2008). En otros términos, la exploración 
sísmica consiste, básicamente, en la 
detonación de pequeñas cargas explo-
sivas alrededor de las cuales se han 
instalado previamente unos aparatos 
denominados geófonos. 

Durante muchos años fue considerada 
una actividad de bajo impacto por el 
Ministerio de Ambiente, a pesar de las 
denuncias y alertas generadas por las co-
munidades, principalmente por aquellas 
ubicadas en el piedemonte llanero, donde 
se evidenciaba afectación al suelo por 
movilización de equipos pesados, apertu-
ras de vías y operación de campamentos 
temporales y un grave impacto sobre las 
aguas subterráneas, pues “los disparos 
de las cargas detonantes pueden alterar la 
dinámica hídrica subterránea en terrenos 
poco consolidados, estas acciones repre-
sentan un impacto manejable, moderado 
o grave” (Oscar Vanegas, 2012). Ante 
estos escenarios, algunas corporaciones 
autónomas publicaron términos de re-
ferencia para permitir estas actividades 
en sus jurisdicciones y hasta este año, la 
ANLA publicó los términos de referencia 
para exploración sísmica marina.

Luego de la exploración sísmica, viene 
la perforación exploratoria que, como su 
nombre lo indica, implica la perforación 
de pozos para llegar hasta la capa de roca 
donde posiblemente se pudieron acumu-
lar los hidrocarburos. Para lograr ese fin, 
en esta parte de la cadena productiva 

se construyen vías nuevas, locaciones, 
líneas de flujos, tanques, equipos para 
bombear, tratar y separar el hidrocarburo 
de sus partes de agua y gas. También se 
instalan plantas de tratamiento de aguas 
residuales, piscinas de lodos contami-
nados y se hace operación de teas para 
quemar el gas resultante.

La perforación exploratoria es tem-
poral y finaliza cuando pruebas cortas y 
extensas, en las que se bombean hidro-
carburos, dan resultados positivos (el 
pozo pasa a ser productor y debe solicitar 
licencia ambiental para explotación) o 
negativos (se debe desmantelar el pozo y 
toda la infraestructura instalada).

En la etapa de producción, los pozos, 
de acuerdo con sus reservas, pueden ser 
explotados durante muchos años, entre-
gando mediante transporte terrestre o 
líneas de flujo, gas o crudo para ser refinar 
y, posteriormente, comercializar. Durante 
la refinación, el petróleo es sometido a 
altas temperaturas, que alcanzan los 400 
grados centígrados, para obtener produc-
tos derivados como combustibles (ACPM 
y Gasolina) y petroquímicos (la vaselina, 
cepillos, llantas, plásticos).

En general, los proyectos que extraen hi-
drocarburos se componen de tres etapas: 
la preoperativa, en la cual, normalmente, 
se socializa el proyecto, se contratan 
bienes, servicios y servidumbres y se 
realiza contratación de mano de obra no 
calificada en las comunidades del área de 
influencia. Todas estas actividades buscan 

Geófono: Es una herramienta de tipo electromagnético, 
empleada para detectar fugas de agua en el suelo. Capta 
las vibraciones ocasionadas por la presión de agua al salir.
Fuente: www.netjet.es

La explotación petrolera transforma dramáticamente los 
ecosistemas con toda su infraestructura.
Fuente: actualidadrt.com
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viabilizar socialmente el proyecto antes de 
la entrada de maquinaria y personal. La 
siguiente etapa es la operativa, donde se 
realiza la explotación del recurso. Final-
mente, una última etapa post-operativa, 
donde se realiza el desmantelamiento 
y abandono de toda la infraestructura 
montada y debería cerrarse los pasivos 
ambientales y sociales23.

La etapa preoperativa conlleva conflic-
tos sociales y expectativas de vida en las 
comunidades que se arraigan y se profun-
dizan con los años. Altera la dinámica de 
vida de la gente, su cotidianidad, cambia 
el uso del suelo y su vocación: tierras 
altamente productivas, donde alguna vez 
había cultivos o actividades pecuarias, 
ahora están ocupadas por plataformas 
petroleras o vías nuevas, y zonas de 
pastos o bosques naturales empiezan a 
transformarse en líneas de flujo, piscinas 
para lodos contaminados y tanques de 
almacenamiento de crudo, entre otras 
infraestructuras. Los paisajes naturales, 
reconocidos por las personas, se trans-
forman en el tráfico continuo de vehículos, 
ruido y polvo. En la etapa preoperativa se 
siembran los futuros impactos más signi-
ficativos. En la etapa operativa, el primer 
impacto fuerte está relacionado con el 
descapote de cobertura vegetal, genera 
pérdida de suelo y, como consecuencia 
de la pérdida de la vegetación, se pierde 

23	 Pasivos ambientales y sociales: son todas aquellas deudas que 
adquieren las empresas petroleras a razón del daño ambiental y social 
que puedan ocasionar al medioambiente y a las comunidades. 

la fauna, no solo de mamíferos, aves o 
reptiles, sino de insectos y microorga-
nismos que viven en el suelo. El impacto 
grave en la vegetación radica en que se 
rompen los ecosistemas y no volverán a 
ser lo que eran antes; los ríos, lagunas, hu-
medales, morichales, pierden su dinámica 
anterior. Se rompe la conexión entre todos 
los agentes naturales.

En la etapa operativa viene la genera-
ción de residuos sólidos y líquidos, cuyo 
tratamiento es complejo y muchas em-
presas no cumplen, pues los disponen en 
suelos, cuerpos de agua o en el subsuelo 
(mediante la reinyección) con mecanismos 
cuyas características de calidad son 
poco confiables, llevando a riesgos de 
contaminación de ríos, suelos y aguas 
subterráneas; se emiten gases y polvo de 
máquinas y vehículos que trabajan las 24 
horas de los 365 días del año.

Maquinaria para extracción hidráulica.
Fuente: animalpolitico.com

Es habitual que las empresas luego de realizar la extracción 
de hidrocarburos dejen abandonada la infraestructura.
Fuente: elespectador.com
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Durante la etapa operativa también se 
pueden presentar derrames de crudo, 
químicos, aguas residuales y otros re-
siduos que pueden afectar la vida de la 
naturaleza y la salud humana.

Finalmente, la etapa post-operativa, 
dependiendo de cómo lo maneje cada 
empresa, puede ser la puerta de entrada 
de pasivos ambientales, es decir, de dejar 
pendientes o conflictos socioambienta-
les vigentes en los territorios ¿Por qué 
puede pasar? Porque todo lo que no se 
hizo adecuadamente desde el principio, 
ahora puede dejar graves consecuencias: 
pozos petroleros mal abandonados 
que contaminaron acuíferos o secaron 
pozos de agua y aljibes cercanos; ríos y 
suelos contaminados por derrames mal 
atendidos o por vertimientos de agua re-
sidual no tratada; compromisos con las 
comunidades que nunca se cumplieron 
y contaminación excesiva del aire.

Breve contexto ambiental del Valle 
del Magdalena Medio

“La llanura aluvial de la cuenca Media del 
río Magdalena (…), a través de sus 31.181 
km2, alberga una gran variedad de ecosis-
temas, dentro de los cuales se destaca la 
presencia de 889 mil hectáreas de com-
plejos cenagosos y más de 1,5 millones 
de hectáreas de bosques y sabanas na-
turales, soporte de una gran variedad de 
servicios ecosistémicos, que constituyen 
un importante patrimonio y capital natural 
de la nación. Sin embargo, la historia de 
sobreexplotación y destrucción a la que 
han estado sometidos los ecosistemas y 
en especial, los humedales de la región, 
producto del desarrollo de economías 
extractivas proyectadas e impulsadas 
desde los gobiernos centrales, ponen en 
jaque la sostenibilidad del territorio y, con 
ella, el bienestar de las comunidades que 
lo habitan” (Garzón y Gutiérrez, 2013, p 8).

El Valle del Magdalena Medio, entre las 
cordilleras oriental y central, está integrado 
por 7 departamentos (Antioquia, Bolívar, 
Boyacá, Caldas, Cesar, Cundinamarca y 
Santander) y 32 municipios, los cuales son 

en su mayoría rurales, con excepción de 
los centros urbanos de Barrancabermeja, 
Aguachica y La Dorada.

Esta región contiene una de las mayo-
res zonas de complejos cenagosos del 
país, en donde se localizan cerca de 205 
ciénagas. Alrededor de estos ecosistemas 
estratégicos se han logrado conformar 
zonas protegidas, como, por ejemplo, el 
Distrito de Manejo Integrado (DMI) San 
Silvestre y el Distrito Regional de Manejo 
Integrado (DRMI) Yariguíes, que es la zona 
de amortiguamiento del PNN Yariguíes.

Sin embargo, estas zonas protegidas, 
y las coberturas vegetales boscosas se 
ven amenazadas. Durante el período 
transcurrido entre el año 2000 y el 2010, 
en la región del Magdalena Medio se 
deforestaron cerca de 205.538 hectá-
reas de bosque (Humbolt y Alma, 2013), 
principalmente, en los departamentos de 
Bolívar y Santander. Esta deforestación 
y degradación ecosistémica se ha dado 
por actividades intensivas pecuarias, 

Mono araña café. Especie endémica del Magdalena Medio.
Fuente: semanasostenible.com

Derrame de petróleo en Barrancabermeja. 2018. 
Emergencia ambiental que duró más de 25 días. 
Fuente: elpais.com
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agroindustriales (palma africana), minería 
y producción de hidrocarburos que, 
además de derivar en conflictos so-
cioambientales, ha propiciado pérdida de 
arraigo territorial al aumentar la cantidad 
de población flotante.

Particularmente, la producción de 
hidrocarburos ha sido un sector coyun-
tural en la configuración del Magdalena 
Medio. De acuerdo con la información 

suministrada por la Agencia Nacional de 
Hidrocarburos – ANH (2020), 29 de los 
32 municipios que constituyen la región 
presentan incidencia de esta actividad. 
Sin embargo, es en el departamento 
de Santander donde se concentra el 
66% de la producción.

“El desarrollo de esta industria, que 
implica redes de carreteras, pozos, faci-
lidades de producción y refinación en la 

Fuente: Corporación Podion.
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cuenca media del río Magdalena, origina una perturbación de gran incidencia territorial. 
Esto tiene un fuerte impacto sobre los ecosistemas, en la medida en que las diferentes 
fases del proceso productivo (exploración, acceso y preparación del pozo, perforación, 
producción, limpieza y cierre), afectan los sistemas ecológicos allí existentes” (Ko y Day, 
2004). Ver Figura 5.

Actualmente, la Corporación Podion está adelantando una investigación acerca de 
los pasivos ambientales presentes en el municipio de Puerto Wilches, en los campos 
petroleros La Cira-Infantas, Casabe-Peñas Blancas, Cantagallo-Yarirí, Llanito, Lisama 
y La Rompida, todos estos operados actualmente por Ecopetrol. En esta región se 
han adelantado solicitudes de licencia ambiental para los primeros proyectos de 
fracking en Colombia, en los APE Guane A (Ecopetrol) y VMM37 (Exxon Mobil), donde 
posiblemente podrían realizarse proyectos piloto de investigación de fracturamiento 
hidráulico horizontal en roca generadora. El área de estudio se presenta a continuación 
en la siguiente imagen:

La preocupación con respecto a la situación mencionada, resumida en la Tabla 1, tiene 
que ver con: 1) pozos con más de 70 años de inactividad, que significan un riesgo latente 
de posible contaminación de acuíferos, suelo y aguas superficiales con crudo y 2) pozos 
abandonados que no reportan fecha por parte de la ANH, con lo cual queda en duda la 
verificación por parte de esta entidad sobre los desmantelamientos de estas estructuras.

Tabla 1.

También es importante mencionar que, en los últimos 3 años, los campos Lisama, La 
Cira-Infantas y la Rompida, han reportado a la ANLA y a la ANH cerca de 366 contin-
gencias relacionadas con derrames de crudo y fugas, en un promedio de 10 eventos 
al mes. Un número significativo de estos eventos fueron iniciados por “pozos mal aban-
donados”, donde se presentan afloramientos de crudo y fallas operativas o de material 
de tuberías o líneas de flujo. Estos hechos demuestran una probabilidad de ocurrencia 
muy alta de eventos que generen grandes daños en el medioambiente de la región en un 
espacio geográfico reducido.

CAMPOS Pozos
activos

Pozos 
inyectores 
inactivos

Pozos 
inyectores 

abandonados

Pozos 
inactivos 

total

Pozos 
abandonados 

total

Abandono 
definitivo

Abandono 
temporal

Fecha más 
antigua de 
inactividad

Pozos sin 
fecha de 

abandono

Yariguí Cantagallo 163 1 0 8 74 74 0 10/02/2015 2

Casabe 515 93 268 199 735 735 0 31/10/2016 222

Peñas Blancas 23 0 0 3 2 2 0 4/02/1989 2

La Cira 1302 0 0 187 753 753 0 31/08/2016 257

Infantas 456 0 0 86 490 490 0 31/08/2016 248

Lisama 31 0 0 41 93 93 0 31/08/1937 0

Llanito 106 0 0 60 157 157 0 1/03/1953 0

La Rompida 0 0 0 5 3 3 0 6/01/1986 0

TOTAL 2596 94 268 589 2307 2307 0  731

Fuente: Elaboración propia a partir de información de ANH, 2020.
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Impactos en la salud por contaminación de 
metales pesados

Andrés Ramírez

Magdalena Medio: petróleo, plomo y mercurio

E n dos de las actividades productivas a las que se dedican las comunidades 
del Magdalena Medio recientemente, se presentan situaciones que afectan 
las condiciones ambientales y de salud de las personas: por un lado, la baja 
sostenibilidad ambiental en una de las principales actividades productivas de la 

zona (hidrocarburos) y en el otro, la contaminación y afectación de importantes fuentes 
hídricas de la región. Ambas obstaculizan el equilibrio entre el crecimiento económico y 
el cuidado del medioambiente y el bienestar social.

En febrero del año 2016 la Universidad Nacional de Colombia reveló un informe24 donde 
describe la forma en la cual el “plomo” y otros metales pesados afectan no solo la salud 
de las personas, sino también los ecosistemas utilizados para la agricultura y ganadería 
en algunos municipios de la Región del Magdalena Medio. En el caso preciso de la capital 
petroquímica de Colombia, la actividad de explotación y refinación del petróleo desarrollada 
a lo largo de la historia desencadenó la contaminación grave de los pastos, que sirven de 
insumo para las actividades de pastoreo que se realizan en dichos lugares, como es el caso 
de las pasturas del corregimiento El Centro y el municipio de Yondó, lo que ha provocado el 
aumento en las concentraciones de plomo, cadmio, mercurio y otros metales generalmente 
tóxicos para los seres humanos, con el agravante de que estas sustancias se han ido acu-
mulando progresivamente en los tejidos del ganado que se distribuye en 22 municipios de 
las zonas ganaderas identificadas por el proyecto Ganadería Colombiana Sostenible25.

24	 Manuel José Peláez, John Jairo Bustamante & Eyder Daniel Gómez López, “Metales pesados contaminan pastos” Virtual Pro, (2016).

25	 Andrés Felipe Zuluaga, Carolina Giraldo E & Julián David Chará, “Proyecto Ganadería Colombiana Sostenible” Servicios ambientales que proveen los 
Sistemas Silvopastoriles y los beneficios para la biodiversidad, n° 4 (2011): 1-36.
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De lo anterior es importante mencionar 
algunas aclaraciones. La principal es que 
el estudio realizado por la Universidad 
Nacional de Colombia se basó en una 
recolección de muestras en el municipio 
de Yondó y en Barrancabermeja. No obs-
tante, en el Foro Regional de Ganadería 
Sostenible para el Magdalena Medio,26 
el 7 de noviembre de 2017, se identificó 
como obstáculo para el pilar ambiental 
la contaminación de recursos hídricos 
por hidrocarburos y se proyectó que, a 

26	 Mesa Ganadería Sostenible Colombia, “Foros Regionales Ganadería 
Sostenible” Región del Magdalena Medio. (2017): 1-52. 

largo plazo, por medio de las aguas del 
subsuelo, las demás pasturas del resto de 
municipios se podrían contaminar.

Dentro de las sustancias identificadas 
en el procesamiento de las muestras de 
pasto se encontraron metales pesados, 
los cuales son llamados así por tener un 
peso superior a cinco gramos por centí-
metro cúbico (cm3) y se clasifican dentro 
del grupo de los elementos metálicos que 
poseen un número atómico por encima de 
veinte. Son metales con alto riesgo de 
toxicidad para la salud de las personas, 
no traen ningún beneficio a ningún ser 
vivo, su acumulación en el organismo 
de los animales causa enfermedades 
serias como el saturnismo, la baja circu-
lación de oxígeno al sistema sanguíneo 
y descompensación en la cantidad de 
hemoglobina en la sangre.

En el informe se destaca que las mues-
tras de pasto recolectadas presentan 
hojas amarillentas, resquebrajamiento de 
raíces y concentraciones de sustancias 
ajenas a la vida en la pared de los vege-
tales, producto de aquellos metales que 
impiden el adecuado funcionamiento de 

Ciénaga de San Silvestre, Santander. Lugar que abastece de agua a más de 300.000 personas. Durante los últimos años se 
ha visto afectado por contaminación, debido a derramamiento de lixiviados y otros residuos de la industria petrolera.
Fuente: sostenibilidad.semana.com

La contaminación en el río Magdalena genera disminución 
de su caudal normal, contribuyendo a la desaparición de 
especies, aumento de enfermedades, entre otros.
Fuente: www.opinioncaribe.com
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la planta en términos de producción de 
nutrientes, fundamentales para el de-
sarrollo del vegetal.

Envenenamiento de Suelos, 
alimentos y aguas

El gobierno local, departamental y la 
Corporación Autónoma Regional, a día de 
hoy, no se han pronunciado al respecto, por 
lo que se interpreta un desconocimiento 
en las problemáticas socioambientales de 
las comunidades u omisión de las conse-
cuencias a largo plazo de la situación. La 
gravedad del asunto demanda un accio-
nar complejo, ya que estos compuestos 
avanzan hacia los habitantes a través de 
la cadena alimenticia. En el mismo estudio 
se pudo comprobar que en el “matadero” 
municipal de Barrancabermeja, donde se 
sacrifican los bovinos para comercializar 
posteriormente su consumo, se eviden-
cian altos niveles de Plomo y Cadmio en 
40 vacas muestreadas aleatoriamente. 
La concentración de Plomo y Cadmio 
está por encima de lo permitido en híga-
dos, músculos y riñones de estos bovinos, 
según las normas Codex Alimentarius 
y Unión Europea. Aun así, es distribuida 
para el consumo humano en el puerto 
petrolero, lo que pone en riesgo la salud y 
la vida de sus habitantes. En este sentido, 
la distribución de los alimentos de origen 
animal consumidos en Barrancabermeja 
podría decirse que roza con la ilegalidad.

La situación de sostenibilidad ambiental 
y cuidado de la salud de las personas per-
tenecientes a las poblaciones de la región 
se ve amenazada también por la conta-
minación de los espejos acuáticos, pues 
se han podido evidenciar vertimientos de 
lixiviados con altos niveles de metales pe-
sados, poniendo en alto riesgo la salud de 
los animales y personas. Específicamente, 
la ciénaga San Silvestre, única fuente de 
abastecimiento y potabilización para la 
empresa Aguas de Barrancabermeja S.A. 
E.S.P, ha sido tema de debate en los últi-
mos años, debido a un estudio realizado 
por la Universidad Pontificia Bolivaria-
na,27 en el cual se determinó concentra-
ciones de mercurio (Hg) en la cuenca y el 
antiguo relleno sanitario “La Esmeralda”, 
desde donde se hacen los vertimientos de 
lixiviados, por el doble de lo permitido. A 
esto se le suma la poca efectividad en las 
prácticas de floculación, sedimentación, 
clorificación y desinfección empleadas 
por la empresa de agua potable que no 
solo no permiten extraer este metal que 
se encuentra a nivel molecular, sino que 
propicia la formación de triahalometanos 
(TMH),28 asociados con la aparición de 
cáncer y otros tipos de mutaciones según 
la Organización Mundial de la Salud.

27	 Universidad Pontifica Bolivariana, “Informe Caracterización abril 2015” 
Ciénaga San Silvestre, (2015): 1-33.

28	 Compuesto generado por la potabilización del agua y la reacción 
de la materia orgánica, aún no tratada, con el cloro utilizado para 
desinfectar.

Ciclo de mercurio en el agua.
Tomado de: seguridadalimentaria.elika.eus

Los residuos liberados durante la actividad de explotación 
petrolera son absorbidos por los suelos. Los suelos, a 
su vez, son el sustrato en contacto con las raíces de las 
especies vegetales del lugar donde se alimentan las reses.
Fuente: agenciadenoticias.unal.edu.co
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Afectaciones a la salud de las 
personas

En el caso de los efectos en la salud 
del mercurio y trihalometanos en los 
organismos, es importante señalar que los 
lixiviados convierten de manera natural el 
mercurio en una sustancia denominada 
“metilmercurio”, un compuesto más 
tóxico que el mercurio en estado puro 
a bajas dosis. El metilmercurio pasa a 
formar parte de la cadena alimentaria 
acuática, se bioacumula y biomagnifica29, 
de manera que puede ser transportado 
posteriormente por las especies. Es la 
forma de mercurio con mayor respon-
sabilidad de contaminación en peces, 
aves de corral y mamíferos, tras tener 
contacto con aguas contaminadas por la 
sustancia. Cuando una persona ingiere 
metilmercurio, el estómago y los intes-
tinos lo absorben en forma mucho más 
completa que el mercurio normal, luego 
es transportado a las diferentes partes 
del cuerpo, resultando en afectación 
principal el sistema nervioso, dañando de 
forma permanente cerebro y riñones. Se 
ha podido observar en mujeres embara-
zadas afectación en el desarrollo del feto, 
incluso meses después de la exposición 
de la madre a este compuesto. En el año 
2000 se realizó un estudio a cargo de la 

29	 Biomagnificación: Acumulación en el tiempo de metales y otras 
sustancias en un organismo a partir de fuentes tanto bióticas (otros 
organismos) o abióticas (suelo, aire y agua).

Agencia Estadounidense de Protección 
Ambiental (U.S. EPA30) y el Consejo de 
Investigación de las Academias Naciona-
les de Ciencias e Ingeniería demostrando 
que la población de más alto riesgo de 
exposición al metilmercurio son los hijos 
de mujeres que consumieron grandes 
cantidades de pescado.

Una pregunta importante a estas alturas 
sería, ¿Qué se ha hecho al respecto? Y 
la respuesta es que, a pesar de la clau-
sura del relleno sanitario, se determinó 
que sus pasivos durarán veinte años en 
extinguirse. En los últimos diez años no 
se ha llevado un monitoreo riguroso del 
relleno sanitario “La Esmeralda” ni de 
la ciénaga San Silvestre. Los programas 
de salud, medioambiente y monitoreo 
de la presencia de metales pesados 
en la población del Magdalena Medio 
son inexistentes, según lo confirman 
entrevistas hechas por medios nacionales 
al gobierno local, ya que gran parte del 
presupuesto municipal destinado a la Se-
cretaría de Salud se invierte en programas 
de prevención y mitigación del mosquito 
Anopheles31, transmisor del dengue.

30	 Paul B Tchounwou, Wellington K Ayensu, Nanuli Ninashvili & Dwayne 
Sutton, “Environmental exposure to mercury and its toxicopathologic 
implications for public health”, (2003): 149-175.

31	 Las diferentes familias de este organismo transmiten parásitos, 
bacterias y virus.

2019. Mortandad de peces en la Ciénaga de San 
Silvestre, Santander.
Fuente: www.lafm.com.co Envenenamiento por mercurio (Hidrargiria, hidrargirismo, 

mercurialismo) es causado por la exposición al 
mercurio o sus compuestos.
Fuente: nefrologia.peru
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Como se ha mencionado anteriormente, 
la amenaza relacionada con la aglome-
ración de metales pesados, lixiviados y 
trihalometanos consiste en la aparición y 
aumento de enfermedades como el satur-
nismo (también conocida como plumbio-
sis) en la región, caracterizada por efectos 
tóxicos gastrointestinales, produciendo 
vómito, dolor abdominal, oscurecimiento 
de las heces y estreñimiento, debido al 
consumo de partículas de plomo disueltas 
en líquidos o alimentos.

La plumbiosis, adicionalmente, tiene 
efectos en el desarrollo neurológico de los 
niños, que se manifiestan con cansancio 
e irritabilidad y termina desencadenando 
problemas como déficit de atención e 
hiperactividad (TDAH). En el peor de los 
casos, epilepsia, retraso mental, neuropa-
tía óptica y ceguera.

La toxicidad de los metales pesados 
en los diferentes órganos del cuerpo se 
comienza a manifestar principalmente en 
los riñones, resultado de la acumulación 
de sales o minerales que puede generar 
cálculos renales de manera recurrente. 
En venas y arterias se presenta engro-
samiento de las paredes de los vasos 
sanguíneos resultando en hipertensión y 
disminución de la cantidad de hemoglo-
bina en los glóbulos rojos.

En el caso del consumo de agua potabi-
lizada por procesos de cloración o clorifi-
cación es importante recalcar que cuando 
un elemento como el cloro reacciona 
con el metilmercurio se da la formación 
de sustancias denominadas trihalometa-
nos32, relacionados directamente con la 
aparición de diferentes tipos de Cáncer. 
Desde la Organización Mundial de la 
Salud se han identificado grandes riesgos 
en la desinfección del agua por medio de 
la utilización de cloro por su potencial pe-
ligro con los trihalometanos, los cuales, 
después de ser consumidos a través del 
agua o alimentos de origen acuático, se 

32	 Carlos Díaz Delgado, “Agua potable para comunidades rurales, 
reúso y tratamientos avanzados de aguas residuales domésticas” 
Consideraciones sobre los subproductos de la desinfección, Capítulo 
14 (2003) :168-180.

comienzan a acumular en órganos como 
la vejiga, hígado y riñón, hasta producir 
tumores. Con el tiempo afectan las cé-
lulas de los órganos e inician el proceso 
de carcinogénesis. La cifra determinada 
con relación a lo anterior se sostiene en 
estudios de los cuales se concluye que el 
5% de los casos de cáncer de vejiga en el 
mundo se debe al consumo de agua con 
presencia de THM33. En cifras de la OMS, 
1 de cada 100.000 personas se encuen-
tran contaminadas por esta sustancia y, 
por ende, potencialmente podrían tener 
cáncer a lo largo del tiempo.

El precio de ignorar la importancia 
de la vida

¿Cómo una región con tantas regalías 
llega a esta situación ambiental? La 
respuesta es muy clara por parte de los 
mandatarios locales de cada una de las 

33	 30 Laura Tardón, “El 5% de los tumores de vejiga se asocian a un 
contaminante del agua potable”, (2020). 

Comunicado de la Fiscalía imputando cargos a representante 
de empresa de aseo por daños ambientales en la ciénaga 
de San Silvestre, denunciados por la población civil.
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municipalidades que componen la región 
del Magdalena Medio. Por extraño que 
parezca, ninguno tiene conocimientos 
técnicos o científicos ni se han realizado 
estudios por parte de las administracio-
nes municipales que develen el estado 
de contaminación y planteen planes y 
estrategias de mitigación, reparación o 
compensación. No ha habido un alcalde 
con preparación científica o la capacidad 
de evaluar asuntos como la biomagnifi-
cación de los venenos presentes en los 
agroecosistemas de la región, el aumento 
de la concentración de metales pesados 
en el agua que se consume, la efectividad 
de los programas de salud y medioam-
biente, la preparación de los ciudadanos 
para ser económicamente independientes 
de la industria petrolera y el impacto de 
esta actividad en la calidad de vida de las 
personas. En dadas circunstancias cuen-
tan con asesores que se inclinan a inte-
reses propios del sector de hidrocarburos 
donde se protege la producción industrial, 
en muchos casos, por encima de la misma 
vida y salud de las personas.

A partir de esto, quedan bastantes 
cuestionamientos: ¿cómo deciden 
estos asuntos los ribereños? ¿cómo se 
instruyen los mandatarios de estos mu-
nicipios? y ¿quién toma en realidad las 
decisiones en materia de medioambiente 
y salud en esta ciudad?

En este escenario, la tarea de los pobla-
dores de los municipios ribereños consiste 
principalmente en instruirse acerca de los 
impactos de las actividades de explota-
ción de hidrocarburos en la naturaleza 
y, por consiguiente, en la salud de las 
personas, involucrándose en la búsqueda 
de soluciones como sujetos activos en la 
constante reflexión.

Por su parte, es responsabilidad de 
la sociedad y las instituciones poner 
al servicio de estas comunidades una 
efectiva divulgación científica y herra-
mientas organizativas necesarias para 
iniciar una búsqueda de generar procesos 
donde el medioambiente y las actividades 

económicas humanas se relacionen 
en una perspectiva de cuidado de la 
vida en los territorios.
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Aporte del sector de petróleo y gas a la 
economía colombiana

Por Álvaro Pardo34

Introducción34

L a evaluación tradicional del aporte del sector de hidrocarburos a la economía 
colombiana se limita a examinar su contribución a las exportaciones, la renta 
del sector (impuestos y regalías), el empleo y el suministro de insumos a los 
hogares, la industria y la agricultura. Desde luego que se trata de un aporte muy 

importante, pero mal podría dejarse de lado otro tipo de impactos que tienen que ver con 
las dimensiones ambientales y sociales, especialmente aquellos que se manifiestan en 
los territorios y afectan a las comunidades.

Tampoco en una evaluación integral del 
sector de hidrocarburos podría hacerse 
abstracción del contexto conflictivo y de 
violencia en el que se ha desarrollado 
desde la firma de la Concesión de Mares 
en 190535 hasta la imposición de la técnica 
del fracking para la explotación de crudos 
no convencionales (CNC) en la actualidad.  

No obstante, sin desconocer las di-
versas problemáticas desatadas por la 
práctica petrolera en Colombia, el presen-
te trabajo se limita al examen del aporte 

34	 Economista con especialización en Derecho Minero-Energético y Derecho Constitucional. 

35	 Petróleo y Protesta Obrera (2009). La USO y los trabajadores petroleros en Colombia. Tomo 1. Renán Vega Cantor y otros. Corporación Aury Marrugo. 

Fuerte impacto ambiental originado por la extracción 
de hidrocarburos.
Fuente: lacomunidadpetrolera.com
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económico del sector a la economía del 
país. En ese sentido, se expondrá sobre: 
1) mercado internacional de hidrocarbu-
ros, 2) aporte al sector externo, 3) aporte 
al Producto Interno Bruto (PIB) y relación 
con los demás sectores de la economía y 
4) la renta minera (impuestos y regalías), 
generada a favor de la Nación por la 
explotación de los Recursos Naturales 
no Renovables (RNNR).

1. MERCADO INTERNACIONAL DE 
HIDROCARBUROS

El petróleo y el gas son bienes de amplia 
comercialización en el mercado mundial, 
y aunque sus reservas se encuentran en 
muchos países, unos con más, otros con 
menos, en el mercado siempre habrá 
economías con importantes volúmenes 
de demanda y otras con elevados vo-
lúmenes de producción.

Se trata también de un bien estratégico 
que ha sido fuente de tensiones geoestra-
tégicas, grandes conflictos entre naciones, 
guerras, especulación, invasiones, con 
un cartel de grandes productores (OPEP) 
con capacidad de imponer precios en el 
mercado internacional y, en los últimos 
años, con la presencia de nuevos actores: 
Estados Unidos y Rusia como grandes 
productores. La pandemia del COVID-19 
provocó importantes alteraciones en el 
mercado, con caídas de precios, incluso 
a niveles negativos, y unos movimientos 
que elevan el nivel de incertidumbre 
para los inversionistas.

Regiones productoras y 
consumidores en el mundo.

•	 Las reservas mundiales de hidrocarburos 
pasaron de 1277,1 millones de barriles en 
1999 a 1.733,9 millones de barriles en el 
2019, suficientes para satisfacer la deman-
da de los próximos 50 años, si no hubiese 
nuevos descubrimientos.

•	 El 34% de las reservas mundial de 
hidrocarburos está en manos de Vene-
zuela y Arabia Saudita.

•	 El 40% de las reservas mundiales perte-
nece a países árabes.

•	 México llegó a tener 21,5 mm de barriles 
en reserva durante 1999. El año pasado 
redujo sus reservas a solo 5,8 mm de ba-
rriles, fruto de la explotación acelerada de 
sus recursos petrolíferos.

•	 Las reservas colombianas (2019) ascienden 
a 2.036 millones de barriles, es decir, al 0,1% 
del total de las reservas mundiales.

Producción mundial de hidrocarburos

•	 Estados Unidos pasó de ser un importador 
neto de hidrocarburos a mayor productor 
en 2019, entre otros, gracias a la extrac-
ción por la técnica del fracking.

•	 El contrapeso a Estados Unidos es una 
alianza entre los países de la OPEP 
(Arabia Saudita) y la Federación Rusa, 
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que tienen acuerdos de producción 
para manejar los precios del crudo en el 
mercado internacional.

•	 Venezuela, pese a que cuenta con las 
mayores reservas de crudo del mundo, 
no aparece en la lista de productores im-
portantes (PDVESA y bloqueo) y México, 
miembro fundador de la OPEP, que perdió 
su condición de exportador neto y en los 
últimos años importa crudo de Estados 
Unidos. (Privatización de la Industria).

•	 La producción mundial de petróleos fue de 
95.192 millones de barriles diarios, siendo 
Estados Unidos el mayor consumidor del 
mundo, y se estima que hay excedentes 
en el mercado por unos nueve millones de 
barriles diarios, razón por la cual los pre-
cios se mantienen en niveles relativamente 
bajos (WTI y BRENT).

•	 La producción colombiana de petróleos 
fue de 780.000 barriles diarios en 2019, es 
decir, el 0,0013% del total mundial.

Colombia no es un país significativo en 
el mercado mundial de hidrocarburos y, 
sin embargo, se comporta como un país 
que compite por la inversión extranjera a 
través de grandes beneficios tributarios y 
su política económica se orienta a manejar 
la economía basada en este sector.

Precios internacionales de crudo

•	 Luego de varias décadas de precios relati-
vamente estables, en los años setenta co-
mienza un largo periodo de inestabilidad 
causado por tensiones entre naciones pro-
ductoras y compradoras de hidrocarburos.

•	 Colombia no es un gran productor de hi-
drocarburos y sus reservas apenas alcan-
za para 6,3 años, por lo tanto su papel en 
el mercado internacional es de tomador de 
precios, es decir, exporta excedentes, pero 
a los precios que determine el mercado.

•	 El sector externo colombiano depende en 
buena medida de los volúmenes de expor-
tación, que son bajos, y de unos precios 
que se determinan en el exterior. Por tanto, 
el sector externo depende de variables exó-
genas, lo que lo hace muy vulnerable frente 
a un mercado de precios volátiles.

2. APORTE AL SECTOR EXTERNO

Las exportaciones tradicionales fueron 
durante muchas décadas y hasta el año 
2009 el primer renglón de las ventas ex-
ternas del país. Se destacaban los textiles, 
confecciones y productos agrícolas (ba-
nanos, flores). Este fue el resultado de una 
política agrícola e industrial de la segunda 
mitad del siglo pasado, en la cual tuvo 
lugar un modelo de sustitución de impor-
taciones y de crecimiento hacia adentro.

Con la apertura de la economía en el 
gobierno de Cesar Gaviria (1990-1994), la 
política de protección de la producción na-
cional cedió terreno frente a la apertura y 
la globalización de la economía: redujeron 
los aranceles, eliminaron las restricciones 
al comercio exterior y crearon estímulos a 
la inversión extranjera.
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Las llamadas exportaciones tradicio-
nales mantuvieron un buen ritmo de 
crecimiento hasta el año 2008, cuando 
se estancaron en niveles de US15 a US18 
millones de dólares anuales. Coincide 
ese año con el incremento de los precios 
internacionales del crudo, los cuales lle-
garon a niveles históricos y superaron con 
creces todos los demás productos de la 
canasta exportadora colombiana. A partir 
del 2015, los precios de los hidrocarburos 
empezaron a caer y arrastraron la econo-
mía, como veremos más adelante.

Comportamiento de las 
exportaciones colombianas

•	 La curva verde muestra el comportamiento 
de las exportaciones colombianas y se obser-
va que se comportan de manera muy similar a 
las exportaciones de hidrocarburos.

•	 El carbón y el ferroníquel no tienen un im-
pacto significativo sobre el comportamiento 
de las exportaciones, pero definitivamente 
los hidrocarburos pesan mucho a nivel de las 
ventas internacionales del país.

•	 El comportamiento de las exportaciones 
de crudo define claramente el comporta-
miento de las exportaciones colombianas. 

En algunos años, la exportación de crudos 
y derivados alcanza al 50% de las ven-
tas externas del país.

•	 Para el gobierno nacional y las empresas del 
sector esta es una de las grandes virtudes del 
sector petrolero, como fuente de recursos 
externo para el país, pero para otros sectores 
depender de un producto básico y no tener 
una canasta diversificada de productos de 
exportación es un gran problema.

Depender del petróleo, un bien cuyos 
precios son volátiles y dependen de 
factores exógenos (que no dependen del 
país), coloca en riesgo permanente la 
balanza de pagos y la balanza comercial, 
lo cual hace mucho más frágil la economía 
colombiana. Pero, además, cuando no 
existen otros productos de exportación 
y dependemos esencialmente de uno, 
hace que los vaivenes de los precios 
se transmitan directamente a la econo-
mía nacional y genere ciclos de auge y 
recesión con efectos desastrosos sobre 
las finanzas públicas, la deuda externa, el 
presupuesto nacional, el empleo, el gasto 
social y la tributación.

Pese a los impactos negativos en pe-
riodos de bajos precios del petróleo, el 
gobierno persiste en alentar la locomotora 
petrolera, ahora con la explotación de cru-
dos no convencionales extraídos mediante 
la técnica del fracking, que es una práctica 
prohibida en muchos países, reconocido 
por sus graves impactos ambientales 
y sociales y que, dado el alto costo de 
extracción, hace que los gobiernos deban 
subsidiar a las petroleras, como es el caso 
de los Estados Unidos.

Fuente: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

Fuente: DANE-DIAN. Cálculos OEE MINCIT
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Según este cuadro del Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, en el año 
2019 las ventas externas de combustibles 
y productos de la industria extractiva 
ascendieron a US22.024 millones de 
dólares, 11% menos que en el 2018. 
Dichas exportaciones representaron el 
55,8% del total en 2019.

Balanza comercial y balanza de pagos

Como consecuencia del marchita-
miento de las actividades industriales y 
agrícolas, el país no ha podido diversificar 
su canasta exportadora y sus ventas al 
exterior están altamente concentradas 
en petróleo, carbón, níquel y oro. A esto 
debe sumarse que la tasa de cambio 
estimula las importaciones y se configura, 
en consecuencia, un déficit estructural de 
la balanza comercial que no se ha podido 
superar pese al boom de precios de es-
tos productos básicos.

Con una balanza comercial deficitaria 
y el ingreso de recursos por Inversión 
Extranjera y créditos internacionales 
(deuda externa), se genera una balanza 
de pagos también deficitaria. De manera 
que puede también concluirse que el 
modelo extractivista tampoco ha contri-
buido a que el país pueda manejar unas 
cuentas externas sanas.

3. APORTE AL PRODUCTO INTERNO 
BRUTO

El sector petrolero ha contribuido, a 
través de las exportaciones, a la balanza 
comercial y la balanza de pagos e ingresos 
por inversión extranjera. Internamente ha 
aportado con la generación de hidrocar-
buros −una parte de los cuales son refina-
dos en Barrancabermeja y Cartagena− y 
de gas para la industria y los hogares, así 
como ingresos para el país por concepto 
de impuestos, regalías y dividendos.

La empresa más importante del sector 
petrolero es Ecopetrol, cuyos pagos por 
impuesto de renta, regalías y dividendos 
superan el 85% del total de ingresos de 
la Nación por la explotación de hidrocar-
buros. Sin embargo, el comportamiento 

de este sector no deja de ser paradójico, 
pues no todos los aspectos de la política 
petrolera son positivos para el país. 

Empecemos por observar uno de los 
impactos negativos más importantes del 
boom de precios o bonanza petroleras so-
bre la economía colombiana en general y 

sobre los sectores más importantes como 
la industria y la agricultura.

Enfermedad Holandesa

Lo primero que observamos es un ciclo 
perfecto del comportamiento del sector 
petrolero (columnas azules), el mismo que 
se ha visto con los productos básicos en 
los países que han reprimarizado sus eco-
nomías: una fase ascendente, explicada 
bien por un alza súbita de los precios o los 
mayores volúmenes exportados. Luego 
una disminución del crecimiento por caída 
en los precios o en las exportaciones.

La línea punteada representa la ten-
dencia de mediano plazo del crecimiento 
de la economía colombiana y se observa 
que es una tendencia decreciente en 
el tiempo, cada vez, el crecimiento es 
más débil. Y esa es la misma tendencia 
en los países que han reprimarizado sus 
economías, que confían en estos sectores 
extractivistas la sostenibilidad de las eco-
nomías, pero las cifras han demostrado 
siempre lo contrario.

La pregunta es: ¿puede confiarse el 
crecimiento y la sustentabilidad de las 
economías en un sector que muestra ese 
comportamiento cíclico y recurrente en su 
crecimiento? La respuesta es No.
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Empecemos por definir qué es la 
enfermedad holandesa. La expresión 
nace luego de que Holanda descubre un 
enorme yacimiento de gas en el mar del 
Norte a mediados del siglo pasado. Aun-
que esto no deja de ser una gran noticia 
para cualquier país, el tema fue que las 
exportaciones de gas atrajeron una gran 
cantidad de divisas que hicieron que la 
moneda local se revaluara. Al revaluarse 
la moneda, se hizo más barato importar 
bienes y servicios del exterior que pro-
ducirlos internamente, afectando a los 
sectores reales de la economía, como la 
industria y la agricultura.

La enfermedad holandesa es un fenóme-
no propio de países como Colombia y por 
eso no fuimos ajenos a las consecuencias: 

la pérdida del dinamismo y competitividad 
de la industria y la agricultura.

Producto Interno Bruto y el sector 
agropecuario.

Con cifras del DANE observamos en la 
gráfica cómo la participación del sector 
agropecuario en el PIB mantiene una 
tendencia descendente. El sector ha 

perdido dinamismo y reduce su aporte al 
Producto Interno Bruto.

Producto Interno Bruto y sector 
manufacturero.

Se observa en el periodo 2005-2019 
la tendencia al debilitamiento del sector 
manufacturero y pérdida de su aporte 
al PIB. Estos son sectores, agricultura 
e industria, generadores de riqueza y 

empleo para el país. Estos dos sectores 
fueron determinantes en el crecimiento 
e industrialización de los países que hoy 
llamamos desarrollados.

Agricultura, minas y petróleos e 
industria

Esta gráfica es muy elocuente: registra 
la tendencia decreciente de los sectores 
reales de la economía, consecuencia de 
la enfermedad holandesa y la ausencia de 
una política que apoye a estos sectores 

en periodos de auge del sector extrac-
tivo. Se creó el Fondo para el Ahorro y 
Estabilización Petrolera (FAEP), pero el 
resultado no fue muy exitoso.

Empleo por rama de actividad 
económica (DANE)

Otras secuelas de las economías extrac-
tivistas o reprimarizadas son el desempleo 
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que genera la pérdida de competitividad 
de la industria y la agricultura, la inflación 
importada a través de los bienes y servicios 
que se traen del exterior y el florecimiento 
de otras actividades parasitarias de las 
economías, como el sector financiero y 

el comercio. Estas actividades, aunque 
generan empleo, no generan riqueza, ni 
valor agregado, su negocio es la interme-
diación de bienes (comercio) y del dinero 
(financiero), aunque la economía neoliberal 
no las considera así.

Aporte sectorial al PIB Colombiano

Existen otros sectores de la economía 
(comercio, finanzas, la industria y la 
agricultura) que aportan al PIB mucho 
más de lo que aporta el sector de minas 
y petróleos. El reto de la política econó-
mica es incentivar a los sectores reales, 
agricultura e industria, para que crezcan, 
promover la industrialización (genera-
ción de valor agregado) y diversificar la 
canasta exportadora, para construir una 
economía sustentable.

Aporte porcentual de los sectores de 
minas y petróleos al PIB

Con mucha frecuencia, especialmente 
las empresas y gremios del sector minero, 
utilizan las estadísticas del sector extrac-
tivo para insinuar que su aporte al PIB es 
fundamental. Sin embargo, las cifras del 
DANE muestran claramente que dentro 
del sector extractivo, el sector petrolero 
es quien lleva la batuta.

En promedio el sector minero aportó 
en el periodo 2005-2019 el 2,3% del PIB, 
mientras que el petrolero aportó 5,2% 
del PIB promedio en el mismo periodo. 
Pero muy importante es también señalar 
que dentro del sector de hidrocarburos, 

Ecopetrol es la empresa estatal que 
hace una contribución superior al 80% al 
Producto Interno Bruto.

Aporte de Ecopetrol al PIB Nacional 
(2018 y 2019)36

Miles de millones de pesos constantes

Sector de Minas y Petróleos en el 
sector extractivo

La gráfica anterior nos permite observar 
la importancia de los hidrocarburos dentro 
del sector extractivo y destacar nuevamen-
te el comportamiento irregular y cíclico de 
estos sectores, que dependen fundamen-
talmente de los precios internacionales.

Sí la locomotora minera depende del 
vaivén de las cotizaciones y Colombia 
depende de las exportaciones de petróleo 
y carbón, es obvio que el país no está en 
condiciones de estabilizar su economía y 
de procurar a través de ellos un crecimien-
to sustentable en el tiempo.

Reservas probadas de crudo y la 
pérdida de la autosostenibilidad

Uno de los riesgos más críticos que 
enfrenta actualmente la economía colom-
biana es el desabastecimiento a la vuelta 
de seis a siete años de combustibles por 
la disminución de las reservas probadas 

36	 Informe de Gestión Ecopetrol 2019. Dimensión Económica. Página 
204. 
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y el hecho de que no se haya registrado 
ningún descubrimiento importante de 
hidrocarburos en territorio nacional.

De acuerdo con el Ministerio de Minas 
y Energía37, las reservas probadas de 
petróleo pasaron de 1.958 millones de 
barriles reportados en 2018 a 2.036 millo-
nes de barriles en 2019. Su vida media útil 
aumentó de 6,2 a 6,3 años.

En gas, las reservas probadas pasaron 
de 3.782 giga pies cúbicos en 2018 a 3.149 
gigas pies cúbicos en 2019 y su vida útil se 
redujo de 9,8 años a 8,1 años.

Se trata de un gran desafío para la 
economía colombiana y este ha sido el 
argumento principal del gobierno y las 
empresas petroleras para justificar la 
explotación de crudos no convencionales 
por la técnica del fracking en el país.

4. LA RENTA MINERA: IMPUESTOS, 
REGALÍAS Y DIVIDENDOS

El cálculo y monto de la renta minera 
ha generado desde hace varias décadas 
una gran confrontación entre las em-
presas mineras, sus gremios y sectores 
críticos de modelos extractivos por los 
enormes beneficios que reciben las 
empresas, gracias a gobiernos urgidos 
de recursos para financiar los gastos del 
Estado (funcionamiento, inversión y pago 
de la deuda pública).

Empecemos por explicar qué es la renta 
minera. Para algunos, especialmente para 
los defensores de la gran minería, es la 
suma de todos los pagos que las compa-
ñías mineras hacen dentro del país, entre 
ellos, los pagos a los trabajadores y em-
pleados, los parafiscales, los impuestos 
de renta, IVA, Ica, Predial, las compras a 
los contratistas y proveedores y servicios 
públicos, entre otros. Es obvio que esos 
recursos quedan en el país, pero también 
es obvio que lo que les pagan a los traba-
jadores, por ejemplo, son ingresos de los 
trabajadores, no del Estado. 

37	 Boletín Informativo. Minenergía, abril 2020, 

Empresas mineras y petroleras han 
encargado estudios a diversas entidades 
privadas (Ernst&Jones), a través de los 
cuales explican que Colombia se queda 
con más de $70 pesos por cada $100 
producido por la industria y que por tanto 
el país tiene una de las rentas extractivas 
más altas del mundo.

Para otros, la renta minera es la sumato-
ria de los recursos que le quedan al país 
por la explotación de los recursos natura-
les no renovables (Artículo 360 de la Carta 
Política), es decir, las regalías, los impues-
tos que deben pagar las compañías en el 
país donde generan su renta (Impuesto 
de Renta) y en el caso colombiano, los 
dividendos que Ecopetrol paga al Estado, 
su principal accionista.

¿Qué le queda al Estado por la explota-
ción de sus recursos naturales no renova-
bles? Esa es la pregunta que trataremos 
de responder a continuación:

Empezamos por el impuesto de ren-
ta. La DIAN publica todos los años el 
valor agregado de las declaraciones de 
renta por sectores de la economía, de 

manera que, tomando las cifras corres-
pondientes al sector de hidrocarburos, 
podremos calcular cuánto es lo que en 
realidad pagan al Estado.

El sector de hidrocarburos pagó impues-
tos por $7,3 billones de pesos en el 2018, 
pero los beneficios tributarios ascendie-
ron a $4,3 billones de pesos. Es decir, por 
cada peso de impuesto de renta pagado, 
el Estado dejó de cobrar $0,58 centavos.

Cálculos propios a partir de estadística de la DIAN 
(en millones de pesos).
Fuente: DIAN
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Los beneficios tributarios son recursos 
que el Estado entrega o deja de cobrar 
a este sector a manera de incentivos por 
invertir en la exploración y explotación de 
hidrocarburos en Colombia. Los benefi-
cios tributarios incluyen las deducciones, 
exenciones y descuentos tributarios 
y además otros ingresos llamados no 
constitutivos de renta.

En la misma página de la DIAN38 se 
puede observar que existen 226 bene-
ficios tributarios que, si bien no todos 
aplican al sector de hidrocarburos, sí 
explican por qué el aporte del sector es 
tan bajo en relación con otros sectores 
de la economía. La existencia de nume-
rosos beneficios tributarios hace que 
las compañías no paguen a las tarifas 
nominales del impuesto de renta, sino a 
tasas muy inferiores.

Cálculos propios indican que mientras la 
tasa nominal de tributación fue del 33% en 
el 2018, la tasa efectiva de tributación fue 
apenas del 7,07%. Esto es realmente una 
calamidad para 48 millones de colombia-
nos por varias razones:

•	 Exceptuando a Ecopetrol39, entregar 
beneficios tributarios onerosos para 
el fisco nacional significa subsidiar a 
empresas petroleras privadas, en su 
mayor parte multinacionales.

•	 Entregar beneficios tributarios a em-
presas petroleras privadas significa 
renunciar a una parte importante de la 
renta minera, es decir, entregar a muy 
bajo costo los recursos naturales no 
renovables de propiedad del Estado.

•	 Renunciar a una parte de los 
impuestos que estas compañías 
deberían pagar, es renunciar a 
recursos que bien el Estado podría 
orientar a financiar el gasto social, en 
salud, educación y servicios públicos 
esenciales, entre otros.

38	 https://www.dian.gov.co/impuestos/reformatributaria/beneficiostri-
butarios/Paginas/Beneficios-Tributarios.aspx

39	 “La normatividad tributaria vigente no contempla desgravaciones fiscales 
que puedan ser utilizadas por la Compañía”. Informe de Gestión Ecopetrol 
2019. Página 210. 

En suma, resulta increíble que el Go-
bierno colombiano subsidie a grandes 
multinacionales mineras y petroleras en 
un país pobre y necesitado de recursos 
para salvar de la miseria y la pobreza a 
miles de ciudadanos. No obstante, las 
últimas reformas tributarias continúan 
aprobando beneficios para las compañías 
del sector, entre ellos:

•	 Reducción del impuesto de renta del 
33% (2020) al 30% (2022).

•	 Cuando las compañías petroleras 
suscriban contratos de Estabilidad 
Jurídica podrán reducir la tarifa del 
impuesto de renta al 27%.

•	 Cero impuestos por remesa de utilida-
des a sus casas matrices.

•	 Por cada $100 pesos que inviertan 
las compañías podrán deducir $150 
pesos de sus impuestos de renta

•	 Deducción de los intereses de sus 
créditos (117), de las donaciones a 
sus fundaciones (19), de sus aportes 
a campañas políticas (227) y de las 
inversiones en control, conservación y 
mejoramiento del ambiente (255).

•	 Exclusión del pago de aranceles e IVA 
por compra de activos fijos (258-1).

•	 Pueden deducir del impuesto 
de renta los impuestos al ICA, 
predial y vehículos.

•	 Deducción del 50% (2020) al 
100% (2022) del 4x1000.

•	 Eliminación de la renta presuntiva.

•	 Depreciación acelerada de sus activos.

•	 Certificados de Reembolso Tributario 
(CERT) para el pago de impuestos.

•	 Disminución del 100% al 60% de las re-
galías para crudos no convencionales. 
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¿Qué tan importantes son los impuestos 
de las compañías petroleras respecto al 
total de recaudo del impuesto de renta 
en el país?

Los sectores de minas y petróleos apor-
taron al total del recaudo de la Nación por 
impuesto de renta en promedio 4,42%. 
Quiere esto decir que, si bien los recursos 
que aportan son importantes para un país 
de baja recaudación, sus aportes no son 
importantes, existen otros sectores de la 
economía que aportan mucho más al total.

Aportes sector hidrocarburos

El sector de hidrocarburos aportó en 
promedio el 3,55% del total del recaudo 
de la Nación por impuesto de renta. 
Se trata de una cifra poco significativa 
frente al total, que en más del 80% fue 
aporte de Ecopetrol y que las variaciones 
en los aportes anuales se explican por 
los vaivenes del precio del crudo en el 
mercado internacional.

Los impuestos del extractivismo y el 
fisco nacional

La línea naranja muestra los gastos del 
Gobierno Nacional Central (GNC), que se 
resumen en los gastos de funcionamiento, 
inversión pública y pago de la deuda, en 
tanto que la línea azul muestra los ingresos 
del gobierno por impuestos, dividendos 
y créditos, etc. Lo que vemos, es que, 
desde comienzo del siglo, los gastos 
superan los ingresos, de ahí el enorme 
déficit estructural del GNC. Gasta más de 
lo que le ingresa y pese a las recurrentes 
reformas tributarias, el gobierno no ha 
sido capaz de reducir ese déficit.

Una de las razones de que sus ingresos 
no crezcan, son los beneficios tributarios 
a las empresas, especialmente del sector 
extractivista. Los beneficios son recursos 
que el Estado deja de recaudar, de mane-
ra que los beneficios que se entregan a las 
empresas de petróleos y mineras coadyu-
van a la generación del déficit fiscal y a que 
haya menos recursos para el gasto social.

Deuda Pública Externa

Otro tema importante de analizar es 
¿Por qué si el país obtiene tantos recur-
sos por la explotación de minerales e 
hidrocarburos, debemos acudir a créditos 
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Año ImpoRenta
Recaudo total

ImpoRenta 
petroleras y 

mineras

Porcentaje del 
total

2014 96.283.965 5.666.109 5,88

2015 103.155.483 1.934.471 1,88

2016 107.142.729 2.081.214 1,94

2017 114.893.599 5.530.739 4,81

2018 121.352.060 9.263.717 7.63

Promedio 4,42

Aportes sector minas e hidrocarburos
Fuente: DIAN – Millones de pesos

Año ImpoRenta
Recaudo total

ImpoRenta 
petroleras

Porcentaje del 
total

2014 96.283.965 5.369.618 5,5

2015 103.155.483 1.560.012 1,5

2016 107.142.729 1.517.791 1,41

2017 114.893.599 3.781.649 3,28

2018 121.352.060 7.371.688 6,07

Promedio 3,55

Fuente: DIAN – Millones de pesos
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de la banca internacional y de los orga-
nismos multilaterales de crédito, como el 
Banco Mundial y el FMI?

La respuesta es porque el país no 
obtiene una renta minera que le aporte 
para atender los gastos del GNC y por 
eso debe, entre otras, endeudarse. Se 
trata de un pasivo gigantesco, que todas 
las próximas generaciones se debe-
rán encargar de pagar.

Regalías

“La explotación de un recurso natural no 
renovable causará, a favor del Estado, 
una contraprestación económica a título 
de regalía, sin perjuicio de cualquier otro 
derecho o compensación que se pacte”.

El Artículo 360 de la Carta Política

Las tarifas de las regalías y la fórmula 
para la liquidación de estas fueron re-
glamentadas en la Ley 756 de 200240. 
Las tarifas de las regalías oscilan entre 
el 8% y el 25%, dependiendo del volu-
men de la producción diaria, aunque no 
existen campos que extraigan más de 
400.000 bpd y por tanto, ninguno que 
pague regalías del 25%.

Independientemente de la discusión 
sobre el nivel de las regalías, el problema 
más grave del sector es la deducción de 
las regalías de los impuestos por parte de 
las empresas del sector.

Nuevamente, observamos aquí que las 
regalías que paga el sector de petróleos 
son superiores a las que paga el sector 
minero, en el cual predominan las grandes 
multinacionales: Glencore, BHP Billiton, 

40	 Esta ley reglamentó a su vez la Ley 141 de 1994. 

Drummond, Anglo American, etc. Pero 
también está Ecopetrol, el gran aportante 
de regalías al país.

El Consejo de Estado falló en junio de 
este año en favor de un concepto emiti-
do por la DIAN en el 2005, en el cual se 
autorizaba a las compañías mineras y 
petroleras a deducir las regalías de su 
impuesto de renta. Esta autorización ha 
generado una gran controversia, pues 
existen por lo menos tres versiones sobre 
su objeto e implicaciones:

•	 Las regalías son del Estado y 
las compañías no tienen por qué 
pagar impuesto sobre unos ingre-
sos que no son suyos.

•	 Las regalías son un costo para las 
empresas y como todos los demás 
costos, las empresas están en todo su 
derecho de deducirlas.

•	 Las empresas no pueden deducir las 
regalías de sus impuestos, porque al 
deducirlas están recuperando lo que 
por otro lado han pagado al Estado 
por la explotación de los recursos 
naturales no renovables.

Cualquiera que sea la explicación, lo 
cierto hoy es que las compañías deducen 
las regalías de su impuesto de renta y al 
deducirlas, reducen en ese mismo valor 
la renta líquida gravable y por tanto, los 
impuestos que pagan a la Nación. Se trata 
indirectamente de una forma de recuperar 
las regalías pagadas al Sistema General 
de Regalías y de convertir en letra muerta 
el mandato del Artículo 360 de la Carta 
Política. Y si indirectamente las compa-
ñías recuperan las regalías, la pregunta 
es ¿Qué nos queda a los colombianos 
por la explotación de nuestros recursos 
naturales no renovables? 
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Desarrollo de la práctica de extracción en 
Yacimientos No Convencionales: ¿Cómo el 

fracking se tomó el mundo?
Óscar Sampayo

Introducción

L os Yacimientos No Convencionales —YNC— de hidrocarburos son los 
yacimientos donde se produce o se genera gas y/o petrolero en formaciones 
geológicas denominadas roca generadora o roca madre. En la bibliografía 
producida en Colombia sobre yacimientos de hidrocarburos no convencionales 

se encuentra el estudio realizado por Diego Zafra, de la Escuela de Geología de la Uni-
versidad Industrial de Santander -UIS-. Este documento nos resalta que “los yacimientos 
no convencionales de hidrocarburos son aquellos que se encuentra en rocas de baja 
porosidad y permeabilidad y no tienen la capacidad de fluir sin intervención, es decir, 
permanecen en la roca madre, donde se generaron o han migrado a rocas reservorio de 
características compactas”. (Zafra Otero, 2018, p.5)

En Colombia, hasta hace muy poco, 
los Yacimientos No Convencionales 
de hidrocarburos no eran de interés 
comercial, debido a que la producción 
de hidrocarburos en los Yacimiento Con-
vencionales mantenía un precio estable 
y el barril de petróleo fluctuaba entre 20 
a 30 dólares. Todo cambió en el periodo 
comprendido entre 2001 y 2010.

La situación geopolítica generó un alza 
nunca antes vista en el precio del barril 
de petróleo. El recrudecimiento de la Zonas de fracking en Estados Unidos.

Fuente: El Espectador
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situación en Medio Oriente ante las inva-
siones lideradas por los Estados Unidos 
en Afganistán e Irak, la confrontación 
política de Estados Unidos con Venezuela, 
al igual que otros sucesos que se presen-
taban en el mundo durante estos años, 
tales como la primavera árabe (donde 
varios países del norte de África y Oriente 
Medio generaron movilizaciones en busca 
de aperturas democráticas ante regíme-
nes casi totalitarios como los de Egipto 
y Túnez) o la situación que se presentó 
en Libia con la invasión y, en general, los 
hechos de guerra en esa parte del mundo, 
generaron un aumento a precio histórico 
del petróleo, que llegó a cotizarse en 
más 130 dólares el barril.

Ante la nueva realidad de precios altos 
en la cotización del barril de petróleo, 
varios países, entre ellos Canadá, Rusia, 
China y Estados Unidos, principalmente, 
comenzaron a promulgar políticas y 
programas con el propósito de buscar 
la autosuficiencia energética y reducir 
su dependencia de los hidrocarburos 
provenientes de los países árabes, afri-
canos o de América Latina. Dentro de las 
medidas que adelantaron para permitir 
el desarrollo de los YNC, en un primer 
momento estuvo la flexibilización de las 
leyes y normas ambientales. Por ejemplo, 
en los Estados Unidos sobre el 2005 se 
promulga la Energy Policy Acts, que es 
una ley federal que exime a las empresas 
petroleras de cumplir leyes que protegían 

la naturaleza, como lo hacían la Ley de 
Aire Limpio, la Ley de Agua Limpia o la Ley 
de Agua Potable (Roca, 2020)

La normativa en Colombia, establecida 
por decretos y resoluciones del ejecutivo 
y no por leyes debatidas en el Congreso, 
específicamente con el Decreto 3004 
del 26 de diciembre de 2016, definió los 
Yacimientos No Convencionales como 
aquellos que incluyen gas y petróleo en 
arenas y carbonatos apretados, gas me-
tano asociado a mantos de carbón (CBM), 
gas y petróleo de lutitas (shale), hidratos 
de metano y arenas bituminosas. En Co-
lombia, la Unidad de Planeación Minero 
Energética -UPME-, el Servicio Geológico 
Colombiano y otras instituciones han rea-
lizado varias publicaciones describiendo 
estudios adelantados sobre el potencial 
de los Yacimientos No Convencionales en 
el país, resaltando que este potencial de 
recurso en gas y petróleo de lutitas, como 
de gas asociado a mantos de carbón, se 
encuentra en las regiones del Magdalena 
Medio, Cesar, Ranchería y Catatumbo y, 
a nivel departamental, en Boyacá, Norte 
de Santander, Santander, Cundinamarca, 
Antioquia y Córdoba.

La invasión de Estados Unidos a países de Medio Oriente 
como Irak y Afganistán fueron uno de los detonantes en las 
transformaciones que sufrió el mercado del petróleo.
Fuente: elordenmundial.com

Sistemas petrolíferos convencional y no convencional. La 
gráfica ilustra el tipo de intervención en el suelo ejecutada 
por cada una de las técnicas.
Fuente: acp.com.co
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El desarrollo de los Yacimientos No 
Convencionales y la imposición del 
fracking

El alto precio del barril de petróleo entre 
el 2008 y 2014, cuando su valor oscilaba 
en promedio entre los 80 a 120 dólares 
por barril, abrió todo un escenario para 
que se realizaran avances tecnológicos en 
las técnicas y procedimientos de perfora-
ción y, posteriormente, extracción, con el 
propósito de acceder al hidrocarburo que 
se encontraban en la roca generadora. 
De este modo, aparecieron numerosas 
compañías de servicios petroleros en los 
Estados Unidos y en el mundo. Las más 
grandes, como Halliburton, Schlumberger, 
Baker Hughes y Weatherford, se robuste-
cieron y consolidaron como prestadoras 
de servicios para la extracción petrolera, 
no solo en los Estados Unidos sino en 
países árabes y en América Latina. Fue 
en los Estados Unidos, gracias a una 
serie de factores, como la laxitud en los 
permisos ambientales y el alto valor del 
barril, donde se dio la consolidación de 
una técnica que se hizo rentable, el fractu-
ramiento hidráulico en la roca generadora, 
realizado en las formaciones de Marcellus, 
Eagle Ford, Permian, Barnett, con el fin de 
extraer petróleo y gas.

Las perforaciones de miles de pozos a lo 
largo y ancho de los Estados Unidos con 
el propósito de realizar fracking aumenta-
ron año a año. Solo en un periodo de 2013 

más de 10.000 pozos se perforaron en las 
diferentes formaciones con el propósito 
de extraer hidrocarburos en Yacimientos 
No Convencionales. En un artículo de 
Portafolio, publicado el 9 de junio de 2019, 
sobre las luces y sombras del fracking en 
la explotación de petróleo, se señala que 
alrededor de 146.137 pozos ya han reci-
bido algún tipo de desarrollo de fracking. 
Para la fecha de publicación del mencio-
nado artículo, sin contar con Alaska y las 
operaciones offshore, ese país contaba 
un total de 2.829.675 pozos petroleros, de 
los cuales 2.460.568 pozos son verticales, 
279.995 son horizontales y 89.112 son 
direccionales, según datos de Drillinginfo. 

Fue así como el desarrollo de los Yaci-
mientos No Convencionales se impuso 
en los Estados Unidos, bajo un pretexto 
de autonomía energética, sometiendo 
el territorio a la utilización de la técnica 
del fracturamiento hidráulico en roca 
generadora o fracking.

El resultado de la implementación del 
fracking para la extracción de hidrocar-
buros en los Estados Unidos se consolidó 
expandiéndose a nivel global. En efecto, 
esta técnica llegó a países que poseen 
potenciales reservas en estos yacimien-
tos, como Australia, China, Canadá y 
Argentina, donde se replicaron las mismas 
lógicas que permitieron el desarrollo de los 
Yacimientos No Convencionales en los Es-
tados Unidos. A la par, países que tuvieran 
algún mínimo de reservas como Colombia, 
Bolivia o Chile, decretaron leyes o normas 
con el propósito de atraer inversión y poder 
desarrollar los Yacimientos Petroleros No 
Convencionales. En estos países tuvieron 
lugar leyes como la reducción del pago de 
regalías o el poder descontar impuestos 
por la construcción de obras.

Desde los Estados Unidos, con la 
colaboración de la Agencia de Energía 
de ese país, se promovió la implemen-
tación del fracking para el desarrollo de 
los YNC. Se mapearon las diferentes 
cuencas y formaciones con potenciales 
y propiciaron un ambiente económico 
donde los bancos y las principales bolsas 

Mapa de pozos de Yacimientos No 
Convencionales en Estados Unidos.



PROGRAMA SOCIOAMBIENTAL Corporación Podion

76 Herramientas para la Defensa del Territorio - Santander

del mundo financiaban estas actividades, 
hasta el 2014-2015, cuando se da un bajo-
nazo abrupto en los precios del petróleo, 
llegando a menos de 30 dólares a princi-
pios del 2016, evidenciando, una vez más, 
la volatilidad de esta actividad extractiva.

Por otra parte, Estados Unidos y otros 
países como Canadá y Rusia durante la 
década del 2010 al 2020 lograron superar 
la producción de petrolero y gas por enci-
ma de los demás países productores que 
pertenecen a la OPEP (Organización de 
Países Exportadora de Petróleo), hecho 
que no se presentaba por lo menos en 
los últimos 50 años. Hoy en día, Estados 
Unidos, gracias al desarrollo de sus YNC, 
es el principal productor de petróleo en el 
mundo, alcanzando una producción diaria 
de 16 millones de barriles. La instauración 
del fracking y la perforación de miles 
de pozos ha permitido el mejoramiento 
de equipos como los taladros y brocas 
que permitieron llegar a profundidades 
considerables, del mismo modo que ha 
posibilitado el perfeccionamiento y la 
capacidad de multi-direccionar un pozo 
vertical a horizontal por largos trayectos. 
El fracking se continúa implementando 
y sigue su avance por varios países del 
mundo a pesar de los enormes costos 
ambientales y sociales que produce.

El alto precio del barril de petróleo que 
se evidenciaba entre el periodo 2008 al 

2015 es diferente al periodo 2016-2020, 
donde su precio ha oscilado entre los 
30 a 60 dólares por barril, inestabilidad 
en la que la incertidumbre se apodera 
de inversionistas y los banqueros, gene-
rando alarmas y preocupaciones sobre 
los resultados financieros que arrojan 
los desarrollos de los Yacimientos No 
Convencionales de hidrocarburos, pues la 
producción de estos pozos ha declinado 
años tras año y, por lo menos, en 5 años 
un pozo productor pierde prácticamente 
su productividad. A esta limitante se le 
suman otros elementos ambientales que 
evidencian la realidad nociva del modelo 
que acarrean estos yacimientos, pues al 
exigir perforación constante de pozos y 
excavación de múltiples pozos horizon-
tales que se fracturan, se da una agresiva 
intervención en territorio y se utilizan de 
forma desmedida enormes cantidades 
de recursos naturales, generando un 
sometimiento brutal sobre la naturaleza. 
Estas consecuencias son apreciables, por 
ejemplo, en las enormes cantidades de 
metano liberadas en los pozos perforados 
en la formación del Permian, o en el au-
mento de la sismicidad en lugares como 
Oklahoma donde, por consecuencia de la 
reinyección de las aguas resultantes del 
proceso del fracking, se han aumentado 
los temblores en sitios donde se realiza 
este tipo de prácticas.

Fuente: Reporte 2020 de la Agencia de Energía de los Estados Unidos
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El desarrollo de los YNC y la consoli-
dación del fracking como técnica para la 
extracción de hidrocarburos en los Esta-
dos Unidos y su expansión hacia otros 
países, en un primer momento generó 
la creación de muchas empresas que 
ofrecían servicios especializados para 
la realización de fracturas hidráulicas 
en la roca generadora, así como de otras 
actividades específicas de esta práctica 
que requieren de tecnología con altos 
estándares de innovación y conocimiento. 
Sus servicios son costosísimos y en toda 
la puesta en operación de estas activida-
des relacionadas con las fracturas, son las 
empresas que se llevan una buena parte 
del presupuesto a la hora de planear las 

perforaciones donde se va a fracturar la 
roca generadora. Sin embargo, la diná-
mica del negocio de los hidrocarburos 
y su alta incertidumbre llevaron a que 
en el 2019 y el primer semestre de 2020 
una gran cantidad de empresas que se 
dedican a ofertar servicios de fracking 
comenzaran a declararse en bancarrota, 
o se valieran de leyes fiscales o tributarias 
de los Estados Unidos para realizar una 
reestructuración, debido a la incapacidad 
de asumir sus obligaciones con los ban-
cos e inversionistas.

Los Yacimientos No Convenciona-
les en América Latina

Fuente: (Arroyo & Perdriel, 2020)
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Un informe escrito por Andrés Arroyo y 
Andrea Pedriel, publicado por la CEPAL 
en el año 2015, evidencia, según datos 
de la Agencia de Energía de los Estados 
Unidos, que en América Latina las mayo-
res reservas de gas en Yacimientos No 
Convencionales o en roca generadora se 
hallan en Argentina, México, Brasil y Ve-
nezuela, con reservas probables de entre 
165 hasta de 802 billones de pies cúbicos 
de gas. En el caso del petróleo, siguiendo 
el mismo estudio, las reservas probables 
se estiman entre 5.300 millones de barri-
les en Brasil, 6.800 millones de barriles en 
Colombia, 13.100 millones de barriles en 
México o 13.400 millones de barriles en 
Venezuela. Las mayores reservas del cru-
do se encuentran en Argentina, alrededor 
de 27 mil millones de barriles, de acuerdo 
con los datos entregados por la misma 
Agencia de Energía de los Estados Unidos.

Las provincias de Neuquén y de Mendoza 
en Argentina fueron los lugares de América 
Latina donde se inició la implementación 
de la extracción de hidrocarburos en YNC 
utilizando la técnica del fracking. Del mis-
mo modo que en los Estado Unidos, esta 
actividad extractivista hizo su aparición 
respaldada por beneficios tributarios, con 
flexibilización en las normas ambientales y 
generando impactos irreparables sobre la 
naturaleza en dichas provincias, todo ello 
documentado por organizaciones como 
el Observatorio Petrolero del Sur o la 
Fundación Ambiente y Recursos, quienes 
evidencian las afectaciones irreparables 

que ha ocasionado el desarrollo del frac-
king en las comunidades Mapuches y de 
algunas localidades de Mendoza.

A excepción de países con grandes 
reservas de Yacimientos Convencionales 
y No Convencionales, como es el caso 
de Brasil y Venezuela (y tal vez México y 
Argentina), en América Latina y el Caribe 
las reservas probables de gas y de petró-
leo no son significativas. No obstante, en 
los casos de Colombia, Bolivia, Brasil y 
México se adelanta un fuerte lobby con el 
propósito de generar un ambiente político 
y tributario para permitir el desarrollo de 
los YNC utilizando la técnica del fracking. 
Por ejemplo, en México se han iniciado 
acciones por parte de la autoridad com-
petente para la adjudicación de varios 
proyectos de este tipo en los campos o 
bloques ubicados en la cuenca de Burgos.

En Colombia, por decisión del Consejo 
de Estado, se permite la realización de 
unos Proyectos Piloto de Investigación In-
tegral -PPII- con el propósito de identificar 
los impactos que genera el fracturamiento 
hidráulico en roca generadora o fracking, 
utilizando a la región el Magdalena Medio 
o del Corredor Minero como un laboratorio 
para experimentar con esta técnica que ya 
ha generado graves impactos a la natura-
leza, como se evidencia en los Estados 
Unidos, Argentina e Inglaterra. Por ejem-
plo, en Inglaterra, la autoridad reguladora 
del Gas y del Petróleo de Reino Unido 
(OGA) prohibió la continuación de un pozo 
piloto en la localidad de Lancashire, toda 
vez que aumentaron los temblores.

En América Latina, luego de una serie 
de gobiernos donde la participación 
democrática y pluralista se abría campo, 
como por ejemplo en Brasil y Ecuador, 
están volviendo de nuevo gobiernos au-
toritarios que con el fascismo, como son 
los casos de Bolsonaro, en el país carioca, 
o de Añez, en Bolivia, desconocen a las 
minorías pero imponen su pensamientos, 
políticas económicas y extractivas, con 
el propósito de desarrollar proyectos en 
cualquier tipo de ecosistemas y sobre 
cualquier población. Del mismo modo 

Afectación en aguas superficiales por fracking en México. 
Foto: Alianza mexicana contra el fracking
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ocurre en Colombia, con el retorno del 
uribismo al poder con el Gobierno de Du-
que, donde se desconocen los acuerdos 
de paz firmados en el Gobierno de Santos 
con la FARC y se avanza en la profundiza-
ción de la locomotora minero-energética, 
permitiendo la extracción de oro en pára-
mos y ecosistemas frágiles y el desarrollo 
de los yacimientos no convencionales 
de hidrocarburos como el gas asociado 
a los mantos de carbón y la implemen-
tación de los PPII (Proyectos Piloto de 
Investigación Integral).

Las resistencias comunitarias, sociales, 
jurídicas y políticas, a niveles locales y 

nacionales, en cualquier esfera de los 
poderes del Estado de incidencia en la 
sociedad, se adelantan no solo en Amé-
rica Latina, también en Australia, Estado 
Unidos y varios países europeos se ha 
producido una gran movilización con el 
propósito de detener la expansión de las 
prácticas de explotación en yacimientos 
no convencionales de hidrocarburos, sean 
destinados para la extracción de gas aso-
ciado a mantos de carbón, de petróleo en 
arenas compactas o en gas o petróleo en 
roca generadora. Todos seremos cómpli-
ces de permitir que se extienda la técnica 
del fracking en América Latina y de acep-
tar la profundización de un modelo extrac-
tivo que va a colapsar la vida en todas sus 
dimensiones sobre el planeta tierra.
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El avance del Fracking en Colombia y sus 
consecuencias ambientales

Jenny Grillo

S i bien la explotación de Yacimientos No Convencionales desencadena impactos 
ambientales propios de la exploración y explotación petrolera convencional (en 
cuanto a las actividades comunes como construcción de vías de acceso y líneas 
de flujo, construcción de plataformas o locaciones), presenta diferencias fun-

damentales con respecto a esta última, especialmente en lo respectivo a los impactos 
ecosistémicos, a la salud pública y a lo social. En el caso de los No Convencionales, 
su tasa de declinación es tan alta (dejan de ser productivos a los pocos años) que es 
necesaria la perforación y el fracturamiento de muchos más pozos que en la extracción 
convencional. En consecuencia, esta técnica implica una ocupación territorial consi-
derablemente mayor, así como enormes cantidades de recursos, especialmente de 
agua, productos químicos y arena para la preparación del fluido de fracturamiento. 
Mayor cantidad de pozos implica también mayor probabilidad de ocurrencia de fallas 
y de riesgo de accidentes. Esto es particularmente grave, si se tiene en cuenta que 
el fracking utiliza fluidos cuyos residuos están altamente contaminados, incluso con 
elementos radiactivos.

Adicionalmente, esta técnica puede generar amenazas sísmicas que afectarían 
infraestructura pública, poblaciones aledañas y las mismas fábricas petroleras, lo que 
generaría nuevos riesgos de accidentes.

Esta sesión tiene como fin aportar datos, estudios científicos y experiencias en otros 
países con respecto a la contaminación ambiental por la extracción de Yacimientos No 
Convencionales o fracking, que conlleva efectos nocivos a la salud pública a largo plazo.

Por otro lado, desde un punto de vista social, se analiza el alto grado de exacerbación 
de conflictos socioambientales y de riesgos sobre defensores y defensoras del ambiente, 
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teniendo en cuenta la historia de violencia 
armada en diferentes territorios colom-
bianos y su relación con el extractivismo. 
Se recuerda que estos enclaves mine-
ro-energéticos en muchas regiones del 
país han causado zonas de sacrificio41 con 
deterioro ambiental, social e institucional.

Conceptos clave:

Algunos conceptos relacionados di-
rectamente con la explotación de YNC y 
que es importante conocer de antema-
no, son los siguientes:

El fracking es una respuesta tecnológi-
ca a un petróleo cada vez más difícil de 
extraer. Hace parte de lo que se puede lla-
mar “energías extremas” (Roa Avendaño y 
Scandizzo, 2016). Se practica perforando a 
cada vez mayores profundidades para ex-
traer petróleo. Actualmente, para adquirir 
el cada vez más escaso petróleo, se llevan 
a cabo técnicas como la del fracking o la 
explotación en nuevos lugares vitales para 

41	 Zona de sacrificio: Son territorios sometidos a explotación ambiental o 
abandonados por las instituciones que presentan un notable deterioro 
en sus ecosistemas y estructura social.

los ecosistemas, como reservas naturales 
en el Ártico (USA), el piedemonte llanero 
y las zonas montañosas de la cordillera 
oriental (Colombia) llegando incluso a 
practicarse procedimiento en zonas de 
aguas profundas, como el caribe colom-
biano o las costas brasileras.

Adquieren estas técnicas un carácter ex-
tremo, dado que avanzan sobre yacimien-
tos de baja ley o reducida tasa de retorno 
energético y acceso. Estos yacimientos no 

Panorámica de un campo de fracking en Nuevo México, Estados Unidos. Grandes extensiones de ecosistema son 
sacrificadas para la instalación de pozos para fracking.
Fuente: sostenibilidadsemana.com

La técnica del fracking pone en riesgo las aguas 
subterráneas, pues su infraestructura en funcionamiento 
interviene el suelo alterándolo de manera dramática.
Fuente: udelar.edu.uy
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solo son más costosos de explotar, pues 
demandan mayores infraestructuras y de-
sarrollos tecnológicos, sino que implican 
mayores riesgos geológicos, ambientales, 
laborales, sanitarios y sociales.

Particularmente, el fracking implemen-
ta nuevas técnicas y con ellas todo un 
cuerpo de conceptos relacionados con 
los residuos que genera, con los insu-
mos que requiere e impactos que puede 
ocasionar. En este contexto, es impor-
tante comprender qué es el concepto de 
fluido de fracturamiento, preparado con 
grandes volúmenes de agua, gran canti-
dad de químicos y propante (éste último 
puede ser arena o diminutas partículas 
cerámicas para mantener abierta la frac-
tura), utilizado para inyectar y estimular 
hidráulicamente el pozo y propiciar el 
fracturamiento de la roca.

El fluido de retorno es ese fluido de 
fracturamiento que se devuelve inme-
diatamente después de una actividad de 
fracking y que contiene además compo-
nentes de origen natural de la roca que 
arrastra desde el yacimiento. Valga aclarar 
que este fluido serían las aguas residuales 
de esta actividad puntual. Algunos de 
estos componentes de origen natural son 
los NORM (Material radiactivo de origen 
natural), es decir, elementos o trazas de 
elementos radiactivos como radio, uranio, 
torio y potasio que se dan en la natura-
leza. Estos elementos son conocido en 
la ciencia química como radionucleidos, 
son inestables y producen radiaciones 
ionizantes nocivas para la salud humana.

Las aguas de producción o aguas 
producidas, serán las aguas residuales 
durante la etapa de extracción de gas y 
petróleo e incluso, durante las pruebas de 
producción. Son aquellas provenientes 
del subsuelo profundo.

Otros conceptos por reconocer son los 
de pozo horizontal y pozo de inyección, 
aunque asociados a Yacimientos Conven-
cionales, adquieren mayor protagonismo 
y riesgo con la explotación de YNC. 
Los pozos horizontales inicialmente son 

perforados de manera vertical y luego se 
hace un desvío a profundidad con ángulos 
cercanos a los 90º, siguiendo la capa de 
roca que se desea explotar. Dado que un 
pozo horizontal generalmente penetra a 
una mayor longitud del yacimiento, puede 
ofrecer un mejoramiento significativo de la 
producción, por eso se ha utilizado en re-
cobro mejorado. Los pozos inyectores son 
aquellos en los que los fluidos se inyectan, 
ya no se producen. Las reinyecciones de 
fluidos en yacimientos no convencionales 
pueden generar sismicidad inducida.

Afectaciones del fracking sobre las 
aguas superficiales y subterráneas

Dentro de las actividades más relevantes 
de la exploración y/o explotación de hidro-
carburos No Convencionales que pueden 
incidir sobre el recurso hídrico superficial 
y subterráneo, se tienen (CGR, 2018):

Uso de grandes cantidades de agua 
captada

Una importante diferencia entre la ex-
plotación convencional y la explotación de 
YNC usando fracturamiento hidráulico es 
el tiempo de producción de cada pozo. Es 
decir, en un YNC se deben perforar más 
pozos para obtener la misma cantidad de 
hidrocarburos que el que tradicionalmente 
se obtiene en la explotación de un Yaci-
miento Convencional (Orduz N. y otros, 

Derramamiento de petróleo en zona de fracking. Vaca 
muerta, Argentina. Las técnicas implementadas en el 
fracking no dan plena seguridad sobre el manejo de los 
fluidos producto del proceso.
Fuente: diariorionegro.com
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2018). La corta vida de producción de los 
pozos de fracking aumenta los costos 
de producción y disminuye el retorno 
en energía y ganancias económicas que 
esta técnica representa. Al haber más 
pozos por campo, aumenta el potencial 
impacto ambiental de la explotación en 
comparación con la explotación de hidro-
carburos convencionales.

Particularmente, la actividad de fractu-
ramiento hidráulico consume cantidades 
considerables de agua. A escala nacio-
nal, el volumen de agua consumido por la 
industria de hidrocarburos es menor en 
términos porcentuales en comparación 
con otros usos como el agrícola (demanda 
hídrica 16.066 m3/año), energético (9.069 
m3/año) y pecuario (3.071 m3/año), según 
datos del Estudio Nacional del Agua (2018). 
Sin embargo, a escala local, la industria 
de hidrocarburos puede tener un con-
sumo importante en áreas susceptibles 
al desabastecimiento de agua durante la 
temporada seca. Para el área hidrográfica 
Magdalena-Cauca, zona en la que al pa-
recer se pretende impulsar el fracking, es 
de interés resaltar que un 29% de su su-
perficie presenta un moderado déficit de 
agua, un 10% se considera de moderado 
a deficitario, y un 10% en déficit.

Desde el punto de vista de acuíferos, 
en el área hidrográfica del Magdale-
na-Cauca se localiza el 52% del total del 
sistema de acuíferos a nivel nacional, de 
los cuales aproximadamente el 90% se 

aprovecha para consumo humano, do-
méstico y actividades mixtas, supliendo el 
bajo rendimiento hídrico del área.

La demanda hídrica requerida por el 
fracking puede competir cada vez más 
con otra demanda hídrica en Colombia. 
La competencia por el recurso entre sec-
tores se puede exacerbar, pues se estima 
un aumento de temperatura nacional en 
los escenarios más factibles de cambio 
climático, especialmente en municipios 
altamente susceptibles como la mayoría 
de los que atraviese el Magdalena Medio. 
Como explica la Universidad de Duke, en 
esencia, “la mayoría del agua utilizada 
para las operaciones de fracking (…) se 
pierde para la humanidad puesto que no 
retorna [a] la formación en el subsuelo, 
o, si lo hace, es altamente salina, difícil 
de tratar y por lo general dispuesta en 
profundos pozos de inyección” (Kondash, 
Laurer, & Vengosh, 2018).

El agua es el componente principal de 
casi todos los fluidos de fracturamiento 
hidráulico y, normalmente, constituye 
el 90-97% del volumen total de líquido 
inyectado en un pozo. Según datos de 
Hernández (2016), para la perforación de 
un pozo se estima un consumo entre 151 y 
20.000 m3, estableciéndose un promedio 
de 3.780 m3, en tanto que, para la fase de 
fracturamiento hidráulico de un pozo en 
Yacimientos No Convencionales, el consu-
mo de agua oscila entre 90 y 80.000 m3 por 
pozo, siendo el valor promedio 14.500 m3

Las variaciones de volúmenes nece-
sarios de agua para la perforación y 
fracturamiento de un pozo se deben a las 
diferencias en profundidad, la distancia 
horizontal máxima de cada pozo, así 
como las características propias de cada 
formación y del pozo.

Para el escenario crítico de mayores 
valores para la perforación (20.000 m3) 
y fracturamiento hidráulico (80.000 m3), 
por pozo se tendría un total de 100.000 
m3 (26.417.200 galones), lo que equi-
valdría a 2.400 carrotanques, cada uno 
con capacidad de 11.000 galones. En 
términos de consumo, estos 100.000 m3 

Carrotanques de agua para destinada al 
fracturamiento hidráulico.
Fuente: americangeosciences.org
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representan el volumen de agua consu-
mido por alrededor de 715.000 habitan-
tes en la ciudad de Bogotá.

Para tener otra referencia a nivel nacio-
nal, se observa que el APE VMM37, del 
cual es titular la compañía ExxonMobil, 
con licencia ambiental vigente para explo-
ración de Yacimientos Convencionales y 
que solicitó modificación a Yacimientos No 
Convencionales, pasa de una solicitud de 
permiso de captación de 3,5 l l/s a 50 l l/s.

La alteración de la calidad del recurso 
hídrico superficial se puede presentar 
por eventos como fugas o derrames que 
se generen durante las actividades de ma-
nejo, transporte, almacenamiento y uso 
de sustancias peligrosas de tipo químico, 
radioactivo y tóxico, como lodos, aceites 
y demás fluidos empleados en superficie.

En este mismo sentido, inadecuados 
procedimientos de completamiento del 
pozo, como por ejemplo fallas en el casing 
que produzcan grietas, permitiendo la sali-
da o retorno de fluidos de fracturamiento a 
través del subsuelo y que a su vez conecte 
con sistemas acuíferos, generan conta-
minación de las aguas subterráneas. De 
hecho, como explica Gómez (2019), uno 
de los problemas más recurrentes en las 

operaciones extractivas de hidrocarburos 
es el de las fallas de integridad, generando 
puntos o secciones del pozo donde la 
tubería estará recostada sobre el hueco. 
También se pueden presentar fugas en 
sus conexiones y corrosión. El cemento, 
además de no distribuirse uniformemente, 
puede deteriorarse con el tiempo, desa-
rrollar grietas y canales o hacer que se 
desmorone la roca que lo rodea.

Los porcentajes de fallas en integridad 
de pozos van de 6,3% de 8.030 pozos en 
la cuenca de Marcellus en Estados Unidos 
entre 2005 y 2013; 66% de 4.560 pozos 
desviados, inspeccionados en la región 
de Alberta, Canadá; 1,9% de 41.000 
pozos de petróleo y gas perforados entre 
2000 y 2012 en el estado de Pensilvania. 

Fuente: Modificación EIA APE VMM37, Antea Group, 2015. Posible contaminación de aguas superficiales y subterráneas 

Tabla 1. Comparación permisos ambientales solicitados del APE VMM37 para yacimien-
tos convencionales y modificación a yacimientos no convencionales

Río contaminado por petróleo en Australia.
Fuente: sostenibilidadsemana.com
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Durante el mismo período, encontraron 
también que en los pozos de fracking 
la probabilidad de presentar estos 
problemas con respecto a los pozos 
convencionales perforados era 6 veces 
mayor: 6,2 %, en comparación con 
1,0 %, respectivamente.

Igualmente, la extracción de fluido de 
retorno y aguas de producción hacia la 
superficie, su manejo, tratamiento, trans-
porte y almacenamiento de agua residual 
(fluidos de retorno y agua de producción) 
y la disposición final de aguas de retorno 
mediante reinyección, son actividades 
que pueden generar migración de fluidos 
contaminantes en el subsuelo a través 
de las fracturas generadas y posible 
contacto con aguas subterráneas a través 
de otros pozos existentes u otros canales.

Hay que tener en cuenta que los fluidos 
de fracturamiento hidráulico y las aguas 
de producción tienen un alto potencial 
de contaminación por su complejidad 
química, en el caso del fracturamiento, 
y por el alto nivel de sólidos disueltos, 
en el caso de las aguas de producción. 
Particularmente, la elaboración del 
fluido que se inyecta en un pozo para 
fracturar la formación requiere el uso 
de equipos especializados para realizar 
la mezcla química de una variedad de 
diferentes aditivos. Estos aditivos pueden 
incluir biocidas, inhibidores de corrosión, 
reductores de fricción e inhibidores de 
incrustaciones (Carter, Hammack, and 
Hakala, 2013). Según la EPA (2016), los 
productos químicos son parte integral 
del proceso de fracturamiento hidráulico 
y realizan una serie de funciones, pero 

tienen propiedades tóxicas intrínsecas 
que plantean preocupaciones. Respecto 
a la comprensión de los efectos posibles 
en la salud, mostraron que más del 75% 
de los productos químicos pueden 
afectar a los sistemas respiratorio y gas-
trointestinal, así como ojos, piel y otros 
órganos sensoriales.

Para los pozos fracturados hidráuli-
camente, la composición química del 
agua de producción refleja una mezcla 
de fluidos de fracturamiento compuestos 
de hidrocarburos y agua de formación 
propiamente dicha. La química del agua 
producida cambia con el tiempo, espe-
cialmente durante los primeros días o 
semanas después del fracturamiento. En 
general, las concentraciones de cationes, 
aniones, metales, materiales radiactivos 
naturales (NORM) y compuestos orgáni-
cos producidos en el agua aumentan con 
el paso del tiempo (Barbot, et al, 2013).

La composición química del agua pro-
ducida continúa cambiando después del 
período de retorno inicial. El agua produ-
cida puede contener un rango de constitu-
yentes, pero en cantidades ampliamente 
variables. En general, estos pueden incluir:

•	 Sales, incluidas las compuestas 
por cloruro, bromuro, sulfato, so-
dio, magnesio y calcio.

•	 Metales, incluido bario, mangane-
so, hierro y estroncio.

•	 Materiales radioactivos, incluido el 
radio (radio-226 y radio-228).

•	 Aceite, grasa y compuestos orgánicos 
disueltos, incluido BTEX2.

•	 Productos químicos de fracturación 
hidráulica, incluidos trazadores y sus 
productos de transformación.

•	 Productos químicos para el 
tratamiento del agua.

Fluido de fracturamiento hidráulico.
Fuente: portaldelpetroleo.com
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Afectaciones del fracking por 
contaminación radiactiva

El manejo de los residuos del fracking 
representa nuevos riesgos y retos. Las 
mezclas fluidas de retorno se manejan 
y almacenan para su tratamiento. Sin 
embargo, como en todo sistema, se 
pueden presentar fugas que implicarían 
contaminación con cientos de sustancias 
químicas. En una perforación estándar 
de seis pozos se estima que pueden re-
sultar entre 1.3 y 23 millones de litros de 
desechos de perforación; un porcentaje 
de esos desechos puede migrar a la su-
perficie, requiriéndose su manejo. El flujo 
que retorna a la superficie puede contener 
metales pesados, alta salinidad e isótopos 
radiactivos (Orduz-Salinas et al. 2018). El 
grave daño que estas sustancias ra-
diactivas pueden causar en la superficie 
hasta ahora se está conociendo, pues, 
a la fecha, los estudios hechos sobre 
contaminación radiactiva por el fracking 
han sido pasados por alto, cuando, no 
obstante, se sabe con certeza que esta 
práctica libera materiales radiactivos que 
reposan en el subsuelo.

Afectaciones por sismicidad inducida

La aplicación del fracking se ha asocia-
do a un aumento de la sismicidad local 
(Guerrero, y otros, 2020). El fracturamiento 
hidráulico en sí mismo no parece ser la 
causa de esta sismicidad, sino la inyec-
ción de grandes volúmenes de fluidos 
desechados en pozos de depósito, los 
cuales estimularían fallas en un radio de 

kilómetros. Si bien las áreas del Mag-
dalena Medio donde se ha proyectado 
aplicar la técnica del fracking en Colom-
bia son relativamente de baja sismicidad 
(Lopera Castro, Benjumea Hernández, & 
Sarmiento Pérez, 2020), es incierto que 
tanta energía empleada podría liberar 
un sismo estimulado colateralmente por 
la aplicación del fracking a gran escala 
en la zona (Guerrero, y otros, 2020). Esos 
potenciales sismos afectarían la integri-
dad de infraestructuras, no solo de las 
poblaciones aledañas a los pozos, sino 
también de los mismos pozos y plata-
formas petroleras, lo cual aumentaría los 
riesgos de fugas y derrames.

Afectaciones a la salud pública

Un grupo de investigadores de PSE 
Health Energy y de las universidades de 
Cornell y Berkeley condujo una revisión 
de la literatura científica del 2009 al 2015 
para comprender los efectos del fracking 
no convencional en la salud pública, la 
calidad del agua y del aire. Los resultados 
demostraron que de los 685 artículos 
que han sido publicados, el 84% indican 
altos riesgos para la salud pública. El 69% 
señalan un potencial riesgo en la conta-
minación del agua. El 87% demuestran 
un deterioro en la calidad del aire.

Desde la etapa de preparación del sitio, 
la construcción de plataformas, montaje 
de la red de tuberías de conducción, de 
las estaciones de compresión y hasta las 
de procesamiento, hay contaminación. La 
construcción de instalaciones, vías, lim-
pieza de las plataformas y la actividad de 
perforación generan CO2, material parti-
culado (PM) y óxidos de nitrógeno (NOx) 
de vehículos y equipos Diésel, usados 
para inyección de agua, sal y químicos 
durante el proceso de fracturamiento 
hidráulico. En ocasiones los fluidos de 
retorno son almacenados en piscinas 
abiertas, permitiendo que el metano y 
compuestos orgánicos volátiles (Volatile 
Organic Compounds, VOCs) contaminen 
el aire. (Naranjo Plata, 2016, pág. 48)

Suelo de Allen, provincia argentina ubicada en las periferias 
de pozo de fracking.
Fuente: laizquierdadiario.com/
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Afectaciones sociales y 
asentamiento de conflictos 
socioambientales

Es evidente que las condiciones de 
violencia que aún vive la región del Mag-
dalena Medio y la cuestionable presencia 
de la fuerza pública –aunadas a una débil 
institucionalidad y condiciones de pobreza 
— no son las condiciones propicias para 
la garantía de los derechos a la participa-
ción libre de la comunidad sobre la explo-
tación de yacimientos no convencionales.

Frente a la situación de orden público, 
compañías petroleras han firmado con-
venios de seguridad y protección con 
el Ejército. Un Convenio de 2016 con 
Ecopetrol de más de 14 mil millones de 
pesos cubre distintas regiones del país, 
entre ellas varios municipios del Mag-
dalena Medio como Yondó, Cantagallo, 
Puerto Wilches y Barrancabermeja. Estos 

Convenios indican la preocupación de las 
empresas y del Ejército por la seguridad 
de su infraestructura, es decir, temen por 
la presencia de actores con posibilidad de 
atacarlas. Los Convenios han sido cues-
tionados por desplazar la atención de 
las Fuerzas Militares hacia la seguridad 
de las empresas y no hacia el bienes-
tar de la ciudadanía.

El Decreto 328 de 2020 que regula 
los Proyectos Piloto de Investigación 
Integral sobre YNC prevé en su Artículo 
2.2.1.1.1ª.3.6. una “participación económi-
ca de las comunidades en los pozos de los 
Proyectos”, que pagarán los contratistas 
para “inversión social”. En entornos de 
tensiones sociales acentuadas por la vio-
lencia armada, este tipo de mecanismos 
generan una presión peligrosa sobre las 
personas que se opongan a la técnica.

Los riesgos sobre la vida y la integridad 
de los defensores y defensoras del terri-
torio en Colombia son mundialmente co-
nocidos. Según Global Witness, Colombia 
ocupa el primer lugar en asesinatos de 
estos líderes en el mundo (Global Witness, 
2020). Según Indepaz, en nuestro país, 
sólo en 2020, fueron asesinados 310 líde-
res sociales. La entrada de los Yacimien-
tos No Convencionales en territorios 
altamente violentos, empobrecidos y 
de baja institucionalidad, agudizará los 
conflictos preexistentes e incrementará 
los riesgos a la vida e integridad de las 
personas y comunidades que se oponen.

Según Global Witness, Colombia es el país que registra 
más asesinatos a líderes ambientales en todo el mundo.
Fuente: radionacional.co

Piscina de aguas residuales en Vaca Muerta, Argentina.
Fuente: unsam.edu.ar

Pozo petrolero Manatí Blanco en Puerto Wilches, donde 
podrían realizarse uno de los primeros pilotos de fracking 
en Colombia. Foto: Corporación Podion
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La normatividad del fracking y acciones 
legales en defensa del territorio

David Uribe Laverde

Introducción

E l fracking o fracturamiento hidráulico en roca generadora es una técnica de 
uso reciente en el mundo y novedosa para Colombia. Desde el año 2009, poco 
más de una década, el gobierno nacional ha expedido normas que posibiliten 
jurídicamente el inicio de proyectos de exploración y explotación de hidro-

carburos en Yacimientos No Convencionales a través del fracking. Esta situación ha 
despertado gran preocupación en las organizaciones territoriales y ambientales ante 
los graves impactos sobre la naturaleza y la salud humana que genera esta práctica, 
asociados principalmente con:

•	 La contaminación de las aguas superficiales y subterráneas con hidrocarburos, metales 
pesados, elementos radioactivos o químicos utilizados en el fluido de fracturación.

•	 La contaminación de la atmósfera con la emisión de gas metano, CO2 y otras partí-
culas contaminantes que impulsan el calentamiento global.

•	 La afectación y transformación de los usos del suelo y el paisaje.

•	 Los sismos o temblores inducidos o desencadenados por la fracturación de la roca 
o la reinyección de las aguas que se utilizan en ese procedimiento.

Por este motivo, comunidades de múltiples territorios han expresado su resistencia al 
fracking y se han articulado en escenarios nacionales, como la Alianza Colombia Libre 
de Fracking, con el propósito común de prohibir esta técnica en Colombia en defensa 
del agua, la vida y el territorio, bajo la consigna “Ni aquí, ni allá, ni hoy, ni nunca”. Esta 
resistencia se ha desdoblado en diferentes frentes de trabajo, entre ellos, la disputa 
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jurídica, la cual ha llevado ante los tribu-
nales del país al gobierno y a sus normas 
de fracking, logrando su suspensión 
provisional a finales de 2018, lo que quiere 
decir que, desde esa fecha hasta hoy, está 
prohibida cualquier exploración y explota-
ción de Yacimientos No Convencionales a 
través del fracking. 

Como respuesta, a principios de 2019 
el gobierno nacional contrató un grupo de 
académicos y expertos supuestamente 
independientes que denominó Comisión 
Interdisciplinaria Independiente. Esta 
Comisión rindió un informe sobre los 
efectos ambientales y económicos del 
fracking, donde propuso los llamados 
Proyectos Piloto de Investigación Inte-
gral (PPII) que, básicamente, consisten 
en un experimento de carácter temporal 
que le permita al Estado colombiano 
tener un conocimiento más profundo del 
territorio donde se piensa desarrollar esta 
práctica, al tiempo que realiza un ensayo 
de fracking bajo estrictas condiciones 
de vigilancia, control y monitoreo. Una 
vez concluidos los pilotos, se tomará una 
decisión sobre continuar o no con la ex-
plotación de carácter comercial.

De manera que los PPII son una estra-
tegia del gobierno para hacerle quite a 
la suspensión judicial del fracking, cuya 
implementación ha implicado la emisión 
de una nueva normatividad que aún se en-
cuentra en trámite y que con certeza será 
nuevamente controvertida ante los jueces 
para impedir que se desarrollen.

El presente documento hace una breve 
exposición del marco normativo con el 
que se intentó implementar el fracking 
en Colombia, de las acciones jurídicas 
que se interpusieron y que lograron de-
tenerlo, así como de la nueva estrategia 
gubernalmental de los Proyectos Piloto 
de Investigación Integral y su estado ac-
tual de reglamentación.

ACLARACIONES PREVIAS

Para esclarecer la distinción entre Ya-
cimientos Convencionales y Yacimientos 
No Convencionales es importante señalar 
que los hidrocarburos se encuentran con-
finados en rocas sedimentarias, formadas 
a partir de sedimentos o partículas sóli-
das que se depositaron en la superficie 
terrestre y que se compactaron durante 
millones de años hasta convertirse en 
rocas. Los hidrocarburos se almacenan 
en los poros de estas rocas sedimen-
tarias, poros que pueden estar mayor o 
menormente interconectados, lo que se 
conoce como permeabilidad. Las rocas 
de mayor porosidad y permeabilidad, 
como las arenas, areniscas y calizas, per-
miten que los hidrocarburos fluyan hasta 
la superficie una vez se perfora la roca, sin 
ningún tipo de estimulación previa. Estas 
rocas se conocen en la actualidad como 
Yacimientos Convencionales (en adelante 
YC) y han sido el principal objetivo de la 
industria petrolera.

Las rocas de granos finos o muy finos, 
de menor porosidad o permeabilidad, 
como las lutitas, los mantos de carbón, 
las arenas o calizas apretadas y las arenas 
bituminosas, se conocen como Yacimien-
tos No Convencionales (en adelante 
YNC), los cuales no fueron de interés para 
la industria hasta la aparición de nuevas 
técnicas como el fracking, cuyo objeto 
es fracturar la roca para generar interco-
nexión entre los poros de las rocas. Los 
YNC se pueden clasificar en formaciones 
tipo “tight”, de baja permeabilidad, y las 
formaciones tipo “shale”, directamente 
impermeables. En el caso de las forma-
ciones tipo “shale”, que los geólogos iden-
tifican como lutitas y margas, se trata de 

Movilizaciones sociales en contra de la implementación del 
fracking en Colombia.
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rocas de mayor profundidad formadas a 
partir del lecho de lagos y mares. En ellas, 
a lo largo de millones de años, la materia 
orgánica atrapada (restos de microorga-
nismos, algas, animales, etc.) se convirtió 
en gas y petróleo. Por eso, al “shale” se le 
llama también “roca generadora” o “roca 
madre” de los hidrocarburos.

La lutita es una piedra casi impermeable. 
Se puede hallar en superficie o al interior 
de la tierra. En sus poros se encuentra el 
gas o petróleo que es liberado mediante el 
fracturamiento hidráulico.

Ante la posibilidad de aumentar 
considerablemente las reservas de 
hidrocarburos a nivel mundial, se viene 
presionando la utilización del fracking 
en la exploración y explotación de YNC, 
técnica que combina la perforación 

vertical a gran profundidad, la perfora-
ción horizontal a través de la roca gene-
radora y la estimulación o fracturación 
hidráulica horizontal.

1. DESARROLLO NORMATIVO

Hasta la actualidad, la explotación pe-
trolera en Colombia se ha realizado sobre 
Yacimientos Convencionales y hasta don-
de se tiene conocimiento, ningún YNC de 
roca generadora (shale) dentro del territo-
rio colombiano ha sido explorado o explo-
tado con fracking. No obstante, desde el 
año 2012 el gobierno ha emitido normas 
(decretos, resoluciones o acuerdos) para 
viabilizar esta práctica extractiva, las cua-
les pueden clasificarse en tres tipos:

•	 Normas técnicas, que orientan 
la operación en campo.

•	 Normas ambientales, que determi-
nan los requisitos para la obtención 
de licencia ambiental.

•	 Normas contractuales, que regulan la 
forma en que las empresas y el Estado 
colombiano van a contratar o negociar 
la explotación de los hidrocarburos.

Como antecedentes, se puede señalar 
que el primer documento oficial que hizo 
mención a los YNC fue el documento del 
Consejo Nacional de Política Económica 
y Social –CONPES- 3517 publicado el 12 
de mayo de 2008, que formuló lineamien-
tos de política para la asignación de los 
derechos de exploración y explotación de 
gas metano en depósitos de carbón. Allí 
se recomendó a la Agencia Nacional de 
Hidrocarburos (ANH) y al Ministerio de Mi-
nas y Energía crear un marco normativo, 
contractual y técnico para la asignación 
de derechos de exploración y explota-
ción para Gas en Mantos de Carbón, 
yacimiento que es uno de los clasificados 
como NO convencional.

Posteriormente, en el año 2009, el 
Ministerio de Minas y Energía emitió la 
resolución 181495, norma técnica que 
tiene por objeto regular y controlar las 
actividades de exploración y explotación 

La lutita es una piedra casi impermeable. Se puede hallar 
en superficie o al interior de la tierra. En sus poros se 
encuentra el gas o petróleo que es liberado mediante el 
fracturamiento hidráulico.
Fuente: medioambientedecalidad.files.wordpress.com.
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de hidrocarburos. Si bien esta norma 
estaba referida a Yacimientos Conven-
cionales, el parágrafo de su Artículo 1° 
ordenó al Ministerio regular las activida-
des referentes a YNC.

En cumplimiento de estos requerimien-
tos, el 16 de mayo de 2012, el Ministerio 
de Minas y Energía expide una primera 
Resolución (180712) que reguló los pro-
cedimientos técnicos para la exploración 
y explotación de hidrocarburos en YNC. 
A partir de ese momento, la Contraloría 
General de la República, una entidad au-
tónoma de control, empieza a ejercer una 
labor de veeduría muy importante sobre el 
avance del marco jurídico del fracking.

En septiembre de ese mismo año, la 
Contraloría Delegada para Medio Ambien-
te emite una Función de Advertencia donde 
“previene sobre los riesgos ambientales 
que se pueden generar en el licenciamien-
to para la explotación de hidrocarburos no 
convencionales” y conmina a las entidades 
responsables a que “adopten las medidas 
necesarias y suficientes” para que se 
realice de manera sostenible, asegurando 
la preservación del patrimonio natural. 
Desde ese momento, la Contraloría invo-
có el principio de precaución ambiental, 
mencionando como posibles riesgos 
ambientales el aumento de la sismicidad 
inducida, la afectación del recurso hídri-
co y la salubridad por los fluidos utiliza-
dos en la fractura o estimulación. Estos 

Tabla de Normatividad del fracking en Colombia. Elaboración propia.

Implicaciones del fracking en Colombia declaradas 
por la Contraloría para argumentar la toma decisión de 
Precaución Ambiental.
Fuente: La República.
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riesgos, además, podrían potenciarse si el 
fracking se realiza en áreas protegidas o 
ecosistemas estratégicos.

Ante la advertencia formulada por la 
Contraloría, el Ministerio de Minas y Ener-
gía expide un nuevo marco normativo: el 
Decreto 3004 de diciembre de 2013 y la 
Resolución 90341 de marzo de 2014, en 
el que se establecen los “requerimientos 
técnicos y procedimientos para la explo-
ración y explotación de hidrocarburos en 
yacimientos no convencionales”. A la par, 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible expidió la Resolución 0421 de 
marzo de 2014, que estableció los térmi-
nos de referencia para el licenciamiento 
ambiental de la fase de exploración en 
YNC, y la Agencia Nacional de Hidrocar-
buros emitió el Acuerdo 003 de marzo 
de 201442, que adicionó al reglamento 
de contratación establecido mediante 
el Acuerdo 004 de 2012 lo referente 
al desarrollo de YNC.

Estas cuatro normas —técnicas, am-
bientales y contractuales—, constituyen 
el marco jurídico o normativo vigente del 
fracking, que permitieron que empresas 
como ECOPETROL, EXXON MOBIL, 
DRUMMOND, CONOCO PHILLIPS y 
CANACOL ENERGY presentaran proyec-
tos para la exploración y explotación de 
YNC en el Magdalena Medio a través de 
fracking, como los proyectos VMM-2 y 
VMM-3 en Aguachica y San Martín; VMM-
37 y Guane-A en Puerto Wilches y Barran-
cabermeja, y Caporo Norte en Chiriguaná 
y la Jagua, entre otros. La mayoría de 
estos proyectos se encuentran en trámite 
de licencia ambiental y deberían estar 
suspendidos con ocasión de la suspen-
sión provisional que decretó el Consejo de 
Estado, como se explicará más adelante.

En noviembre de 2014, la Contraloría 
emite un nuevo informe, haciendo segui-
miento a la Función de Advertencia de 
2012, en donde reconoce como un avance 

42	 Este Acuerdo fue actualizado posteriormente mediante el Acuerdo 002 
de mayo de 2017 proferido por la ANH, que definió las reglas para 
asignar áreas y contratar la exploración y explotación de hidrocarburos 
tanto en yacimientos convencionales como No Convencionales.

la expedición de esta nueva normatividad, 
pero concluye que las entidades no aco-
gieron el principio de precaución plantea-
do en la advertencia, considerando que 
dichos actos administrativos “presentan 
deficiencias y abordan la generación de 
línea base en aspectos como hidrogeología 
y sismotectónica de forma muy general y 
a escalas que no son las adecuadas… si-
tuación que implica riesgos técnicos y am-
bientales a la hora de realizar un control 
riguroso a los riesgos y efectos potenciales 
derivados de la actividad de exploración 
y explotación de hidrocarburos de yaci-
mientos no convencionales mediante la 
utilización del fracking”.

En otras palabras, la Contraloría consi-
deró que este marco jurídico es mejor que 
el expedido en 2012, pero continúa siendo 
insuficiente para conjurar los riesgos de 
esta práctica. El gobierno, sin embargo, 
hizo caso omiso a esta advertencia 
de la Controlaría y le dio continuidad 
a su estrategia para implementar el 
fracking en el país.

2. PROCESOS JURÍDICOS CONTRA EL 
FRACKING

En el año 2016, el Grupo de Litigio de 
Interés Público –GLIP- de la Universidad 
del Norte presentó una acción pública 
ante el Consejo de Estado con el fin de 
declarar la nulidad43 del Decreto 3004 de 
2013 y la Resolución 90341 de 2014, que 
son las dos normas de carácter técnico 
que componen el marco jurídico anotado 
para la exploración y explotación de YNC. 
La Universidad del Norte no solo pidió 
la nulidad, sino que estas normas fueran 
suspendidas provisionalmente mientras 
se llevara a cabo el juicio.

En noviembre de 2018, la Sección Ter-
cera del Consejo de Estado resolvió esta 
última petición e impuso la suspensión 
provisional del Decreto 3004 y la Reso-
lución 90341 como medida cautelar. Esta 
decisión no significa una decisión de fon-
do contra las normas, sino una decisión 
transitoria para proteger el ambiente y 

43	 Cuando una norma se declara nula quiere decir que desaparece del 
ordenamiento jurídico colombiano.
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la salud humana. Para llegar a esta con-
clusión, el Consejo de Estado hizo un 
análisis preliminar de las pruebas y acogió 
nuevamente el Principio de Precaución, 
considerando que autorizar el fracking 
en Colombia puede conllevar un “daño 
potencial o riesgo al medioambiente y a la 
salud humana”, cuya gravedad e irreversi-
bilidad se fundamenta en la posible insu-
ficiencia de las medidas adoptadas por el 
marco reglamentario arriba mencionado.

La Alianza Colombia Libre de Fracking 
(ACLF), creada en San Martín en 2016 
como una articulación de aproximada-
mente 120 organizaciones, decide en el 
año 2019 respaldar el proceso de nulidad. 
Varias de sus organizaciones, entre ellas 
el Programa Socioambiental de la Corpo-
ración Podion, solicitaron al Consejo de 
Estado su reconocimiento como sujetos 
procesales en apoyo a las pretensiones 

Proyecto de Yacimientos No Convencionales Ape Guane A. Fuente: Corporación Podion.
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de nulidad de la Universidad del Norte. Así 
también lo hicieron varios congresistas 
aliados a la causa contra el fracking.

El proceso se encuentra actualmente en 
etapa de juicio, se han practicado varios 
testimonios y se ordenó un dictamen pe-
ricial por parte de la Universidad Nacional 
de Colombia, institución que rindió dos 
informes con diferentes enfoques, pero 
que coinciden en la insuficiencia de la 
normatividad demandada para garantizar 
la protección de la vida y el territorio.

El Ministerio de Minas y Energía interpu-
so un recurso de súplica para revocar la 
medida cautelar de suspensión provisio-
nal. La Sala Plena de la Sección Tercera 
del Consejo de Estado, mediante Auto del 
17 de septiembre de 2019, decidió man-
tener la medida, pero, a renglón seguido, 
señaló que su alcance no impedía la reali-
zación de los Proyectos Piloto Integrales 

de Investigación (PPII), propuestos por la 
Comisión Interdisciplinaria Independiente 
contratada por el gobierno nacional.

Esta decisión representa un retroceso 
frente a la suspensión total decretada 
originalmente, pero continúa siendo un 
logro de los procesos comunitarios y or-
ganizaciones sociales que se han opuesto 
justificadamente al fracking y han impedi-
do que hasta la fecha se pueda adelantar 
libremente en nuestros territorios.

Además, la decisión del Consejo de Es-
tado avala las fundadas evidencias sobre 
los impactos que el desarrollo de esta 
técnica ha generado en el mundo y la in-
certidumbre que existe actualmente sobre 
los riesgos específicos y concretos que 
significaría la implementación del fracking 
en Colombia, lo que hace virtualmente 
imposible asegurar que se van a prevenir 
o mitigar. Para llegar a esta conclusión, 
el Consejo de Estado citó en extenso el 
más reciente estudio de la Contraloría 
Delegada para Medio Ambiente (2018) y 
el informe de la Comisión de Expertos, 
que coinciden en señalar la deficiente o 
inexistente información que posee el Es-
tado en materia de aguas subterráneas, 
biodiversidad acuática y terrestre y sis-
micidad, así como la falta de capacidad 
institucional para realizar seguimiento y 
fiscalización de las actividades extractivas.

El Consejo de Estado también llamó la 
atención sobre la necesidad de que sea 
una ley la que determine las condiciones 
en que deba desarrollarse la explotación 
de Yacimientos No Convencionales, pues 
así lo mandatan los Artículos 79, 80 y 
360 de la Constitución, sugiriendo que el 
decreto y la resolución adoptada por el 
Gobierno para regular el fracking puede 
constituir un exceso de facultades del 
poder reglamentario.

Finalmente, el Programa Socioambiental 
de la Corporación Podion interpuso un 
incidente de desacato en contra de la 
Autoridad Nacional de Licencias Ambien-
tales (ANLA), la ANH y la empresa DRUM-
MOND, en razón a que esta compañía 

Varias han sido ya las sesiones ante el Consejo de Estado 
en las que se han develado las falencias de las Normativas 
con las que se ha querido instaurar el fracking en Colombia.
Fuente: El Espectador.

Miembros del equipo Alianza Colombia Libre de Fracking.
Fuente: Alianza Colombia Libre de Fracking
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está desobedeciendo la medida cautelar 
decretada por el Consejo de Estado, al 
encontrarse operando 15 pozos fractu-
rados hidráulicamente, productores de 
gas asociado a mantos de carbón, bajo el 
amparo de una licencia ambiental que se 
quedó sin fundamento jurídico una vez fue 
decretada la medida cautelar.

3. LA ESTRATEGIA DE LOS 
PROYECTOS PILOTO DE 
INVESTIGACIÓN INTEGRAL

La Comisión Interdisciplinaria Indepen-
diente, conocida también como Comisión 
de Expertos, fue un grupo de técnicos y 
académicos contratado por el gobierno 
nacional a finales de 2018 para que for-
mulara conclusiones y recomendaciones 
en torno a la implementación del fracking 
en Colombia. En su momento, la Alianza 
Colombia Libre de Fracking denunció que 
varios de sus miembros tenían conflictos 
de interés para realizar esta labor por 
sus vínculos o negocios con la industria 
petrolera. Por ejemplo, Armando Zamora, 
coordinador de la Comisión, es expresi-
dente de la Agencia Nacional de Hidro-
carburos y trabajó con la Exxon Mobil, 
una de las empresas interesadas en hacer 
fracking en el país.

La Comisión publicó su informe en abril 
de 2019, donde propuso la figura de los 

PPII como “experimentos de naturaleza 
científica y técnica sujetos a las más es-
trictas condiciones de diseño, vigilancia, 
monitoreo y control y, por tanto, de natu-
raleza temporal”, los cuales antecederían 
el desarrollo comercial del fracking.

Como se anotó, el Auto del 17 de sep-
tiembre de 2019 del Consejo de Estado, 
en el numeral 8° de su exposición, abrió 
la posibilidad para que el Estado adelante 
los Proyectos Piloto de Investigación 
Integral (PPII) propuestos por la Comisión 
de Expertos, imponiendo dos condiciones: 
(i) que se cumplan “de manera estricta” 
las recomendaciones de la Comisión y (ii) 
que se cumplan todas y cada una de las 
3 etapas definidas en el Informe (Previa, 
Concomitante y de Evaluación).

En lo transcurrido del año 2020 y apro-
vechándose de la anormalidad generada 

El 12 de diciembre de 2019, el Consejo de Estado resolvió el incidente declarando el estado de DESACATO a la medida 
cautelar. En consecuencia, ordenó a la Agencia Nacional de Hidrocarburos “que suspenda toda actividad de producción de 
los 15 pozos… así como de cualquier otro que se encuentre en las mismas condiciones”. Esta orden aún no ha sido acatada 
en la medida en que fue impugnada por la empresa y la ANH.

Socialización de informe de la Comisión de Expertos. 
Fuente: Revista Portafolio.
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por la pandemia del Covid-19, el gobierno 
nacional ha venido expidiendo el marco 
normativo para implementar los PPII. En 
primer lugar, emitió el Decreto 328 de 
2020, que fijó sus lineamientos generales, 
pero incumple notoriamente las condicio-
nes impuestas por el Consejo de Estado. 
Por esta razón, las organizaciones de la 
Alianza Colombia Libre de Fracking inter-
pusimos nuevamente un desacato ante 
el Consejo de Estado para que suspenda 
este Decreto, argumentando que:

El Decreto 328 de 2020:

1.	 No incorporó medidas frente a los pasi-
vos ambientales (impactos ambientales 
no resueltos/no compensados) que ha 
generado la industria de los hidrocarbu-
ros en los Yacimientos Convencionales.

2.	 No contempla un plan de acción con-
creto para desarrollar las capacidades 
y el fortalecimiento institucional.

3.	 No observa los estándares legales para 
garantizar integralmente la transparencia 
y el derecho de acceso a la información.

4.	 No establece una disposición que 
regule el concepto de licencia social y 
la forma en que esta se otorga por parte 
de las comunidades locales.

5.	 No contiene una estrategia de gestión 
del riesgo en los términos de las reco-
mendaciones del Comité de Expertos.

6.	 No garantiza el carácter 
científico de los PPII.

Otra de las estrategias del gobierno 
ha sido la expedición fragmentaria de la 
normatividad para torpedear su impug-
nación jurídica. Además del Decreto 328 
de 2020, los Ministerios del Interior y de 
Minas y Energía emitieron la Resolución 
904 de 2020, que fijó los lineamientos 
sociales para el desarrollo de los PPII; la 
Resolución 40185 de 2020, que definió los 
lineamientos técnicos, y ya se publicaron 
los proyectos de términos de referencia 
para el otorgamiento de licencia ambien-
tal y el proceso de contratación. Sobre 
este último, el pasado 14 de septiembre 
de 2020 se expidió la Resolución 613 

de 2020, que ordenó la apertura del 
proceso de selección de contratistas 
para los PPII, con quienes se firmarán 
los Contratos Especiales de Proyecto de 
Investigación –CEPI-.
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Proyectos Piloto de Investigación Integral - PPII
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Algo de historia sobre el avance del fracking en Colombia

L as primeras menciones del fracking en Colombia se dieron en el año 2014 por 
medio de la opinión pública. Ese mismo año, la Agencia Nacional de Hidrocar-
buros, en la Ronda Colombia 2014, ofreció un total de 98 bloques para explota-
ción de hidrocarburos, de los cuales 19 fueron ofrecidos para hacer fracking de 

petróleo y gas de esquistos o lutitas.

Sin embargo, en 2012, la Contraloría había emitido una advertencia para el Ministerio 
de Ambiente y la ANLA sobre los riesgos ambientales de este tipo de explotación. Apar-
te de enumerar estos riesgos, el ente regulador solicitaba que, por encima de todo, si 
llegaba a aprobarse esta práctica en el país, se hiciera siempre teniendo en cuenta el 
medioambiente y sus necesidades.

Para ese entonces, el Ministerio de 
Minas y Energía mencionó que no había 
peligro de que sucedieran impactos gra-
ves en la salud pública, como sucedió en 
Estados Unidos donde acarreó millonarias 
multas a empresas petroleras en Texas, 
argumentando que en Colombia se había 
expedido la reglamentación para la explo-
tación de yacimientos no convencionales 
entre 2013 y 2014 y que los términos de 

Derrame de pozo de fracking en suelos y ríos en el Estado 
de Texas, Estados Unidos.
Fuente: fracturahidraulicaenburgosno.com
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referencia para la elaboración de estudios 
ambientales de proyectos de perforación 
exploratoria ya estaban aprobados.

Pero en realidad el tema de YNC se 
limitaba a un anexo de 23 páginas que, 
frente a los términos de referencia de los 
PPII actuales de más de 200 páginas, 
daba cuenta de la vaguedad con la que se 
trataba la complejidad y riesgos de estas 
prácticas. Esa reglamentación, a nivel 
técnico y ambiental, resultaba insuficiente 
frente a la incertidumbre de los efectos 
sobre la calidad y disponibilidad del 
agua, sismicidad inducida, complejidad 
química y riesgos del fluido de fractura-
miento y de retorno que se tenían hace 6 
años y que hasta hoy aún no cuenta con 
información completa.

A nivel técnico, la ANH expidió el Decre-
to 3004 de 2013 que establecía criterios 
y procedimientos para la exploración y 
explotación de YNC y la Resolución 90341 
de 2014 que ya reglamentaba los requeri-
mientos técnicos para tal fin.

Varias organizaciones y ciudadanía, 
preocupadas por esta amenaza, en el 
año 2016 solicitaron la anulación de estas 
normas de la ANH ante el Consejo de 
Estado, porque no incluían las medidas 
para evitar todos los efectos sobre el 
medioambiente y permitían una actividad 
con demostrados impactos negativos en 
los países donde se había implementado, 
por lo que violaban el principio de precau-
ción. El Consejo de Estado en junio 13 de 
2018 admitió la demanda y, finalmente, 
el 8 de noviembre de 2018, suspendió 
provisionalmente el desarrollo de esta 
técnica en el país como medida cautelar 
ante un daño potencial al medioambiente 
y la salud, cuya gravedad y reversibilidad 
se cimienta en la insuficiencia de medidas 
adoptadas a nivel nacional.

Hay que destacar también que el Con-
sejo de Estado basó su decisión en el 
seguimiento a la función de advertencia 
de la Contraloría realizada en el año 2014, 
mediante la cual concluía que, si bien el 
Ministerio de Minas y Energías, la Agencia 

Nacional de Hidrocarburos y el Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
habían adelantado procesos de gestión 
del conocimiento, en últimas no habían 
acogido el principio de precaución en 
tanto que no se desarrollaron términos de 
referencia ni reglamentación técnica para 
la fase de explotación de YNC, sino solo 
de exploración. Además, presentaban 
deficiencias y abordaban la generación 
de líneas base ambientales de manera 
muy general y a escalas muy amplias, 
en temas como las aguas subterráneas 
y la sismicidad. El ente judicial reconoció 
una insuficiencia de generación de infor-
mación a nivel local y específica para la 
fase de explotación.

A pesar de lo anterior, el gobierno na-
cional no se rindió y en 2019 se informó 
acerca de la conformación de una Co-
misión Interdisciplinaria Independiente, 
designada por el mismo gobierno, con 
la misión de realizar un Proyecto Piloto 
de Investigación de naturaleza técnica 
y científica para monitorear los efectos 
socioambientales y generar confianza, 
esto es, abrir el espacio para avanzar en 
las etapas de exploración y explotación de 
YNC. Esto dio paso a que el Consejo de 
Estado, en el Auto de 17 de septiembre de 
2019, abriera vía libre para que se realiza-
ran los proyectos piloto.

Con las manos manchadas. Caricatura 
Matador. Mayo de 2019.
Fuente: El Tiempo.
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Así fue que nació el Decreto 328 de 
2020, que reglamenta estos PPII, pro-
poniendo 3 etapas para su desarrollo: 
una etapa previa, donde se conforman 
las mesas técnicas, incluida la de parti-
cipación ciudadana, el grupo evaluador 
y se dé el licenciamiento ambiental; una 
etapa concomitante, donde se realizarían 
todas las actividades de perforación, 
completamiento, fracturación, estimula-
ción y dimensionamiento de yacimientos 
no convencionales, y finalmente, una 
etapa de evaluación, donde se cotejara 
la información generada y la necesidades 
de fortalecimiento institucional para defi-
nir si es viable o no.

El Decreto 328 de 2020

El Decreto 328 de febrero de 2020 tiene 
como fin reglamentar el desarrollo de pro-
yectos piloto de investigación integral (PPII) 
en Colombia. Ha sido considerado como 
un salvavidas que el Consejo de Estado 
le lanzó al Gobierno para que sus planes 
de hacer fracking no queden totalmente 
paralizados, basado en los argumentos 
presentados por la Comisión Interdisci-
plinaria Independiente en el documento 
titulado Informe sobre efectos ambientales 
(bióticos, físicos y Sociales) y económicos 
de la exploración de hidrocarburos en 
áreas con posible despliegue de técnicas 
de fracturamiento hidráulico de roca ge-
neradora mediante perforación horizontal

Como se mencionó anteriormente, 
se pretende desarrollar los PPII en tres 
etapas que se describen en los siguientes 
cuadros de la Figura 1.

El Decreto 3228 de 2020 no 
cumple con condiciones mínimas 
establecidas por Comisión 
Interdisciplinaria Independiente:

Por otra parte, se considera que el 
Decreto 3228 de 2020 no cumple las 
recomendaciones definidas por la Co-
misión Interdisciplinaria Independiente, 
condiciones que deben estar satisfechas 
antes de iniciar acciones en territorio y 
otras que se deben llevar a cabo en pa-
ralelo durante el mismo o como requisitos 
previos a una posible explotación de YNC. 
Dentro de las recomendaciones que no 
cumple el Decreto están:

1.	 No cuenta con licencia social. Al re-
chazo de la comunidad a la actividad 
petrolera, se suma la poca confianza 
en las instituciones, las cuales han 
estado ausentes de las verdaderas 
problemáticas de la población y, no 
obstante, abogan por desarrollar ac-
tividad petrolera en territorios donde 
esta ha dejado conflicto, muerte de la 
población civil y pobreza. Además, no 
se protege la biodiversidad. El Decreto 
ayuda a profundizar la actual situación 
de crisis de biodiversidad en el país, 
donde el 63% de los ecosistemas 
están amenazados, al poner en riesgo 
la existencia de estos. Para la zona del 
VMM, por ejemplo, hay poca informa-
ción de línea base en biodiversidad de 
ecosistemas terrestres y acuáticos.

2.	 No hay transparencia ni provisión de 
información. Sin considerar la dificul-
tad de acceso a información ambiental 
de valor con la que lidian las poblacio-
nes rurales, el Decreto 328 de 2020 
estipula que las líneas base generales 
se publiquen en el Centro de Transpa-
rencia cuando el primer PPII obtenga 
la licencia ambiental, haciendo casi 
imposible el acceso al conocimiento 
previo del proyecto por parte de la 
comunidad y grupos de participación.

3.	 Líneas de base ambientales y so-
ciales. El Estado colombiano solo 
desarrollará estas líneas base sociales 

Fuente propia
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Figura 1. Trampas del Decreto 328 de 2020 PPII Fuente: Corporación Podion



PROGRAMA SOCIOAMBIENTAL Corporación Podion

104 Herramientas para la Defensa del Territorio - Santander

Adicionalmente, implica la creación de unas instituciones, que se exponen a continuación:
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Figura 1. Trampas del Decreto 328 de 2020 PPII Fuente: Corporación Podion
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a nivel general. En el caso de las 
líneas base locales, estarán a cargo 
de empresas privadas con intereses 
en PPII. Permitir que las empresas 
titulares de los proyectos realicen la 
línea base local vicia la objetividad e 
imparcialidad científica del experimen-
to de los PPII, pues esta dinámica es 
sospechosa de conflicto de intereses 
y maximiza riesgos de presiones 
indebidas por parte de contratistas 
al personal técnico y científico. 
 
Todo el proceso de elaboración y 
divulgación de líneas base generales 
y mecanismos de participación ciu-
dadana es una tarea pendiente del 
Gobierno colombiano, ante la carencia 
de procesos para la gestión del co-
nocimiento de territorio y la ausencia 
de herramientas de planificación 
territorial, como POMCAS y PMAA, 
que deberían obedecer al ejercicio de 
planificación de los recursos naturales 
y no a una coyuntura por viabilizar el 
fracking en el país.

4.	 Análisis y gestión del riesgo El De-
creto no estipula escalas temporales 
ni espaciales para la realización de 
los estudios. En cuanto a lo espacial, 
es difícil que los estudios arrojen 
previsiones certeras en zonas espe-
cíficas de daños colaterales sufridos 
en un territorio tan variable como el 
colombiano. Sin una escala temporal 
definida, resulta imposible determinar 
hasta cuándo el estudio tendrá vigen-
cia y hacer previsiones sobre los efectos 
del fracking en el territorio, pues se ha 
podido observar que las afectaciones 
llegan a manifestarse incluso años des-
pués de realizarse la explotación.

5.	 No hay fortalecimiento institucio-
nal. En el Decreto 328 de 2020, el 
diagnóstico y plan de acción para 
el fortalecimiento institucional 
se realizará durante la ejecución 
de los PPII, no antes.

Avance de PPII en la pandemia:

Pese a la pandemia, el Gobierno colom-
biano ha avanzado en la reglamentación 
técnica específica: el Ministerio de Minas 
y Energía, junto al Ministerio del Interior, 
publicó en julio de este año el proyecto 
de resolución 40185 de 2020, por la cual 
se fijan los lineamientos sociales para el 
desarrollo de los PPII en YNC de Hidro-
carburos, a través de la técnica de Frac-
turamiento Hidráulico con Perforación 
Horizontal (FHPH). En junio se publicó el 
documento borrador de los términos de 
Referencia para la elaboración del estudio 
de impacto ambiental (EIA) en PPII.

El mismo Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible anticipa que de la 
información recolectada en el EIA y las 
líneas base locales no se obtendrá una 

Publicidad explicando el paso a paso de lo PPII, 2020.
Fuente: Ecopetrol
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Bloque VMM37 otorgado a la empresa norteamericana Exxon Móbil, en Puerto Wilches (Santander). Se contemplaría la tala 
de 109 hectáreas de bosque, la captación de un promedio de más de seis piscinas diarias de agua en los ríos Magdalena y 
Sogamoso y un área de polígono equiparable a 21.655 canchas de fútbol, que impactará a cinco corregimientos.
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conclusión definitiva, dada sus limitacio-
nes y teniendo en cuenta la extensión y 
duración de estos proyectos, por lo que 
aportarán apenas fundamentos generales 
sobre la conveniencia de desarrollar la téc-
nica de fracturamiento hidráulico en el país.

El grupo evaluador estará conformado en 
su mayoría por representantes de cuatro 
ministerios, un experto técnico asignado 
por el gobierno nacional y apenas dos in-
tegrantes “independientes”: un experto en 
temas ambientales de alguna universidad 
y un representante de la sociedad civil, 
cuya elección deberá hacerse rápidamen-
te (dentro de 45 días) o el grupo evaluador 
se puede reunir sin su participación.

Es claro que el Ministerio de Ambiente 
aún tiene pendiente reglamentar temas 
específicos en relación con la demanda 
de recursos naturales e impactos que 
genera la actividad petrolera, por ejemplo, 
a nivel de calidad del aire (los principales 
contaminantes atmosféricos como BTEX, 
COV’s, HAP no tienen máximos permisi-
bles) o para manejo de residuos que solo 
genera la industria, tales como lodos y 
cortes de perforación. Para el caso del 
fracking es mucho más urgente una nor-
mativa que haga exigencias mucho más 
exhaustivas, ya que es una actividad que 
implica riesgos, manejo de sustancias quí-
micas complejas e impactos ambientales 
no comparables con otras de la industria.

Varias han sido las críticas al Gobierno 
de Duque, pues durante su campaña 
aseguró que no habría fracking en su go-
bierno. Sin embargo, lo que evidenciamos 
es que está abonando el terreno y dejando 
todo un escenario para que así sea.

Las comunidades y organizaciones 
sociales presentan un gran rechazo al 
fracking, en principio, porque la expe-
riencia petrolera en Colombia no ha sido 
un jardín de flores: ha causado despojo, 
violación de derechos humanos, violación 
de la Constitución, incumplimiento norma-
tivo ambiental y pasivos ambientales (no 
está reglamentado el tema de inventario 
ni instrumentos económicos), “impactos 

ambientales no resueltos”. En el Valle 
del Magdalena Medio ocurren derrames 
de hidrocarburos y aguas residuales 
industriales cada 8 horas. Hay debilidad 
institucional, no solo para hacer segui-
miento a estos proyectos, sino también 
para planificar, medir y monitorear los 
recursos naturales e incluso, multar y 
sancionar cuando se deba.
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En diferentes escenarios, la comunidad de Santander se ha 
manifestado en contra de la implementación de fracking, 
sin ser oída hasta ahora.
Fuente: lasillavacia.com
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L a presente ponencia se propone hacer una aproximación a los mecanismos so-
cio-jurídicos para la defensa del territorio. Con este propósito, se aborda en pri-
mer lugar el concepto de defensa del territorio, una noción que podría catalogar-
se como una invención latinoamericana y que está en permanente construcción.

Posteriormente, se aborda el repertorio de acción colectiva o los “recursos” que tienen 
a su disposición las organizaciones sociales y comunitarias, que activados en su conjun-
to comprenden el universo de los mecanismos socio-jurídicos.

A partir de ahí, se hace una breve contextualización de los derechos humanos y los 
mecanismos jurídicos para defenderlos. Cabe aclarar que se habla de mecanismos 
jurídicos, porque implican la activación de dispositivos o herramientas legales y den-
tro de ellos puede hacerse una clasificación entre los mecanismos que involucran la 
participación de los jueces (mecanismos de justiciabilidad) y los mecanismos que no 
involucran a la justicia (mecanismos de exigibilidad).

Siguiendo esa línea, la última parte del texto se dedica a describir algunos de los 
mecanismos de exigibilidad y justiciabilidad, haciendo un especial énfasis en los asuntos 
ambientales y la protección del derecho al ambiente sano.

La defensa del territorio

La defensa del territorio es una reivindicación propia de los pueblos, comunidades 
y organizaciones de América Latina. Surge como respuesta al avance feroz del gran 
capital sobre nuestros territorios, expresado en una política extractiva compuesta de 
proyectos a gran escala de tipo agroindustrial, minero-energético (minería, petróleo, re-
presas, entre otros) o de infraestructura. A diferencia del siglo pasado, donde las luchas 

Mecanismos sociojurídicos para la defensa 
del territorio

David Uribe Laverde
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sociales se concentraron en la reclama-
ción de tierra para quienes la trabajaban, la 
noción de territorio es más amplia, porque 
incorpora todos los bienes comunes con 
los que interactuamos: además de la tie-
rra, las aguas, los playones, los bosques y 
el aire. El territorio también incluye a las 
comunidades y las relaciones sociales 
y culturales que allí tejen, las prácticas 
de trabajo, el uso medicinal o culinario 
de las plantas, los sitios sagrados, entre 
muchos otros tipos de relaciones.

Tanto los bienes comunes —que son 
depredados, privatizados y mercantiliza-
dos—, como las prácticas comunitarias —
que son suprimidas y extirpadas— están 
hoy bajo la amenaza permanente del gran 
capital. En esa medida, cuando habla-
mos de defensa del territorio, hablamos 
de la defensa de la vida, de la madre 
naturaleza, de la identidad y la cultura 
y de nuestros derechos, que el Estado 
tiene la obligación de garantizar.

Frente a tamaña amenaza, para defen-
der nuestros territorios es imprescindible 
la organización social. Como pueblos, 
comunidades y organizaciones debemos 
constituirnos en agentes colectivos, 
movilizadores y de cambio. (i) Agentes 
colectivos, porque nuestras acciones se 
fortalecen en la medida en que nos junta-
mos con otros y otras, especialmente con 
aquellos que son diferentes a nosotros, 

pero con quienes tenemos objetivos co-
munes. Debemos ser diversos hacia den-
tro y estar unidos hacia afuera. (ii) Agentes 
movilizadores, porque desatamos fuerza 
colectiva, sembramos preguntas, desper-
tamos conciencias, invitamos al vecino y a 
la vecina a organizarse. Y (iii) Agentes de 
cambio, porque nuestras acciones deben 
ir materializando transformaciones estruc-
turales y en nuestra cotidianidad, es decir, 
que mientras avanzamos en la sustitu-
ción de un modelo social que privilegia el 
lucro por uno que privilegie el bienestar 
y el buen vivir, también debemos avanzar 
en trasformar nuestras propias prácticas 
que generan daño sobre uno, sobre los 
demás y sobre la naturaleza.

Mecanismos socio-jurídicos para la 
defensa del territorio

Las comunidades organizadas tienen a 
su disposición una variedad de recursos 
para defender el territorio y exigir sus 
derechos. Denominaremos mecanismos 
socio-jurídicos a la utilización articulada 
de esa variedad de recursos que puede 
clasificarse de la siguiente manera:

1.	 Recursos jurídicos, entendidos como 
la utilización de herramientas legales 
para la garantía de derechos y la 
protección del medioambiente. Aquí 
podemos mencionar, por ejemplo, 
las acciones de tutela y las acciones 
populares. Para defender nuestros 

Comunidades de Toldado y Santa Rita en el municipio de 
Ortega se movilizan en medio de la Minga Permanente de 
Resistencia por la defensa del Territorio.
Fuente: Podion

Encuentro y movilización en el marco de la Conmemoración 
de 3 años de la Minga Permanente de Resistencia de 
Toldado y Santa Rita en el municipio de Ortega, con la 
participación de alrededor de 300 personas.
Fuente: Podion
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derechos es preciso conocerlos, por 
eso es importante darle lectura a nues-
tra Constitución Política, cuyo Título 
Segundo (Artículos 11 a 94) consagra 
un listado (no exhaustivo) de los de-
rechos civiles, políticos, económicos, 
sociales, culturales y colectivos que 
el Estado debe proteger y garantizar a 
todos y todas las colombianas.

2.	 Recursos político-parlamentarios, 
entendidos como el cabildeo o inci-
dencia ante los miembros de corpo-
raciones públicas, desde los Consejos 
Municipales hasta el Congreso de la 
República, en busca de aliados que 
nos permitan introducir en la agenda 
legislativa políticas favorables a la de-
fensa del territorio. Actualmente, por 
ejemplo, la Alianza Colombia Libre de 
Fracking ha logrado incidir ante un 
número importante de congresistas 
para evitar el avance de proyectos 
negativos (como el artículo que incen-
tivaba el fracking en la ley de regalías 
y que se hundió en el Congreso) o 
para el avance de proyectos positivos 
(como el proyecto de ley que prohíbe 
el fracking en el país).

3.	 Recursos de movilización, entendidos 
como la acción colectiva y simultánea 
de un número plural de personas que 
visibilice las demandas o problemáti-
cas de la organización. La movilización 
es diversa, desde métodos clásicos 
como las marchas, los plantones y 
los bloqueos de vías, hasta los mé-
todos más contemporáneos como las 
marchas carnaval, los conciertos y 
actos culturales y las movilizaciones 
virtuales (twitteratones), entre otros.

4.	 Recursos mediáticos, entendidos 
como las acciones comunicativas y la 
incidencia ante medios de comunica-
ción nacionales, locales y alternativos, 
con el objetivo también de visibilizar 
las reivindicaciones y ganar apoyos o 
simpatizantes a nuestro quehacer.

Estos son algunos de los recursos 
más importantes que tenemos como 

organizaciones. El éxito de nuestra acción 
colectiva depende, en gran medida, del 
adecuado balance en la utilización de 
estos recursos. Es decir, los recursos ju-
rídicos, por muy importantes que puedan 
llegar a ser, son insuficientes si no hay 
incidencia política, movilización popular y 
articulación con medios de comunicación.

Derechos humanos y mecanismos de 
exigibilidad y justiciabilidad

Los derechos humanos son todas 
aquellas garantías o prerrogativas que 
el Estado y la sociedad deben a toda 
persona por el solo hecho de ser un 
humano, para que viva en condiciones 
dignas e íntegras. Los derechos humanos 
son integrales, universales e inalienables, 
es decir, que todo habitante de este pla-
neta es poseedor de derechos, no puede 
renunciar a ellos y tampoco están sujetos 
a ningún poder. Es importante recordar 
que el reconocimiento y declaración de 
los derechos humanos ha sido el fruto 
de luchas sociales, luchas que siguen 
siendo el mecanismo para garantizar el 
cumplimiento efectivo de tales derechos. 

Existen dos grandes estrategias para 
reivindicar nuestros derechos, proteger la 
naturaleza y defender nuestros territorios. 
Los mecanismos de exigibilidad y los 
mecanismos de justiciabilidad.

En el departamento de Boyacá se han realizado diferentes 
talleres sobre incidencia política con el fin de dar a conocer 
a las comunidades la variedad de recursos para defender el 
territorio y exigir los derechos que existen a su disposición.
Fuente: Podion.
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Mecanismos de exigibilidad

Entendemos los mecanismos de 
exigibilidad como las acciones de inci-
dencia, movilización y demanda ante el 
Estado que no involucran la acción de 
los jueces; para efectos de la presente 
exposición, nos concentraremos en dos 
mecanismos: el derecho de petición y la 
participación ciudadana.

1.	 El derecho fundamental de petición 
está consagrado en el Artículo 23 de 
la Constitución y es reglamentado 
por la Ley 1755 de 2015. Según esta 
ley, el derecho de petición no solo 
permite requerir información o copias 
de un documento, que es para lo que 
tradicionalmente se usa, sino también 
para “solicitar el reconocimiento de 
un derecho, la intervención de una 
entidad o funcionario, la resolución 
de una situación jurídica, la presta-
ción de un servicio…, formular con-
sultas, quejas, denuncias y reclamos e 
interponer recursos”.

2.	 Dicho en otras palabras, el derecho 
de petición es una herramienta que 
le exige a las autoridades responder 
de fondo y oportunamente a las 
solicitudes que hagan los ciudada-
nos. Por regla general, las peticiones 
deben resolverse dentro de los 15 días 
hábiles siguientes a la recepción. No 
obstante, las peticiones de documen-
tos e información tienen un plazo de 
10 días, mientras que las que realizan 
consultas tienen un término de 30 días. 
Para hacer una petición no se requie-
re ninguna formalidad especial, más 
allá de hacer la petición de manera 
clara y respetuosa, incluso se puede 
realizar de manera verbal.

La participación es un derecho funda-
mental, consagrado en el Artículo 40 de 
la Constitución, siendo a la vez uno de 
los fines esenciales del Estado: facilitar la 
participación de todos en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la 
Nación. Igualmente, la participación es 

uno de los elementos estructurantes 
del principio democrático y, por tanto, 
debe irradiar todas las actuaciones del 
Estado. Así, sin participación no hay 
democracia y sin democracia no hay 
Estado Social de Derecho.

En asuntos ambientales encontramos 
variedad de mecanismos participativos 
para la exigibilidad de derechos que no 
pasan por la actuación de los jueces.

Mencionamos, en primer lugar, los me-
canismos de participación ciudadana, 
contemplados en el Artículo 103 de la 
Constitución, donde encontramos los 
cabildos abiertos para discutir amplia-
mente los asuntos de la comunidad, los 
referendos para aprobar o derogar nor-
mas, las revocatorias de mandato, que 
permiten someter a votación la revocatoria 
de una autoridad elegida popularmente, 
y las Consultas Populares, que fueron 
utilizadas ampliamente para someter las 
políticas extractivas a la voluntad popular 
hasta que su alcance fue restringido. 
Estos mecanismos son expresión de una 
democracia en vigor, donde el pueblo 
como constituyente primario debate 
o toma decisiones de manera directa, 
las cuales deben ser acatadas por las 
entidades del Estado.

En segundo lugar, el Artículo 79 de la 
Constitución establece un derecho de 
participación específico sobre las deci-
siones que puedan afectar el ambiente. 
Con fundamento en este artículo y en los 

Grupo promotor del Cabildo Abierto por la paz. Creado 
en el marco de los acuerdos de paz a partir de la 
necesidad de reconciliación y de poder dar a conocer su 
opinión de forma legal.
Fuente: casamemoriatumaco.org



PROGRAMA SOCIOAMBIENTAL Corporación Podion

112 Herramientas para la Defensa del Territorio - Santander

instrumentos internacionales que existen 
sobre el derecho a la participación, el 
Estado se encuentra en la obligación de 
brindar mecanismos idóneos y efectivos 
para que participemos, como ciuda-
danía, en los procesos para otorgar 
licencia ambiental en proyectos mineros 
o petroleros. La Corte Constitucional 
ha establecido que las comunidades 
afectadas por estos proyectos deben ser 
convocadas a la construcción del Estudio 
de Impacto Ambiental y Plan de Manejo 
Ambiental y por disposición legal tienen 
derecho a hacerse parte dentro del pro-
cedimiento como terceros intervinientes y 
a solicitar audiencia pública para que se 
debata ampliamente sobre los alcances, 
características y riesgos asociados a la 
actividad extractiva. Desafortunadamen-
te, el reconocimiento del derecho a la 
participación no tiene un carácter deci-
sorio, de manera que, a pesar de haber un 
espacio donde la comunidad manifieste 
su oposición a un proyecto extractivo, el 
Estado y los interesados pueden seguir 
adelante con él. La participación deci-
soria de las comunidades frente a acti-
vidades extractivas continúa siendo una 
disputa pendiente del movimiento social.

Finalmente, podemos ejercer vigilancia 
sobre la gestión ambiental de las entida-
des del Estado a través de las veedurías 
ciudadanas ambientales (Artículos 103 y 
270 de la Constitución). En el Tolima, por 
ejemplo, se organizó una veeduría ambien-
tal para vigilar el proceso de constitución 
de área protegida del Bosque de Galilea.

Mecanismos de Justiciabilidad

Entendemos por mecanismos de justi-
ciabilidad a la movilización legal por parte 
de comunidades o grupos sociales para 
alcanzar justicia ambiental ante los y las 
jueces. Según la Comisión Internacional 
de Juristas, “justiciabilidad” significa 
que las personas que han sido víctimas 
de violaciones a derechos cuenten con 
la posibilidad de acudir ante un órgano 
imparcial e independiente para solicitar 
una reparación adecuada. Veamos algu-
nos de estos mecanismos.

1.	 Acción de tutela. Esta acción está 
consagrada en el Artículo 86 de la 
Constitución y su procedimiento 
está regulado en el Decreto 259 de 
1991. Es un mecanismo a través del 
cual toda persona puede reclamar 
ante cualquier juez, sin importar 
el tiempo o el lugar, la protección 
de derechos fundamentales que 
han sido vulnerados por la acción u 
omisión de las autoridades. También 
procede contra particulares cuando 
estos presten servicios públicos o 
cuando su conducta afecte grave 
y directamente el interés colectivo. 
 
El mecanismo de tutela es preferente 
y sumario, por tanto, debe ser resuelto 
a la menor brevedad posible, con un 
término máximo de 10 días, y con 
prelación frente a los demás asuntos 
que tenga el funcionario judicial a car-
go, salvo que haya un habeas corpus 
(recurso judicial para los casos de 
privaciones ilícitas de la libertad). La 
acción de tutela es subsidiaria, luego 
solo puede interponerse cuando la 
persona o personas no tienen otro 
medio de defensa judicial o cuando 
se utilice como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En principio, la acción de tutela no 
puede presentarse frente a hechos de 
afectación ambiental, porque la Cons-
titución estipuló una acción específica, 
la acción popular, para la protección 
del derecho al medioambiente sano. 
No obstante, si el conflicto ambiental 
es de tal envergadura que compro-
mete algún derecho fundamental, 
como la vida, el agua potable o el 
derecho de participación o cuando 
se trata de evitar un perjuicio irre-
mediable, es procedente la tutela en 
asuntos ambientales.

2.	 Acción Popular. La acción popular 
está prevista en el Artículo 88 de la 
Constitución Política y fue reglamen-
tada por la Ley 472 de 1998, que 
también regula las acciones de grupo. 
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La acción popular está orientada es-
pecíficamente a proteger derechos 
e intereses colectivos, entre ellos el 
derecho al ambiente sano y algunos 
derechos económicos y sociales 
que no son amparados por la tutela, 
como el derecho a la alimentación, 
la salud y el trabajo. La puede inter-
poner cualquier persona, organiza-
ción, entes de control o autoridades 
civiles y no requiere de abogado. 
 
Esta acción tiene un carácter pre-
ventivo no resarcitorio, lo que quiere 
decir que no persigue la indemni-
zación o reparación de perjuicios 
individuales, sino el beneficio colec-
tivo de grupos sociales afectados 
por una amenaza o riesgo común. 
 
Por su diseño y por la dinámica 
de nuestro sistema judicial, tiene 
un proceso más lento y dispen-
dioso que la acción de tutela. 
 
En asuntos ambientales tiene una 
gran limitante y es que a través de 
ella no se puede declarar la nulidad 
de actos y contratos administrativos, 
como las licencias ambientales y los 
contratos mineros o petroleros, lo que 
se convierte en un obstáculo frente a la 
protección efectiva del ambiente sano.

3.	 Acción de cumplimiento. Esta acción 
está consagrada en el Artículo 87 de 
la Constitución y fue desarrollada por 
la Ley 393 de 1997. Su propósito es 
la efectividad de un mandato previsto 
por una norma con fuerza material de 
ley o por un acto administrativo que 
ha sido incumplido por la autoridad 
encargada de hacerlo cumplir. En esa 
medida, la acción permite exigir ante 
la justicia el cumplimiento de dicho 
mandato que está siendo descono-
cido para que las normas y los dere-
chos no se queden en letra muerta. 
 
Esta acción puede ser interpuesta 
por cualquier persona ante cualquier 
juez administrativo. Como requisito 

previo, se requiere elevar una solicitud 
(derecho de petición) ante la autoridad 
involucrada en el cumplimiento de la 
ley o acto administrativo y que esta so-
licitud haya sido negada o no haya sido 
respondida en el término establecido.
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